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RESUMEN 
 
 
La presente investigación analiza el desarrollo e institucionalización de la justicia penal 
militar como instrumento de represión política y sanción de la protesta social, desde la 
óptica del nuevo institucionalismo histórico. Con base en el enfoque teórico “path 
dependence”, el estudio examina, a partir del período dictatorial de “La Violencia” (1949-
1957), las variables que hicieron del aparato judicial castrense un instrumento 
permanente y sostenido de naturaleza represiva, así como los factores que reprodujeron 
dicha inercia institucional durante el Frente Nacional (1958 – 1974). Por último, el análisis 
enfatiza en su ejercicio contra la protesta social a través de los Consejos de Guerra 
Verbales, superando la tradicional perspectiva jurídica del problema.    
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INTRODUCCIÓN 
 
 
La presente investigación se circunscribe a un fenómeno político que por décadas 
evolucionó al interior de la vida institucional del país: la incursión militar en la 
administración de justicia penal como mecanismo de represión. Contra todo precepto 
democrático, la injerencia castrense en el sistema judicial se canalizó a través de la justicia 
penal militar sobre la base de una prerrogativa neurálgica que tuvo, como epicentro, el 
juzgamiento de civiles por cortes marciales, en respuesta a diversas condiciones 
emergidas del contexto político del momento. Aunque tal embeleco jurídico fue gestado 
como norma excepcional en la dictadura constitucional experimentada entre 1949 y 1958, 
el régimen de coalición bipartidista lo incorporó al interior del ordenamiento jurídico 
colombiano institucionalizando, entre otras cosas, la invasión del poder judicial por el 
ejecutivo, la intervención de las Fuerzas Armadas en la inquisición de las luchas sociales y 
políticas, y la impartición de justicia penal como una actividad ligada a las 
responsabilidades de la organización castrense.   
 
A pesar de sus innegables efectos políticos, casi todos los estudios del fenómeno en 
Colombia fueron canalizados por las ciencias jurídicas. Por lo general, la discusión sobre la 
sustitución de tribunales naturales por cortes marciales giró en torno dilucidar varias 
controversias formales: la capacidad gubernamental para concentrar, bajo estado de sitio, 
funciones judiciales atinentes a la justicia ordinaria en las autoridades militares; la 
contravía legal inherente al juzgamiento de civiles por la jurisdicción penal castrense; y la 
apelación a los denominados “Consejos de Guerra Verbales” como mecanismos 
predeterminados de enjuiciamiento, fueron las más importantes. La polémica jurídica 
cobró una inusitada fuerza por el hecho innegable de que en Colombia el régimen 
excepcional se experimentaba, casi sin interrupción, desde 1949, luego este tipo de 
“justicia de excepción” se había convertido en una práctica ordinaria: ¿hasta que punto 
era lícito delegar en la institución castrense, con fundamento en el estado de sitio, el 
poder de juzgar civiles? ¿Era el híbrido concepto de turbación del orden público razón 
suficiente para despojar al poder judicial de sus competencias connaturales y delegarlas 
en las autoridades castrenses, aún cuando aquello trastocara fuertemente la separación 
de poderes como cimiento básico de la democracia liberal? ¿Daba lo mismo, en términos 
de garantías procesales, ser investigado, juzgado, absuelto o condenado en un tribunal 
natural que en un Consejo de Guerra Verbal?  
 
De cara al foro público, las investigaciones jurisprudenciales refutaron tales disposiciones 
en consenso, y lo hicieron con sobradas razones: advirtieron primero que en razón al 
fuero militar, la justicia castrense estaba destinada única y exclusivamente a sancionar 
conductas punibles cometidas solamente por militares en servicio activo; comprobaron 
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que la administración de justicia ordinaria, como función pública y pilar del Estado, no 
podía encontrarse sometida al régimen de excepción, y como tal, debía regir durante todo 
tiempo; y demostraron que el estado de sitio no otorga facultades supra-constitucionales 
al presidente de la república para alterar las funciones autónomas y separadas del Estado. 
En esencia, la producción académica en este campo evidenció que el juzgamiento de 
civiles por cortes marciales y su extensión a asuntos ajenos a las fuerzas armadas iban en 
contravía del ordenamiento jurídico democrático.  
 
Siendo el estado de sitio un rasgo característico de la política colombiana durante medio 
siglo, los estudios sobre la implantación del régimen excepcional y las políticas de 
seguridad en Colombia hicieron referencias importantes sobre la incursión de los militares 
en los asuntos judiciales, aunque sin mayor profundización. Entretanto, otros estudios 
especializados en el seguimiento a las violaciones de los derechos humanos canalizaron el 
problema desde el punto de vista fáctico, observando en detalle y con base en la 
experiencia, la calidad de la justicia impartida por los Consejos Verbales de Guerra. ¿Eran 
los trajes de paño la única diferencia entre los jueces ordinarios y los militares? Tales 
aportes resultaron oportunos de cara a la “apologización” de la naturaleza sumaria, 
expedita, severa y aparentemente eficaz de la justicia castrense proveniente de ciertos 
sectores políticos, en detrimento del sistema judicial ordinario, criticado en razón a sus 
múltiples atrofias y deficiencias funcionales. Por lo general, mostraron la manera en que el 
uso de  los tribunales castrenses sobre individuos ajenos a su competencia, engendró todo 
tipo de violaciones a los derechos humanos y cómo fueron focalizados contra diversas 
organizaciones de confrontación estatal, como los grupos subversivos y organizaciones 
opositoras al régimen.    
 
Esta investigación pretende aportar un enfoque diferente a los estudios jurídicos, 
vinculando al examen del tema un conjunto de variables institucionales y políticas cuya 
interacción e intersección en el tiempo influenciaron tal resultado organizativo. Es así 
como el siguiente trabajo se propone analizar la evolución de la justicia penal militar como 
aparato de represión, dilucidando los factores que propiciaron su institucionalización y 
reproducción durante el Frente Nacional, con énfasis especial en su ejercicio contra la 
protesta social. Con base en el enfoque teórico “path dependence” desarrollado por la 
escuela del nuevo institucionalismo histórico, el análisis pretende demostrar que el 
trayecto represivo asumido por el aparato judicial castrense durante el Frente Nacional 
fue un pesado legado proveniente del período dictatorial de la Violencia cuya inercia, lejos 
de romperse con el cambio del régimen, terminó reforzándose, logrando adaptarse a los 
fenómenos políticos e intereses gubernamentales emergidos bajo el contexto del sistema 
de coalición bipartidista. Así pues, se ahonda en el proceso formativo de la justicia penal 
militar durante el período crítico de dictadura y violencia, estableciendo los factores e 
incentivos que impulsaron la continuidad institucional de esta práctica bajo las 
condiciones del Frente Nacional, resaltando particularmente su uso contra las luchas 
sociales y populares. 
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Para ello, el trabajo se desarrolla en cuatro capítulos. El primero fundamenta teórica y 
conceptualmente la investigación exponiendo, en primer lugar, el contexto en el que se 
desarrollaron los aportes multidisciplinarios proporcionados por los nuevos estudios 
institucionales, para posteriormente, ubicar la propuesta analítica realizada desde la 
escuela del institucionalismo histórico, explicando particularmente el enfoque teórico 
“path dependence” a partir del cual se desarrollará el análisis institucional propuesto.   
 
El segundo capítulo se concentra en dilucidar el diseño institucional de la Justicia Penal 
Militar en relación a los aspectos que deformaron su naturaleza organizativa, 
convirtiéndola en un instrumento de represión. Para ello, se exploran las coyunturas 
críticas que, entre 1949 y 1958, impactaron el proceso de configuración institucional, 
analizando las variables políticas e institucionales que influenciaron la evolución de una 
nueva trayectoria de desarrollo de naturaleza represiva al interior del aparato judicial 
castrense. Siendo los denominados “Consejos de Guerra Verbales” el mecanismo 
predilecto e invariable de juzgamiento castrense sobre particulares, se aborda en detalle 
los rasgos expeditos y severos que hicieron de este tribunal un mecanismo efectivo para la 
conculcación del derecho de defensa, o en otras palabras, un sistema anticipado de 
condena. 
 
El tercer capítulo aborda, en el marco de las nuevas condiciones democráticas surgidas 
tras la instauración del Frente Nacional, los mecanismos de retroalimentación positiva que 
reforzaron la inercia o continuidad institucional de la justicia penal militar como 
instrumento represor durante este período. En este escenario, se establecen los factores 
que incentivaron la institucionalización de la incursión militar en la administración de 
justicia penal como un sistema paralelo a la jurisdicción ordinaria. El cuarto capítulo 
rastrea finalmente la forma en que los cuatro gobiernos de la coalición bipartidista 
apelaron, sistemática y permanentemente a éste mecanismo de represión punitiva. Por 
ser un campo débilmente explorado en los escasos estudios publicados sobre el tema, 
este seguimiento enfatiza en el uso de Consejos Verbales de Guerra contra dirigentes 
sindicales, campesinos, líderes populares y estudiantiles por elevar reivindicaciones 
susceptibles de trámite institucional a través de paros públicos, cívicos o huelgas en 
general, con el fin de amedrentar punitivamente diversos sectores sociales movilizados. 
Como muestra de lo anterior, se expone el estudio de caso más notable del período: el 
Consejo de Guerra Verbal ejecutado contra la Unión Sindical Obrera (USO) por el 
desarrollo de una huelga en octubre de 1971.  
 
Para desarrollar este trabajo se acudió a una exhaustiva revisión de fuentes primarias, que 
empezó por la elaboración del esqueleto legislativo emitido en materia de justicia penal 
militar y orden público disponible en el Diario Oficial, particularmente desde 1949 hasta 
1974. También se consultaron los Anales del Congreso que aportaron valiosa información 
proveniente de los debates parlamentarios, así como sentencias de la Corte Suprema de 
Justicia y revisión de prensa para el período estudiado.  Aunque no existe una producción 
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académica extensa acerca del tema propuesto, el trabajo se respaldó en las principales 
contribuciones académicas desarrolladas en torno a la justicia penal militar y los Consejos 
de Guerra Verbales en Colombia. Se espera que el siguiente trabajo contribuya a ampliar 
el conocimiento de este fenómeno político que, a pesar de sus connotaciones 
abiertamente antidemocráticas, logró desarrollarse con gran estabilidad por varias 
décadas dentro de los marcos institucionales del país. 
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1. MARCO TEÓRICO: EL NUEVO INSTITUCIONALISMO HISTÓRICO 
 
 
1.1. Los nuevos estudios institucionales: un campo de análisis multidisciplinar 
 
Las instituciones siempre han sido objeto de análisis y debate académico. No son pocas las 
versiones que han intentado explicar aspectos medulares de su naturaleza, no obstante, 
entre las diversas corrientes académicas, destaca el denominado “nuevo 
institucionalismo”. Inscrito en un campo amplio y heterogéneo, el nuevo institucionalismo 
se ha construido desde disciplinas como la economía, la sociología, la historia y la ciencia 
política, expresando contundentemente una cuestión central: las instituciones no sólo 
importan, además constituyen una parte imprescindible para la comprensión de los 
fenómenos sociopolíticos y económicos que nos rodean. En ese sentido resulta necesario 
recalcar, en virtud del análisis propuesto, una idea fundamental en la que las instituciones, 
especialmente las políticas, concretan el marco en el cual tiene lugar la política en el 
contexto de una ideología democrática.1 
 
Sobre el aporte teórico del nuevo institucionalismo al objeto de estudio, es pertinente 
indagar varios aspectos, a saber ¿Cómo se ha construido este campo de conocimiento y 
qué enfoque plantean las diversas disciplinas con respecto al análisis institucional? Los 
primeros análisis de la ciencia política agrupados en la escuela del “viejo 
institucionalismo” se preocuparon por la forma en que los aspectos legales y formales, 
insertos en las estructuras estatales, gubernamentales o administrativas, sustentaban el 
poder político y estructuraban el comportamiento de los individuos.2Privilegiando el 
análisis descriptivo, tales análisis solían proporcionar a los fenómenos sociopolíticos 
explicaciones centradas en los atributos formales de las instituciones como elementos 
determinantes del comportamiento de los individuos. De esta manera, aunque la “vieja 
escuela” había aportado acercamientos normativos y descriptivos importantes, subsumió 
la influencia de la acción individual sobre los marcos institucionales. 
 
Entre 1950 y 1960 hubo una revolución con efectos teóricos y metodológicos: la 
revolución conductista y el desarrollo de la teoría de la elección racional. Originada en los 
Estados Unidos, la revolución conductista adelantó una crítica teórica y metodológica en 
relación al método en la Ciencia Política, que al ser comparado con otras disciplinas como 
las ciencias naturales y exactas, le restaban credibilidad científica y capacidad predictiva. 
El debate propició la incorporación de nuevos abordajes metodológicos provenientes de 
                                                 
1
 MARCH, James G. y OLSEN, Johan P. El redescubrimiento de las instituciones. La base organizativa de la 
política. Fondo de Cultura Económica, México, 1997. Pp. 65 
2
 PETERS, B. Guy. El Nuevo institucionalismo: la teoría institucional en ciencia política. Editorial Gedisa, 
Barcelona, 2003.  
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las ciencias naturales y económicas, haciendo que el advenimiento de la revolución 
conductista fuese considerado como el punto de quiebre entre la fase pre-científica y la 
científica en los estudios de la ciencia política.3 
 
Con base en el individualismo metodológico, el clásico foco de estudio sobre el campo 
institucional dio un giro de 180 grados: el comportamiento de los individuos y la 
maximización racional de la utilidad sería el germen de las conductas individuales y 
colectivas, en detrimento de las explicaciones normativas y estructurales de los viejos 
institucionalistas. La teoría de la elección racional marcaba una pauta nueva para la 
comprensión de los fenómenos políticos, enfatizando en el análisis de los procesos de 
acción y toma de decisiones con base en el comportamiento racional de los actores, es 
decir, en la configuración de preferencias ordenadas, la existencia de opciones de acción y 
la obtención de utilidades derivadas de las decisiones que invariablemente guían el 
comportamiento individual como fuente del que deriva el orden4. De esta manera, las 
leyes, reglas, estructuras administrativas de las instituciones gubernamentales fueron 
despojadas del protagonismo que, otrora, habían tenido en el viejo institucionalismo, 
pues no explicaban los desenlaces de ninguna índole, y se movían bajo una óptica en la 
que los resultados eran comprendidos como consecuencias de actitudes y conductas 
individuales guiadas por el comportamiento racional de los actores. 
 
A partir de la década de 1980 surgió el “nuevo institucionalismo” como una nueva 
corriente de pensamiento que atravesaba las ciencias sociales y económicas, encarnando 
una valiosa reacción a la revolución conductista norteamericana al reincorporar al análisis 
el papel fundamental que juegan las instituciones de cara a la explicación de las realidades 
políticas, económicas y sociales. Complementando el enfoque teórico clásico, el nuevo 
institucionalismo reivindicó en la teoría social el “reconocimiento de la necesidad de 
combinar la agencia y la estructura dentro de una explicación de los resultados sociales 
plausiblemente completa”5. El nuevo problema analítico se trasladó, entonces, al estudio 
de la relación interdependiente entre los marcos institucionales y los agentes como parte 
fundamental de los resultados colectivos, escenario en el que las restricciones inherentes 
al modelo organizativo tienen la capacidad de imponer marcos de acción que influencian 
los comportamientos, preferencias y resultados de los actores.  
 
En esencia, la nueva escuela retomó el valor de las instituciones de cara a la comprensión 
de los fenómenos políticos, sociales y económicos, aunque lo hicieron planteando 
diferencias relevantes de enfoque. Por ejemplo, el nuevo institucionalismo económico 
arremetió contra el paradigma neoclásico, mostrando que aún el comportamiento más 
individual y racionalista, tiene restricciones asociadas a la configuración de los marcos 
                                                 
3
 Para profundizar en este debate ver SARTORI, Giovanni “La política: lógica y método en las ciencias 
sociales”, Fondo de Cultura Económica, México, 1987. 
4
 DOWNS, Anthony. An Economic Theory of Democracy. Harper and Row Publishers, New York, 1957. 
5
 GOODIN, Robet E. (Compilador). Teoría del diseño institucional. Gedisa Editorial, Barcelona, 2003, Pp. 33. 
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institucionales, los mismos que regulan las interacciones entre los actores económicos. 
Concebidas como reglas de juego formales - en orden de distinguir entre las instituciones 
y las normas o costumbres-6, las instituciones hacen parte de un juego político o social 
recurrente en el que la obediencia a un grupo determinado de reglas que norman las 
actividades económicas, si bien imponen claras restricciones sobre el comportamiento 
humano, resultan favorables para la consecución de los objetivos trazados por los actores 
racionales, quienes resultan beneficiados de ello reduciendo costos de información y 
maximizando sus utilidades7. Por ejemplo, sin abandonar las ventajas de la elección 
racional y la revolución conductista, para académicos como Douglas North la influencia del 
régimen institucional en el desarrollo del mercado es determinante porque reducen 
costos de transacción, generando eficiencia y favoreciendo los procesos de intercambio, 
tal y como sucede por ejemplo con los derechos de propiedad8. De igual forma, George 
Tsebelis muestra cómo no siempre los actores racionales toman decisiones coherentes 
con sus propias preferencias, puesto que se encuentran constreñidos por factores 
contextuales e institucionales que influencian sus decisiones y comportamientos. El “voto 
estratégico” contra el “voto sincero” en los sistemas electorales es un muy buen ejemplo. 
Es por esto que los individuos racionales pueden llegar a tomar decisiones sub-óptimas, 
no solo porque se juegan sus intereses en diferentes arenas, sino porque las instituciones 
influencian sus preferencias,  estrategias y resultados individuales. La racionalidad es 
entonces tan sólo un subconjunto de la de la conducta humana en el que los jugadores 
eligen el comportamiento más óptimo constreñidos las reglas de juego institucionales 
bajo las cuales intentan maximizar sus objetivos9. 
 
Con diferencias centrales frente al enfoque económico, la sociología y la ciencia política 
también contribuyeron a los estudios institucionales: mientras para el primero las 
instituciones son tan sólo un contexto estratégico que restringe el comportamiento 
basado en la maximización de la utilidad y el auto-interés, para aquellos constituyen guías 
de comportamiento que no siempre se ciñen a la voluntad individual de tipo racional.  
Dentro de las perspectivas más sociológicas, las instituciones se apartan de la voluntad 
racional para configurarse como resultado de la evolución social, los valores y las 
tradiciones, en un proceso cognitivo en el que éstas y los comportamientos de los 
individuos, hacen parte de un importante proceso de adquisición  de conocimiento por 
parte de las organizaciones y los actores sociales “Las reglas y tradiciones institucionales 
son resultado de un proceso de ‘construcción de la realidad’, es decir, son un fenómeno 
                                                 
6
 TSEBELIS, George. “Nested Games. Racional choice in comparative politics”. University of California Press, 
Berkeley and Los Angeles, California, 1990. Pp. 94 
7
 NORTH, Douglas. The new institutional economics, journal of institutional and theoretical economics, 142, 
1986, pp. 230 – 237. 
8
 NORTH, Douglas. Institutions, Institucional change, and Economic Performance. Cambridge University 
Press, 1990. 
9
 TSEBELIS, George. Op. Cit. Cap. IV 
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cultural y constituyen el marco de referencia a partir del cual los individuos se explican el 
mundo que los rodea.”10 
 
Desde el nuevo institucionalismo de la ciencia política inspirado por James March y Johan 
Olsen, las instituciones engendran un conjunto de reglas y rutinas interconectadas que 
definen las acciones correctas en términos de relaciones entre roles y situaciones.11 Las 
“reglas” y las “rutinas” hacen parte de la naturaleza de las instituciones políticas, las 
cuales guían los “comportamientos adecuados” o los “roles asignados” por la organización 
en un contexto en el que, más que maximizar intereses, los individuos intentan cumplir 
con sus deberes según las normas, las tradiciones institucionales y los roles que les son 
asignados por la organización. El énfasis radica en el poder de las reglas como rutinas, 
procedimientos, convenciones, papeles, estrategias, formas organizativas de hacer las 
cosas y tecnologías que hacen parte del entorno sobre el cuál se construye la actividad 
política. A su vez, tales rutinas se hacen independientes de los actores individuales que las 
ejecutan, pudiendo sobrevivir a una considerable rotación de los individuos12. Desde este 
enfoque, el seguimiento de reglas y comportamientos adecuados no rechaza la 
importancia de la acción racional, puesto que dichas normas sobre las cuales se edifican 
las instituciones políticas pueden reflejar sutiles lecciones de experiencia acumulativa “en 
tanto que el proceso mediante el cual se determinan y se aplican las reglas apropiadas 
implica elevados niveles de inteligencia, discurso y deliberación humanos.”13Sin embargo, 
no por ello las instituciones dejan de ser marcos de referencia culturales sobre las cuales 
los individuos construyen preferencias e interpretan realidades. 
 
Otras condiciones inherentes a las instituciones son la “estabilidad” y la “restricción” que 
ejercen sobre el comportamiento de los sujetos. Por esta razón, constituyen rasgos 
estructurales de la sociedad o gobierno, que comprometen a grupos de individuos a través 
de un conjunto de interacciones pautadas, así como la existencia de cierto grado de 
estabilidad (que inmutabilidad), el cual afecta el comportamiento individual - o en cierto 
modo - restringe el comportamiento de sus miembros14. Se configuran entonces como 
entidades de naturaleza estable, recurrente, repetitiva y pautada de la conducta,15con 
funciones “preceptoras” o “hegemónicas” que instan a la adopción de comportamientos y 
normas socialmente validadas a la vez que cumplen tareas o misiones encomendadas.16 
 
                                                 
10
. VERGARA, Rodolfo. Estudio introductorio, en: El redescubrimiento de las instituciones. La base 
organizativa de la política. Fondo de Cultura Económica, México, 1997. Pp. 21 
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 MARCH, James G. y OLSEN, Johan P. Op. Cit. Cap. I 
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 Ibid. Pp. 68 
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 Ibid. Pp. 68 
14
 PETERS, B. Guy. Op. Cit. Pp. 37. 
15
 GOODIN, Robert. Op. Cit.  Pp. 38. 
16
 OFE, Claus. El diseño institucional en los procesos de transición de Europa del Este, en: “Teoría del diseño 
institucional. Gedisa Editorial, Barcelona, 2003, Pp. 252 - 254 
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En un intento por sintetizar los postulados de los “nuevos institucionalismos”, Robert 
Goodin articula las distintas posiciones teóricas esgrimidas hasta el momento de la 
siguiente forma: en primer lugar, existen agentes individuales y grupos que persiguen sus 
respectivos objetivos en un contexto colectivamente restringido; en segundo lugar, tales 
restricciones adhieren a formas institucionales, como patrones organizados de normas y 
papeles socialmente construidos, así como conductas socialmente prescritas que se 
esperan de quienes desempeñan tales papeles; en tercer lugar, por estrictas que sean 
dichas restricciones, pueden resultar ventajosas para diversos individuos y grupos en el 
objeto de conseguir sus objetivos particulares; en cuarto lugar, los factores contextuales 
que restringen las acciones de dichos grupos e individuos, moldean sus deseos, 
preferencias y motivaciones; en quinto lugar, las restricciones tienen, distintivamente, 
raíces históricas, es decir, artefactos residuales del pasado; en sexto lugar, tales 
restricciones preservan e imparten recursos de poder diferenciales entre individuos y 
grupos; y, por último, las acciones individuales o grupales constituyen la fuerza motriz más 
importante que guía la vida social, por muy restringida o moldeada socialmente que 
esté.17 Bajo esta perspectiva, no es posible anular la importancia de las instituciones en el 
desarrollo social, y mucho menos subestimar sus efectos sobre los resultados del juego 
político. 
 
1.2. El Nuevo Institucionalismo Histórico 
  
Entre la amplia gama de enfoques expuestos, el institucionalismo histórico es 
concretamente la aproximación teórica que enmarca el fenómeno político objeto de la 
presente investigación. Dicha escuela se concentra en analizar la forma en que las fuerzas 
políticas moldean las instituciones y éstas, a su vez, son afectadas por el paisaje 
institucional. Una de las ideas medulares de esta óptica señala que las instituciones juegan 
un papel esencial en la determinación de las políticas, la definición de los objetivos e 
intereses de los actores y la distribución diferencial del poder producidas entre los grupos 
de interés18.  
 
El institucionalismo histórico no rechaza las contribuciones de la teoría de la elección 
racional, pero plantea diferencias relevantes con respecto a este enfoque. Si bien, de 
acuerdo con Kathleen y Steinmo, es aceptable que los actores políticos pugnen por 
materializar sus intereses con base en determinadas estrategias constreñidas por el 
contexto institucional, la pregunta de fondo radica en la configuración de las preferencias: 
cómo es que los individuos y grupos llegaron a definirlas como problemáticas y qué 
aspectos influenciaron su proceso d  e formación. En relación a ello, la teoría de la 
elección racional aborda el tema dando por descontado que los sujetos son racionales y 
                                                 
17
 GOODIN, Op. Cit. Pp. 35-36.  
18
 IKENBERRY G.J. “Conclusion: an institutional approach to American Foreign Economic Policy” Citado por: 
STEINMO, Sven y THELEEN, Kathleen. Structuring Politics. Historical Institutionalism in Comparative Analysis. 
Cambridge University Press, 1992 
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actúan maximizando sus propios intereses en relación a situaciones específicas de las que 
deducen sus propias preferencias y cursos de acción. Sin embargo, el institucionalismo 
histórico va más allá, al plantear que, además de las estrategias, los objetivos de los 
actores políticos no son el resultado “puro” de la conciencia racional, sino que se 
encuentran influenciados por el contexto institucional que los rodea “moldeando no sólo 
las estrategias de los actores (como en la elección racional), sino también sus objetivos, y 
mediando sus relaciones de cooperación y conflicto, las instituciones estructuran las 
situaciones políticas y dejan su  huella en los resultados políticos”19 
    
Otro cuestionamiento realizado al análisis racional radica en su limitación a la hora de 
explicar las razones de los resultados disímiles alcanzados por grupos de interés con 
preferencias y características organizativas similares, en contextos políticos e 
institucionales diferenciales. Con ello, se pone sobre la palestra el problema de la 
distribución diferencial de poder entre actores y grupos políticos, así como la necesidad de 
involucrar el análisis comparativo en materia institucional, pues más que comprender la 
decisión individual o colectiva de políticas particulares, se trata de explicar las fuentes de 
las divergencias históricas,     y más generalmente, las rutas que los diferentes países han 
seguido y que no pueden ser explicadas tan sólo bajo el modelo del comportamiento 
racional “Los institucionalistas históricos no tendrían problema con la idea del la ‘elección 
racional’ de que los actores políticos actúan estratégicamente para alcanzar sus fines. 
Pero claramente, no es útil dejarlo así. Necesitamos un análisis histórico que nos diga qué 
es lo que están tratando de maximizar y por qué enfatizan ciertos objetivos sobre otros.”20 
Afectando las relaciones de poder entre los actores, el paisaje institucional explica buena 
parte de las diferencias en las políticas de los países, el privilegio de ciertos grupos, la 
desventaja de otros y las divergencias en materia de resultados políticos. Es así como 
pueden existir grupos de interés con preferencias, características y formas organizativas 
muy similares que, no obstante, influyen diferencialmente en las políticas, enmarcadas en 
contextos nacionales distintos.21 
 
Los contextos históricos que enmarcan la formación institucional juegan un papel esencial, 
poniendo en el centro del análisis la relación entre los sujetos políticos, como objetos y 
agentes de la historia.22 Según Thelen y Steinmo, las instituciones moldean y constriñen 
claramente las estrategias políticas de los actores, pero a su vez, son en sí mismas el 
resultado (consciente o involuntario), de dichas estrategias, del conflicto político y de las 
elecciones tomadas en momentos determinados.23Si bien, el enfoque se centra en las 
estructuras intermedias –sistema de partidos, de gobierno, etc., no obvia los niveles 
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 STEINMO, Sven y THELEEN, Kathleen. Structuring Politics. Historical Institutionalism in Comparative 
Analysis. Cambridge University Press, 1992. pp 9 
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macro – estructurales que en el caso de la estructura de clases, como lo proponen los 
marxistas, pueden afectar los objetivos, el comportamiento individual y el sentido de las 
instituciones. De esto se obtiene un análisis más dinámico y menos estático en donde, 
como apunta Bo Rothstein, la identificación empírica de ciertos momentos históricos que 
enmarcan el proceso formativo (o destructivo) concretado en el marco institucional, 
“puede servir como puente entre ‘el hombre que hace la historia’ y las ‘circunstancias’ que 
los capacitaban para hacerlo”24.  
 
Una de las ventajas comúnmente atribuidas a esta escuela del institucionalismo radica en 
la explicación de la continuidad de las políticas y sus divergencias con respecto a los 
resultados políticos entre países. No obstante, esa ventaja ha aupado una debilidad del 
modelo en lo que tiene que ver la comprensión del cambio institucional. De acuerdo con 
Steinmo y Thelen, el problema radica en la necesidad de profundizar sobre aspectos como 
la influencia recíproca entre los límites institucionales y las estrategias políticas, y de 
manera especial, en la interacción de las ideas políticas, los intereses y las instituciones.25  
 
La presente investigación se apoya fuertemente en el enfoque del “Path Dependency” con 
el objeto de explicar el desarrollo de la justicia penal militar como política represiva en dos 
regímenes diferentes como lo fueron la Violencia y el Frente Nacional, sin ignorar los 
factores que hacen del desarrollo institucional un campo dinámico, envuelto en cambios 
provenientes del contexto en el que evolucionan y de las batallas políticas en las que se 
involucran. 
 
1.3. Procesos de continuidad institucional: el enfoque teórico “Path Dependence”. 
 
Una de las nociones que el nuevo institucionalismo histórico adaptó de la literatura de 
otras disciplinas es el “Path Dependency” o “Trayectorias Dependientes”. El concepto 
señala, en términos generales, que las decisiones políticas “iniciales”, engendradas en un 
primer momento, crean una suerte de inercia que se reproduce a lo largo del tiempo en la 
dirección proveniente de la elección original. En un principio, esta idea fue desarrollada 
por un grupo de economistas que trataban de explicar por qué, en el proceso de 
desarrollo tecnológico, unas tecnologías se imponían sobre otras tecnologías más 
alternativas, aún cuando éstas últimas fueran más eficientes que las primeras a largo 
plazo.26 
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 ROTHSTEIN, Bo. Labor Market institutions and working – class strength, en: STEINMO, Sven y THELEEN, 
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 18 
Adaptada de la teoría económica de los “rendimientos crecientes”, teóricos como P. 
Pierson analizan el “path dependency” como un proceso de “retroalimentación positiva” 
(Feedback) en el que el proceso formativo de las instituciones constituye un aspecto 
medular para explicar su desarrollo: los “rendimientos crecientes” promueven la adopción 
de pautas que reproducen los iniciales cursos de acción, especialmente porque los 
beneficios de la actividad presente contrastan con el costo de abandonarlos, el cual se 
incrementa con el paso del tiempo.27 
 
Como se explicó anteriormente, para el institucionalismo histórico las instituciones son 
“legados perdurables de las luchas políticas”28, razón por la cual era importante 
desarrollar una óptica un poco más “dinámica” que explicara los procesos de continuidad 
que marcan la persistencia de ciertas políticas e instituciones en el marco de contextos 
donde constantemente hacen presencia fuerzas políticas con grados diferenciales de 
poder. Jhon Ikenberry propuso un enfoque que encarna la lectura del “Path Dependency” 
desde el punto de vista del institucionalismo histórico, donde se plantea que “el desarrollo 
político involucra ‘coyunturas críticas y trayectorias de desarrollo’”.29 Ambas categorías 
están relacionadas, pero implican visiones analíticamente diferenciadas: el enfoque de las 
“coyunturas críticas” enfatiza en el análisis de los momentos cruciales de la formación 
institucional que pueden impulsar a los países a tomar vías muy diferentes de desarrollo 
político, en tanto, el enfoque denominado “trayectorias de desarrollos” sugiere que las 
instituciones continúan evolucionado en respuesta a cambios en las condiciones 
ambientales o en función de distintas maniobras políticas, pero de una forma en la que se 
encuentra constreñida por la trayectoria del pasado.30Sobre la base de ambas 
perspectivas se han desarrollado interesantes estudios de las causas de las divergencias 
entre naciones o los factores que refuerzan determinadas trayectorias de desarrollo en un 
país en específico. 
  
De acuerdo con Thelen, ambos enfoques se han integrado armónicamente dentro de la 
metodología del institucionalismo histórico. La principal ventaja de su implementación 
descansa en la posibilidad de incorporar al estudio las variables de “temporalidad” y 
“secuencia” bajo las cuales es posible observar, de manera específica, la intersección e 
interacción entre los procesos políticos y sus impactos sobre la formación y evolución 
institucional en momentos cruciales de la historia. Es así como este análisis valora las 
secuencias temporales en las que se despliegan las interacciones políticas y los arreglos 
institucionales. Sin embargo, una de sus más grandes debilidades radica en no aclarar  una 
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cuestión fundamental: cómo es que los resultados emergentes de tales “coyunturas 
críticas” llegan a preservarse y a adquirir una estabilidad duradera en el tiempo.  
 
En este sentido, Thelen propone tener en cuenta dos factores analíticos esenciales. En 
primer lugar, el examen de los mecanismos de reproducción que sustentan las diferentes 
pautas, políticas o arreglos institucionales. Por lo general, las teorías del “Path 
Dependency”, como se mencionó anteriormente, han seguido la idea de que las pautas se 
refuerzan a sí mismas gracias a un proceso de “retroalimentación positiva.”31 Thelen 
resalta en la literatura existente dos mecanismos de “retroalimentación positiva”: por un 
lado, los que plantean que, cuando las instituciones ya se encuentran establecidas, los 
actores adaptan sus estrategias en formas que reflejan y a la vez refuerzan la ‘lógica’ del 
sistema.32De otro lado, quienes recalcan el tema de la distribución diferencial del poder 
causada por ciertas instituciones, en las que la retroalimentación positiva refuerza las 
ventajas de ciertos grupos mientras desactiva las posibilidades de los otros.33Bo Robstein 
coincide con ello al señalar cómo los momentos formativos de las instituciones 
corresponden a una “elección” en la que los actores intentan crearse ventajas que, en 
adelante, les servirán para mantener futuros juego de poder político.34 
 
El segundo factor radica en no separar el problema de la “estabilidad o continuidad 
institucional” del problema del “cambio” institucional35. Una gran debilidad del “Path    
Dependency” expuesto en las dos miradas alternativas reside en su naturaleza 
determinista, omitiendo la existencia del conflicto, de las coaliciones entre grupos de 
interés, de los lapsus temporales u otras variables que pueden interceptar los mecanismos 
de reproducción, y abrir posibilidades para el cambio. Para analizar la estabilidad o la 
transformación institucional, es pertinente involucrar aquellos factores que sustentan la 
reproducción de la política, aquello que le da continuidad o la capacidad de ser filtrada o 
transformada por eventos internos o externos. La comprensión de los procesos de 
formación institucional (coyunturas críticas) y los procesos de retroalimentación 
(reproducción institucional) coadyuvan entonces al entendimiento, tanto de la estabilidad 
como del cambio institucional.36 
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1.4. El cambio institucional desde la perspectiva histórica 
  
Las ideas políticas juegan un papel central, tanto en la reproducción de las instituciones 
como en los procesos de cambio. Basándose en un estudio sobre los cambios en la política 
económica Británica durante 1970, Peter Hall señala que la interacción entre instituciones, 
intereses e ideas puede influenciar cambios políticos e institucionales importantes “la 
actividad organizada y la expresión de miradas políticas mas o menos viables para ciertos 
grupos, afectan el poder con el que el interés de los grupos sociales claves presionan. En 
muchas instancias, las rutinas que han sido institucionalizadas dentro del proceso de 
política filtran nueva información, afectando la fuerza con que nuevas ideas pueden ser 
expresadas. En algunos casos, las instituciones actúan como vehículos para las intenciones 
individuales o colectivas”37.  
 
Coincide con Margaret Weir, quién señala que las ideas, en interacción con las políticas, 
pueden actuar como motores de cambio aunque dentro de un contexto de “innovación 
limitada” que se caracteriza por la existencia de posibilidades restringidas de innovación 
que potencian unas ideas en detrimento de otras, impactando los intereses de grupo y la 
formación de coaliciones “Las decisiones en un punto del tiempo pueden restringir 
posibilidades futuras, enviando la política hacia rutas particulares, sobre las cuales las 
ideas y los intereses se desarrollan y las instituciones y estrategias se adaptan”38 
 
Las instituciones y sus transformaciones también son el resultado de batallas políticas que 
los actores libran en el marco de un sistema o estructura institucional. Con base en un 
estudio sobre las diferencias entre las políticas sanitarias de varios países de Europa, Ellen 
Immergut expuso cómo las decisiones políticas inmersas en los diseños institucionales no 
nacen y se mantienen “puras”, pues deben atravesar exitosamente toda una cadena de 
decisiones insertas en diferentes arenas instituciones denominadas “puntos de veto” (los 
Parlamentos o Cámaras Legislativas, por ejemplo) presentes de diversas formas en los 
sistemas políticos de cada país ““Las decisiones políticas requieren el acuerdo de muchos 
puntos a lo largo de una cadena de decisiones hechas por representantes en diferentes 
arenas políticas. El destino de las propuestas legislativas, tales como el aseguramiento 
nacional de salud, dependen sobre el número y ubicación de oportunidades de veto a lo 
largo de la cadena”39. Tales instituciones moldean las batallas políticas de la política por la 
que pugnan los actores. 
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Para Steinmo y Thelen, es imprescindible estudiar las fuentes del “dinamismo 
institucional”, examinando la relación entre las instituciones y los procesos políticos. Para 
ello, más allá de observar la función mediadora de las instituciones en la filtración de 
políticas, es menester evidenciar cómo el impacto de las mismas y sus procesos de 
continuidad o cambio se encuentran mediados por el contexto político o socioeconómico 
general.  
 
Los autores identifican cuatro fuentes de dinamismo y cambio institucional que pueden 
presentarse empíricamente combinadas, según sea el caso: la primera tiene que ver con 
fuertes cambios en el contexto socioeconómico o político que producen una situación en 
la cual, las instituciones latentes o con roles minoritarios, se exteriorizan y desarrollan 
repentinamente, adquiriendo un papel más protagónico con implicaciones para los 
resultados políticos.40 La segunda, hace referencia a los cambios en el contexto 
socioeconómico o en el balance del poder político al interior de un país, que pueden 
producir situaciones en las cuales las viejas instituciones son puestas al servicio de fines 
diferentes para los que fueron creadas, y donde los nuevos actores entran a perseguir 
nuevos objetivos a través de las instituciones existentes.41La tercera, evidencia que los 
cambios exógenos pueden producir cambios en los objetivos o estrategias que están 
siendo perseguidas dentro de las instituciones existentes, es decir, que los viejos actores 
adoptan nuevos objetivos dentro de las viejas instituciones que cambian los resultados 
políticos42. Por último, la cuarta fuente ocurre cuando los actores políticos ajustan sus 
estrategias para incorporar cambios en las mismas instituciones, lo cual puede suceder en 
momentos de cambio dramático (quiebre institucional o formación institucional) o como 
resultado de batallas políticas específicas o maniobras estratégicas realizadas por los 
actores dentro de las restricciones institucionales.43  
 
Lo anterior apunta a vincular al análisis institucional los factores de contexto político en el 
que las instituciones, inevitablemente, se encuentran imbuidas, pues éstas influencian 
situaciones importantes como el cambio institucional, cuestión fundamental que, además 
de alterar las restricciones en las que los actores construyen elecciones estratégicas, 
también reconfiguran muchos de los objetivos y las ideas que animan la acción política.44 
Recogiendo lo dicho, la aproximación teórica que el institucionalismo histórico realiza en 
torno al análisis institucional permite vincular importantes variables que hacen parte del 
contexto en el que éstas se desarrollan, como los procesos de formación y reproducción 
institucional, las ideas políticas, las variables de secuencia temporal, la distribución 
diferencial de poder, las interacciones e intersecciones políticas de los actores en el marco 
de un contexto histórico que aporta a la comprensión de su origen y cambio en las 
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sociedades organizadas. Desde esta perspectiva, las instituciones median la interacción 
política y son, a su vez, el resultado del conflicto político y la elección; son el legado de los 
procesos históricos. 
 
Con base en cada una de las nociones teóricas expuestas, particularmente las “coyunturas 
críticas” y el “trayectorias de desarrollo” insertas en el enfoque del “path dependency”, se 
desarrolla a continuación un análisis que abarca dos períodos analíticamente 
diferenciados en el que tuvo lugar la configuración de la justicia penal militar como 
instrumento de represión: el período de la Violencia y la dictadura constitucional (1946-
1958), y el del Frente Nacional (1958-1974). En un esfuerzo por articular el marco teórico 
seleccionado con la evidencia empírica, se involucran bajo secuencia temporal las 
principales variables políticas e institucionales, cuya intersección afectó el marco 
institucional de la justicia penal militar.  
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2. PROCESO FORMATIVO DE LA JUSTICIA PENAL MILITAR (1949 - 1958):  
NACIMIENTO DE UNA TRAYECTORIA DE DESARROLLO REPRESIVA 
 
2.1. ¿Qué es la justicia penal militar?: definición e instauración en la carta política de 
1886 
La Justicia Penal Militar, como parte de la organización del Estado, es una jurisdicción 
“especial” con objetivos y finalidades muy específicas. Algunos autores la definen en 
virtud de su papel como “garante” para el mantenimiento de la misión y  funciones 
propias de la institución armada “El derecho penal militar es el conjunto de preceptos 
jurídicos que forman una jurisdicción especial dentro de la jurisdicción general del Estado 
que pretende asegurar la conservación de los objetivos imprescindibles de la institución 
militar en un momento histórico determinado y dentro de un sistema de gobierno 
imperante”.45También se destaca su rol en el mantenimiento de la obediencia y la 
disciplina militar “es el conjunto de principios, normas y disposiciones legales que para 
protección de la disciplina militar hacen seguir al delito, que es la infracción, la imposición 
al culpable de la pena que es la sanción con principios y normas más rígidas que las del 
derecho penal común”46.  
Aunque constituye una rama del derecho penal común, el derecho penal militar establecía 
en aquel entonces normas, procedimientos y jurisdicciones propias o singulares, ajenas en 
muchos casos a los mecanismos ordinarios de administración de justicia. Entre sus 
principales características está la “especialidad”, es decir, la destinación exclusiva a los 
miembros de las Fuerzas Armadas que, en virtud de su oficio de guerra, se sustraen al 
ordenamiento penal ordinario; la “permanencia” o vigencia constante de sus preceptos 
como organización permanente para la defensa y el cumplimiento de los fines estatales; la 
“unidad de régimen jurídico” que hace referencia a la aplicación indistinta y generalizada 
del derecho militar a todos los comandos de fuerzas militares; la “severidad” como 
característica inherente a la necesidad de rigor en la aplicación de de sanciones y 
procedimientos para asegurar la disciplina y el cumplimiento de los deberes militares; y la 
“brevedad de procedimiento” o necesidad de agilidad en los procesos de juzgamiento. 
 
La creación de una jurisdicción especial para la administración de justicia en la institución 
castrense partió de la idea de que el oficio de las armas, en el marco de los imperativos 
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 MURGUEITIO CABRERA, Jorge.  “Juzgamiento de civiles por Consejos de Guerra Verbales”.  Tesis Doctoral, 
Universidad Santo Tomás, Facultad de Derecho y Ciencias Políticas. Bogotá, abril de 1975. pp. 1. 
 24 
bélicos de los ejércitos en defensa de la seguridad interna y externa del Estado, generan 
situaciones de singular naturaleza que no pueden ser valoradas desde el punto de vista de 
la jurisdicción penal ordinaria, ni tampoco procesadas bajo los mecanismos, generalmente 
dispendiosos, de los tribunales comunes. En virtud de ello, el Estado se hizo al poder de 
dictar justicia en este campo. La jurisdicción penal militar se ubica dentro de la rama 
Ejecutiva del poder público, siendo su principal objetivo la preservación institucional de la 
organización castrense. El mantenimiento de la disciplina, la obediencia y la subordinación 
de todos los miembros a los principios de la organización militar castrense son, entonces, 
las metas del castigo.  
 
El “fuero militar” en el sistema político colombiano es la fuente de la justicia penal militar. 
En términos genéricos, el concepto de “fuero” tiene distintas acepciones, como por 
ejemplo, “el lugar donde se administra justicia”, “la jurisdicción o potestad de juzgar, en 
cuyo caso se dice que tal causa pertenece al fuero eclesiástico o del fuero militar”; el 
“tribunal a cuya jurisdicción está sometido el reo o demandado, designado en este sentido 
como fuero competente”; y “el distrito o territorio dentro del cual puede cada juez ejercer 
su jurisdicción”.47 Entendido en el sentido de jurisdicción o potestad, “el fuero  puede ser 
ordinario y significa el poder de conocer de todas las causas, sean civiles o criminales, que 
no corresponden a tribunales especiales; y especial que es el poder que se tiene de 
conocer cierta clase de causas o las que se refieren a ciertas personas, cuyo conocimiento 
se ha sustraído a los tribunales ordinarios”.48 
 
De acuerdo a la Carta Política de 1886, el fuero militar fue instaurado a través del artículo 
170 de la constitución que versaba: “De los delitos cometidos por los militares en servicio 
activo y en relación con el mismo servicio, conocerán las Cortes Marciales o Tribunales 
Militares, con arreglo a las prescripciones del Código Penal Militar”. Por definición, se 
requerían tres condiciones para su aplicación: en primer lugar, el carácter militar del 
agente sin importar el grado; en segundo lugar, encontrarse en estado de servicio activo; y 
en tercer lugar, que la comisión de delitos proviniera de violaciones relacionadas con el 
mismo servicio.49En el escenario de las Fuerzas Armadas, el fuero militar es la disposición 
jurídica que rige el ejercicio de la jurisdicción castrense en materia de administración de 
justicia militar.  Constituye una garantía especial de aplicación “privativa”, donde se 
sustrae del juzgamiento ordinario a ciertos individuos que, en razón de sus funciones 
militares, adquieren dicha investidura, garantizándoles ser juzgados por tribunales 
especialmente diseñados para ello “la singular naturaleza de los institutos armados, las 
situaciones que ellos enfrentan por razón de los imperativos bélicos, la decisiva 
importancia que tiene la disciplina para el buen desempeño de sus tareas, hacen que los 
militares no puedan someterse a la decisión generalmente lenta y complicada de los 
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tribunales comunes50”  Bajo esta perspectiva, el fuero señala la jurisdicción que ha de 
impartir la justicia, o en otras palabras, cambia la jurisdicción ordinaria que rige todo el 
aparato administrador de justicia, por otra especializada, acorde a las funciones 
particulares que un individuo puede desempeñar y que son previamente reconocidas por 
el Estado. De esta manera, un militar no puede ser juzgado por la justicia ordinaria por 
actos cometidos en relación con el servicio y, a la inversa, un ciudadano civil no pude ser 
juzgado por un tribunal militar, sea cual fuere el delito cometido.  
 
Pero lo anterior corresponde a un ideal normativo y conceptual. Entre 1949 y 1958 se 
experimentaron fenómenos políticos concretos que propiciaron nuevos procesos 
formativos en la justicia penal militar, a saber, la expedición de nuevos cuerpos jurídicos 
en la materia como producto de “coyunturas críticas”. A partir de entonces, la institución 
asumió una trayectoria de desarrollo con características abiertamente represivas ejercidas 
contra grupos de la sociedad ajenos al oficio militar, en las que factores contextuales 
como el desencadenamiento de la violencia bipartidista, la crisis del ordenamiento 
constitucional y la emergencia de las fuerzas armadas como actores políticos influenciaron 
dicho resultado institucional. Este capítulo tiene por objeto exponer las variables 
contextuales junto a las coyunturas críticas que influenciaron la tendencia represiva 
inserta en el marco institucional de la justicia penal militar. 
  
2.2. Violencia bipartidista y la crisis del orden constitucional  
  
Si hay algo que caracteriza el período de 1946 a 1958, es la crisis acaecida en todos los 
órdenes de la vida nacional por cuenta del enfrentamiento violento de los partidos 
tradicionales. Tras la renuncia de López Pumarejo el 19 de julio de año 1945, la extrema 
polarización política empezó a moldear las relaciones entre liberales y conservadores, 
aunque esta vez -a diferencia de otras ocasiones-, no hubo diques efectivos de 
contención. Precediendo los comicios electorales, las políticas antisindicales ejecutadas 
por Carlos Lleras Camargo en calidad de Presidente Encargado51, caldeaban cada vez más 
la inconformidad de las masas populares, las cuales estaban siendo crecientemente 
canalizadas, en oposición a las clases oligárquicas, por el sector Gaitanista del Partido 
Liberal. De cara a las elecciones presidenciales de 1946, el Directorio Liberal quedó en 
medio de una trascendental decisión: la definición del candidato presidencial entre los 
sectores moderados de partido representados por Gabriel Turbay, o la “amenaza 
populista” encarnada por la creciente fuerza del Gaitanismo. Su indecisión se tradujo en la 
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división del sufragio liberal, en donde los conservadores ascendieron al poder con 
Mariano Ospina Pérez, en calidad de minoría electoral.52 
 
Haciendo uso de su fragilidad organizativa y propensión a la politización, la Policía 
Nacional fue objeto de un proceso de conservatización bajo el cual comenzó a 
configurarse como un brazo armado y sectario al servicio del Partido de Gobierno. Su 
adscripción al Ministerio de Gobierno facilitó la dirección de la misma por los mandatarios 
locales y regionales, implementándose entonces contra las bases populares -y sobretodo 
las rurales- del Partido Liberal. Si bien, la estrategia represiva redundó en el avance del 
Partido Conservador en los comicios electorales que en 1947 elegían los cuerpos 
representativos más importantes de las principales corporaciones públicas, fue 
insuficiente para cooptar políticamente las instancias decisivas de su interés, como el 
Congreso de la República y las Asambleas Departamentales: “Los liberales aumentaron su 
número de votos en un 50% con respecto a 1945 (de 551.224 a 805.854) y los 
conservadores en un 100% (de 294.237 a 653.716)”53. No obstante, el liberalismo logró 
mantener mayorías decisivas en las principales instancias de representación nacional y 
regional. 
 
A partir de ese año, todos y cada uno de los intentos de conciliación entre ambas 
colectividades políticas se vieron frustrados. Mientras el desmonte de la violencia oficial 
constituía en principal asunto de preocupación liberal, el desarrollo de una reforma 
electoral que aventajara a los conservadores en la competencia política, era la 
“contraprestación” innegociable que condicionaba la convalidación definitiva del Partido 
Conservador frente al acuerdo político. En este escenario, las mayorías parlamentarias 
controladas por el liberalismo en el Congreso se percataron del rol que podían jugar en 
materia de resistencia, denuncia y presión política sobre los excesos del gobierno 
Ospinista. Por ejemplo, ante el recrudecimiento de la persecución política a cargo de los 
“chulavitas” o grupos de Policía conservatizados, los liberales organizaron comisiones de 
investigación contra los Ministros del Gabinete pertenecientes al partido conservador, 
exponiendo detalladamente las actuaciones u omisiones de los Directores de los servicios 
de Policía e Inteligencia Nacional, así como las órdenes de persecución contra miembros 
del partido liberal emanadas de Gobernadores y Alcaldes, con el fin de obtener ciertos 
niveles de neutralización, estrategia que funcionaba de manera relativamente exitosa con 
la separación de varios miembros y detectives pertenecientes a tales instituciones, 
aunque insuficiente frente al control del fenómeno de violencia. 
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Las resoluciones de censura y denuncias públicas ensancharon todavía más el fenómeno 
de polarización. En ese entonces, resaltaron dos hechos de fuerte desencuentro 
bipartidista: la denuncia pública que Gaitán en septiembre de 1947 contra el gobierno de 
Ospina por introducir ilegalmente, en connivencia con los Estados Unidos, armas y gases 
provenientes de los parques militares norteamericanos asentados en el Canal de Panamá, 
con destino a la Policía Nacional, para lo cual se conformó otra comisión de investigación 
que derivó en un fuerte enfrentamiento entre parlamentarios liberales y conservadores; 
además, la formulación de un proyecto de ley sobre reorganización de la Policía Nacional 
que buscaba desligar definitivamente esta institución del control de dirigentes y caciques 
conservadores, lo cual provocó una enardecida reacción del Partido de Gobierno.54 
 
Tras el levantamiento del 9 de abril de 1948 y la muerte de Gaitán, el enfrentamiento 
bipartidista llegó a un punto de no retorno. Ante el desbordamiento de la violencia, los 
seis Ministros de filiación liberal renunciaron a sus cargos en mayo de 1949, pues como 
diría Carlos Lleras Restrepo, la colaboración se había tornado “moralmente 
imposible.”55En las elecciones realizadas el 5 de junio de 1949 para elegir al Congreso, los 
liberales, aunque amedrentados por la represión, mantuvieron las mayorías en las urnas, 
provocando el reforzamiento de la política conservadora de aniquilación con miras a las 
elecciones presidenciales. Esta situación derivó finalmente en lo inevitable: la declaración 
oficial de abstención por parte del Partido Liberal en cuanto a su participación en los 
comicios electorales, así como la organización de grupos armados de guerrillas liberales 
aliadas al Partido Comunista. Claramente, la violencia había llegado al punto en que la 
concurrencia de los liberales a las urnas era físicamente peligrosa. De esta manera, el 
Partido Liberal organizó sus mayoritarias fuerzas parlamentarias para conformar una 
comisión de investigación y juzgamiento al Presidente Mariano Ospina, aplazar las 
elecciones e impedir la inminente elección de Laureano Gómez como mandatario 
supremo de la República. Pero la intempestiva acción tuvo hondas repercusiones en el 
sistema político e institucional. Ante el decidido levantamiento de las mayoritarias fuerzas 
liberales en el Congreso, el gobierno conservador encontró una salida “institucional” para 
subyugar el poder que las élites liberales mantenían frente al control de las ramas del 
poder público legislativa y judicial: la imposición del estado de sitio el 9 de noviembre de 
1949 y, por su conducto, la neutralización del Parlamento, las Corporaciones de 
representación popular y la Corte Suprema de Justicia, todas bajo el control mayoritario 
del partido liberal:  
 
“Despreciando la augusta tradición del Congreso colombiano, un absurdo sentido de la 
disciplina de grupo impuso que la tribuna se usara para fomentar el odio entre los 
colombianos y para  provocar la subversión. El parlamento fue uno de los campos donde 
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se libró la cruenta contienda fraticida provocada para impedir la presente evolución 
política. Aquí se forjaron las apariencias jurídicas de lo que no era sino  un auténtico golpe 
de Estado secundado por la violencia de la presión multitudinaria erigida en árbitro 
supremo y  definitivo de los  destinos públicos56”. 
 
Las primeras medidas extraordinarias emitidas por el gobierno nacional ratificaron la 
ofensiva contra ambos poderes: el decreto 3520 del 9 de noviembre de 1949 determinó la 
suspensión indefinida del Congreso de la República, las Asambleas Departamentales y los 
Concejos Municipales; mientras que el decreto 3519 de 1949 suspendió el artículo 50 de 
Código Judicial sobre la condición de mayoría absoluta en los fallos de la Corte Suprema 
de Justicia sobre demandas de inexequibilidad de la legislación extraordinaria, las cuales, 
buscando entrabar el control constitucional sobre las medidas de emergencia, debían 
hacerse ahora con las tres cuartas partes de los votos de los Magistrados.  
 
A mediados de 1950, los parlamentarios electos de mayoría liberal, reunidos en Bogotá, 
intentaron reactivar el funcionamiento del Parlamento encontrándose clandestinamente 
para organizar la re  toma de la única tribuna legal de resistencia al gobierno conservador. 
Reunidos en Bogotá, exigieron al gobierno nacional el retiro de la fuerza pública de las 
instalaciones de la Corporación, con el fin de constituirse, por derecho propio, en 
Congreso de la República. Sin embargo, invocando razones legales (art. 121 del estado de 
sitio) e históricas, en las que se citó, por ejemplo, el comportamiento de los 
Parlamentarios Liberales durante el estado de sitio de 1944, los cuales decidieron, por 
iniciativa propia, suspender las labores del Congreso en respaldo a López Pumarejo57, el 
Presidente Laureano Gómez impidió su reunión y amenazó con tomar medidas en contra 
de los Congresistas que osaran emprender acciones de recomposición del Congreso. En su 
lugar, acudió a la convocatoria de una Asamblea Nacional Constituyente para incorporar 
modificaciones constitucionales sustanciales y excesivas, por medio de las cuales se 
pudiera reformar el Congreso y neutralizar el poder de obstrucción de los liberales en 
todas las corporaciones populares de representación pública: 
 
“Jamás el mayor número podrá destruir a la menor de las razones. Pero en nuestra 
organización jurídica, después de idear instituciones benéficas que fueron creación 
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prodigiosa  de la inteligencia, se las entregó, para su funcionamiento, al arbitrio 
irresponsable de los sentimientos multitudinarios. Se ha confiado la dirección de los 
negocios públicos a los elementos que sólo pueden proporcionar  ímpetu; se ha 
pretendido hallar la verdad mediante la fijación de puntos de referencias extrínsecos que 
nada tienen que ver con al esencia de ella, y que no poseen más fuerza de convicción que 
la de cada cual les quiere atribuir…El pretexto para que la política invada todo el ámbito 
nacional es el sufragio universal. Este sistema se ha apoderado, sin pena ni gloria, de todo 
el andamiaje de la vida pública, y ha invadido también el campo de la actividad particular. 
Esta es la raíz de todos los sucesos y parece ser el término de todas las acciones”58 
 
Tras el cierre de los espacios legales, a partir de 1949 el partido liberal, apoyado por el 
partido comunista, avaló la organización de una política de lucha guerrillera en el sector 
rural, lucha que se extendió en forma cruenta al menos hasta 1953, año en el que 
ascendió al poder el General Gustavo Rojas Pinilla, y a partir del cual las guerrillas liberales 
comenzaron a acordar con el gobierno militar su reinserción.  
 
2.3. La administración de justicia: un campo de batalla partidaria 
 
Por aquella época, el trastorno institucional derivado del enfrentamiento bipartidista 
había recaído también en el escenario de la administración de justicia. Por un lado, el 
sistema judicial sufría de males relacionados con la hipertrofia de la corrupción, la 
ineficacia y la impunidad del sistema judicial acrecentado por la turbulenta situación 
social. Muchas de las medidas expedidas en este período se dirigieron, por ejemplo, al 
aumento de las sanciones a funcionarios judiciales, por mala conducta o ineficiencia, 
mientras que las políticas más relevantes se centraron en el endurecimiento de la justicia 
penal frente al aumento de la criminalidad común59.  
 
A pesar de estos problemas, la principal preocupación de las élites conservadoras se 
relacionaba con la influencia del partido liberal sobre la composición de la rama judicial 
por cuenta de sus mayorías en el Parlamento y en las Asambleas Departamentales. A 
partir de la reforma constitucional de 1910, la organización de la justicia quedó 
particularmente predispuesta a la influencia político-partidista, pues el nombramiento de 
los Magistrados recaía en las Cámaras Legislativas, de ternas presentadas por el 
Presidente de la República. Asimismo, la Corte Suprema de Justicia elegía a los 
Magistrados de cada Distrito Judicial y éstos, a su vez, designaban a cada uno de los jueces 
de la república, en un sistema que mantuvo su vigencia hasta el año 1958 en el que se 
instauró el Frente Nacional, “es razonable, entonces, suponer que las personas que 
llegaban a la Corte Suprema tenían vínculos directos importantes con los partidos 
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políticos, sin perjuicio de que pudieran ser considerados juristas notables. Igualmente, es 
lógico concluir que los Magistrados de los tribunales y los jueces de todo el país también 
deberían tener dichos vínculos con los partidos, no solo porque eran nombrados por los 
miembros de la Corte Suprema, sino además porque, durante algunas décadas, las 
asambleas departamentales tuvieron una fuerte incidencia en el nombramiento de los 
magistrados de los tribunales.”60 
 
En medio del conflicto partidista, las acusaciones gubernamentales sobre la absorción 
política de la rama judicial aparecieron delineando un campo de guerra más en la disputa 
política. Teniendo en cuenta que el dominio del partido liberal sobre el Parlamento y las 
Asambleas Departamentales le daba a este partido capacidades adicionales para permear 
la composición del poder judicial, las élites conservadoras, en cabeza del gobierno de 
Laureano Gómez, vieron en la administración de justicia un aliado de la “causa” liberal, en 
tanto reducto de compensación burocrática del que las mayorías liberales, expresadas en 
el Parlamento, podían sacar provecho. Pronto, los afilados discursos del presidente 
Laureano Gómez se dirigieron contra el poder judicial:   
 
“La Administración de Justicia es más un botín político que un campo de acción para la 
equidad y la ética. Los Jueces se distribuyen  en proporción al sufragio universal, y desde el 
más bajo de la jerarquía, hasta el más meritorio de los Magistrados, debe pagar tributo a 
su partido, a sus directivas y a las consignas que éstas le imponen”61. 
 
Tras la clausura del Congreso y el aislamiento de las elecciones presidenciales de 1950, el 
partido liberal promovió la organización de grupos guerrilleros dispuestos a enfrentar, por 
la vía armada, a la violencia oficial. El proceso se llevó a cabo a partir de 1949 con el apoyo 
del Partido Comunista, quienes también entraron a ser objeto de persecución y represión. 
La idea de una justicia dispuesta a servir a las causas del partido liberal golpeó la 
mentalidad de los dirigentes conservadores, particularmente en el gobierno de Gómez: 
 
“Entonces Señores Magistrados, cómo no ha sido posible libertar nuestra jerarquía judicial 
de la influencia política, las consideraciones y reflexiones de índole parcialista, las 
influencias, intrigas y súplicas tenidas en esas divisas, las vehementes excusas y la 
alegación de pretendidos servicios prestados a la respectiva causa influyente  sobre el 
ánimo de los juzgadores para conseguir una  benevolencia más concreta, más eficaz, más 
constante que la que se encontró en los tres delitos por dinero a que me he referido con 
especial detenimiento. Lo cierto es que continúan produciéndose en el país los hechos 
más abominables de inicua y espantosa violencia. Muertes, torturas, abominables 
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mutilaciones, robos, saqueos e incendios ejecutados en regiones distantes por verdaderas 
hordas de bandoleros que se disfrazan de luchadores políticos y que cuentan con el apoyo 
de elementos políticos que abrigan la esperanza de alcanzar por esos medios reprobables 
una modificación en la situación del país…Debo anotar que empieza a formase en mi 
ánimo una especie de presunción de que en el criterio de la magistratura y, en general, en 
el de los jurisconsultos, se esté aceptando la preferencia a favorecer al delincuente casi en 
todo y sin discriminación de circunstancias, dejando, por tanto, la sociedad 
desguarnecida.”62 
 
La crisis institucional de la administración de justicia en las condiciones expuestas fue un 
aliciente más para promover la incursión de los militares en cuestiones judiciales. La idea 
de jueces y magistrados dependientes de directrices partidarias, simpatizantes o 
complacientes con la causa abanderada por los liberales de común acuerdo con los 
comunistas, influyó en la mentalidad de las élites conservadoras para actuar en esa 
dirección. Para analizar la naturaleza de esta incursión es imprescindible examinar el rol 
de los militares en el marco del enfrentamiento bipartidista, con el que guarda estrecha 
relación. 
 
2.4. Entre la politización y el cesarismo: las fuerzas militares frente a la contienda 
bipartidista 
 
La polarización partidista experimentada en Colombia a mediados de los años cuarenta 
marcó el desarrollo de un período de transición política e institucional determinante para 
las Fuerzas Militares. Si bien, el inicio de los violentos desencuentros coincidieron con la 
finalización de un largo proceso de profesionalización e institucionalización militar que, 
otrora, los alejaron de las tentaciones políticas,63a partir de 1948 la institución castrense 
comenzó a experimentar procesos de politización que la llevarían a jugar un rol 
protagónico en medio de la anarquía reinante. 
 
El proceso de politización militar tuvo como antesala el intento fallido de golpe militar 
ejecutado en Pasto contra López Pumarejo en el año 1944. Entre los factores que lo 
ocasionaron se menciona con frecuencia la existencia de ciertos resquemores personales 
engendrados en algunos sectores de la oficialidad contra el Presidente, así como un 
incipiente malestar castrense alentado por la beligerante oposición conservadora.64Es 
importante mencionar que el golpe no contó con el respaldo de todas las guarniciones 
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militares, e incluso, entre los subalternos que la apoyaron, no faltó el peso de la disciplina 
y la obediencia a la jerarquía militar como sustento de la acción por encima de la 
adscripción partidista.  
 
El evento definitivo que marcó la incursión militar en política fue el “Bogotazo”, suceso 
acaecido el 9 de abril de 1948 donde el asesinato del dirigente liberal Jorge Eliécer Gaitán 
desencadenó una ola de rabia popular sin precedentes en el país. Si bien, la Policía 
Nacional se había convertido en una especie de ejército privado de los conservadores, en 
la capital hubo apoyo de los uniformados a la revuelta popular, obligando al gobierno de 
Ospina a apoyarse en las tropas militares, erigidas como bastiones del orden público para 
controlar el movimiento. Adicionalmente, el hecho derivó en una cuestión central: la idea, 
por primera vez, de que los militares podían desarrollar un rol importante dentro del 
gobierno mismo.65  
 
En adelante, el gobierno conservador iniciaría una estrategia de politización castrense que 
buscaba comprometerlos a su favor en la polarización bipartidista, empezando por la 
incorporación de militares al gabinete ministerial.66 Tras el “Bogotazo”, Ospina integró a 
un General de las Fuerzas Armadas como Ministro de Guerra, nombrando adicionalmente 
a un militar en la dirección de la Policía Nacional. Posteriormente, en 1949, tras la crisis 
del acuerdo realizado con el partido liberal en el que seis de sus ministros renunciaron, el 
gobierno incorporó tres conservadores y tres militares, entre los cuales figuró el Coronel 
Gustavo Rojas Pinilla. Igualmente, se apoyó en ellos para clausurar el Congreso, aumentó 
la participación presupuestal en el ministerio de Guerra, e incluso cultivo amistades 
personales en la alta oficialidad.67 Con el nombramiento del General Rafael Sánchez 
Amaya en el Ministerio de Guerra, las fuerzas armadas experimentaron un proceso de 
“purga interna” de miembros liberales en sus filas, en un claro intento de conservatizar la 
institución castrense.68 
 
La década del cincuenta fue recibida con una fuerte escalada de violencia que incrementó 
la dependencia gubernamental de los militares en materia de orden público. El ascenso de 
Laureano Gómez y el retiro liberal de las elecciones reforzó el carácter partidario de la 
administración, mientras los militares, al igual que la policía, fueron crecientemente 
usados como instrumentos de la guerra bipartidista, paradójicamente asumiendo su rol de 
guardianes del orden interno.69 Aunque Laureano Gómez devolvió la dirección del 
Ministerio de Guerra a un civil, la conservatización de los militares como estrategia 
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gubernamental permaneció vigente y, a su vez, la profesionalización de la institución 
coadyuvó a garantizar su respaldo al gobierno conservador. Por un lado, se habla de la 
discriminación de los oficiales liberales en contraste con el amplio favorecimiento de 
militares de filiación conservadora en la escala de asensos, entre ellos el General Rojas 
Pinilla.70 También se resalta el interés de asimilar la represión de las guerrillas liberales 
con la lucha comunista internacional, con el fin de unificar la voluntad política de la 
institución castrense para combatir a los liberales y al enemigo político señalado por los 
norteamericanos en la Guerra Fría.71  
 
Los liberales también intentaron politizar la organización militar. El caso más importante 
se registró con el intento de rebelión del Capitán Alfredo Silva en la base de Apiay, acción 
en la que el partido liberal sembró sus últimas esperanzas de neutralizar la ofensiva oficial, 
antes de retirarse de la competencia electoral y promover las guerrillas partidistas. A 
partir de éste momento, los militares comenzaron a involucrarse decididamente en el 
conflicto, aunque sin socavar la integridad de la institución, pues no todos eran partidarios 
de la defensa de las instituciones “a sangre y fuego”, como lo promovían los sectores más 
reaccionarios del partido conservador. De acuerdo con Francisco Leal, por esas fechas la 
integración del comando de la Policía dentro de la organización militar puso a disposición 
de la institución castrense la totalidad de las fuerzas represivas, en tanto la existencia de 
identidades partidistas no minaron su unidad organizativa, pues ésta se expresaba más en 
las micro-relaciones con la población que al interior del Ejército.72 En efecto, las razones 
de la integración entre militares y policías no fueron exclusivamente organizativas, sino 
que respondieron a una necesidad de articular el mando y coordinar los servicios armados 
en función de la restauración del orden público73.  
 
En este escenario, se destaca un tercer factor de politización militar: la presión de 
múltiples sectores sociales que, insatisfechos con la situación política, veían en los 
militares agentes de mediación imprescindibles para resolver la violencia, en otras 
palabras, la salida más viable para remediar un enfrentamiento aparentemente insoluble 
por otras vías74. En efecto, a pesar de los intentos de instrumentalización partidista, los 
militares aparecieron como el sector más organizado y cohesionado de la sociedad,75en 
medio de un conflicto que, por sus niveles de descomposición y violencia, amenazaba con 
la existencia misma del sistema político.  
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Finalmente, con el apoyo de todos los sectores estratégicos de la sociedad, 
particularmente de la burguesía – temerosa entre otras cosas por la intención de 
Laureano Gómez de aplicar una mayor apertura económica en su propuesta de reforma 
constitucional- se provocó el golpe de estado en cabeza del General Gustavo Rojas Pinilla 
el 13 de junio de 1953. En el cenit de la violencia, el Partido Conservador, dividido hasta la 
médula por cuenta de la candidatura presidencial de 1954 entre las fracciones 
Laureanista, Ospinista y el bloque liderado por Gilberto Alzate Avendaño,  no pudo más 
que reclamar la intervención de las fuerzas militares en la conducción del Estado. El 
interés de los sectores Ospinistas y Alzatistas por excluir a Laureano Gómez de las 
elecciones de 1954 poniendo a un oficial de su confianza como Rojas Pinilla, al igual que la 
posición del Partido Liberal, que veía en la intervención militar una oportunidad de 
retornar a los círculos del poder, sustentaron el golpe de estado del 13 de junio de 1953. 
 
A partir del ascenso de Rojas Pinilla, denominado públicamente como el “golpe de 
opinión”, los militares adquirieron total protagonismo en la mediación del conflicto 
partidista, aunque sin erigirse como un sector autónomo o en contradicción con las clases 
dominantes.76A través del nombramiento de gobernadores oficiales y “jefes civiles y 
militares”, la institución castrense concentró el poder militar, administrativo y judicial para 
controlar el territorio y la población en varias regiones del territorio nacional afectadas 
por la violencia77. En acuerdo con el partido liberal, el gobierno de Rojas Pinilla ofreció a 
las guerrillas una amnistía con el objeto de garantizar la entrega de las armas. Sin 
embargo, la tregua y aparente estabilidad del gobierno militar, sería momentánea: entre 
el 8 y 9 de junio de 1954, un enfrentamiento entre estudiantes y fuerzas militares en la 
Universidad Nacional dejaría como consecuencia varios muertos estudiantiles que 
empezaron a minar el respaldo popular del gobierno militar: 
 
 “La educación materialista que ha recibido la juventud, es preciso modificarla y buscar de 
nuevo la orientación hacia la espiritualidad… Por ello la política partidista será desalojada 
de todas las universidades de Colombia… Nada de comités políticos en los claustros ni de 
representantes estudiantiles en las juntas partidistas. Esta costumbre, de vieja data, está 
interesada en consolidar usos ya sin vigencia y busca dañar la estructura de la nueva 
patria”78 
 
De otro lado, a partir de 1954, la política anticomunista del gobierno militar tomó auge. El 
partido Comunista fue ilegalizado, situación que a la postre, condujo a la represión de 
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todas sus actividades, incluyendo las desarrolladas en la esfera de la “legalidad” atinentes 
a la organización sindical y popular. Tras la reincorporación de las guerrillas liberales, las 
estructuras campesinas de naturaleza comunista quedaron despojadas de la fuerza 
suficiente para continuar la resistencia guerrillera, rechazando la amnistía y pasando a la 
táctica de autodefensas campesinas “Las guerrillas comunistas quedaron completamente 
aisladas, especialmente en el sur del Tolima, en Sumapáz, etc. En este momento, el 
‘Partido’ comprendió que era imposible sostener la lucha armada y contra la política de 
entrega sostuvo la política de autodefensa: mantener las organizaciones guerrilleras en 
pie, aunque no activas.”79 Entre 1954 y 1955, la ofensiva militar a las denominadas 
“repúblicas independientes” o zonas de asentamiento comunista, provocó la reactivación 
de la lucha guerrillera, extendiendo el movimiento al Sumapáz, al Tolima y al Huila. En 
suma, la breve tregua quedó a un lado para abrir nuevos capítulos de violencia con una 
naturaleza en proceso de transformación: de partidista a clasista. 
 
Ante la progresiva pérdida de legitimidad, el gobierno militar emprendió una tímida 
iniciativa política: la denominada “Tercera Fuerza”, a la que Rojas Pinilla pretendió erigir 
como corriente alternativa al bipartidismo. Bajo el lema “la patria por encima de los 
partidos”, la Tercer Fuerza intentó canalizar sin éxito las masas por la vía del populismo, 
católico y nacionalista: 
 
“Ella unifica lo que los partidos dividen, porque es caridad en las manos de SENDAS, 
cuando da de comer al hambriento, viste al desnudo y lleva consuelo al necesitado, al 
contrario del sectarismo, que desnuda al hambriento y explota al menesteroso; la que es 
defensa del capital pero principalmente protección del trabajo, y aspira a que los ricos 
tengan mayor sensibilidad social para que haya menos pobres y mayores garantías para 
las clases trabajadoras… La Tercera Fuerza, que es un movimiento de inconfundibles 
características nacionales; que por ampararse bajo el lema de “Dios y Patria” mantiene la 
unidad católica del pueblo, destaca las virtudes de nuestros hombres públicos y, al 
perdonar sus errores, pone como ejemplo ante las nuevas generaciones aquellas voces 
patrióticas que en momentos históricos reconciliaron a los colombianos”80 
 
La intención de Rojas Pinilla de preservarse en el poder fue el caldo de cultivo de la 
ruptura entre éste y los partidos tradicionales, entre otros factores que deslegitimaron el 
apoyo gremial y la base popular que otrora lo había respaldado. Como parte de un 
acuerdo político, su salida estuvo precedida de la conformación de una Junta Militar de 
Gobierno integrada por oficiales de plena confianza que, se suponía, continuarían con el 
gobierno de los militares. De acuerdo con Francisco Leal, “eran los militares más 
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politizados dentro del esquema partidario, con predomino de los adscriptivamente 
conservadores.”81 A pesar de la maniobra, más pronto que tarde, la Junta estableció un 
compromiso con la clase política tradicional: desarrollar un régimen de transición con la 
tarea central de garantizar el retorno al poder de ambos partidos políticos. En 
cumplimiento de ese mandato, el 1 de diciembre de 1957 se desarrolló un plebiscito que 
aprobó, con 4.169.294 votos,82 la paridad en los cuerpos colegiados de elección popular 
para los dos partidos políticos tradicionales, sentando las bases del Frente Nacional. El 
retorno de los partidos políticos a la conducción del Estado no eliminará la posición de 
poder que los militares ganaron en este juego híbrido de politización y cesarismo, pues en 
las nuevas condiciones institucionales del Frente Nacional, serán los pilares de la defensa 
gubernamental en materia de orden público y seguridad interna. 
  
2.5. Incursión militar en la administración de justicia penal: la represión política 
  
La batalla desatada entre las fuerzas políticas adscritas a los partidos tradicionales 
infringió en los militares profundos cambios relacionados con su rol en el sistema político. 
El desencadenamiento de la violencia partidista, además de erigirlos como bastiones del 
orden público, elevó la imagen de la institución castrense como “símbolo de neutralidad”, 
poniendo sobre la palestra a la organización militar como la más cohesionada en medio de 
la descomposición de todos los órdenes de la vida nacional. Esta situación abrió un campo 
de oportunidad política fundamental para involucrar a los militares en esferas estratégicas 
del funcionamiento estatal, en este caso la administración de justicia.  
 
La incursión militar en aspectos neurálgicos del aparato judicial ordinario se sustentó en la 
incorporación de disposiciones abiertamente represivas en el marco institucional de la 
justicia penal militar. Por un lado, la crisis institucional acaecida en el parlamento y la 
corte suprema, debilitó los posibles puntos de veto y contrapesos que se hubieran podido 
desarrollar hacia dicha maniobra. De igual forma, las tensiones políticas alrededor del 
desempeño de la rama judicial y el papel de la institución castrense incentivaron la 
apelación al aparato judicial militar como mecanismo alternativo de juzgamiento. Esta 
injerencia tuvo inicialmente un objetivo concreto: ejercer un mecanismo de represión 
política de naturaleza punitiva, delegando a las autoridades militares el conocimiento de 
los delitos de carácter político.   
  
El fallido golpe militar ejecutado en Pasto contra López Pumarejo en el año 1944, no sólo 
se erigió como el primer evento de injerencia militar en cuestiones políticas, sino que 
además fue un precedente inmediato de la “ampliación del fuero militar a civiles”, es 
decir, la incorporación de ciudadanos particulares como sujetos susceptibles de juicio 
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dentro de la jurisdicción penal castrense. En aquella ocasión, Pumarejo autorizó la 
realización de Consejos Verbales de Guerra para el juzgamiento de los militares 
sublevados, incluyendo también a los civiles colaboradores de este intento de golpe que, 
como se mencionó anteriormente, fue aplaudido por la recia oposición del partido 
conservador “Los alzamientos en armas ocurridos en Pasto, Ibagué y Bucaramanga en los 
días diez y once de julio de este año, tuvieron su gestación intelectual en Bogotá, en 
donde hubo varias reuniones de oficiales del Ejército y de elementos civiles con el fin de 
concertar el derrocamiento del gobierno nacional y de sustituirlo por otro de carácter 
militar”.83 La autorización para juzgar civiles, promovida por decreto extraordinario 1640 y 
1962 de 1944, terminó incorporándose como ley de la República a través de la Ley 3 de 
1945. Esta ley, que tuvo corto desarrollo, circunscribió el juzgamiento de civiles por 
justicia penal militar exclusivamente para tiempos de anormalidad jurídica y sólo por los 
delitos expresamente señalados en el estatuto84. La medida propició la elevación de una 
demanda de inconstitucionalidad ante la Corte Suprema de Justicia que generó una 
polémica jurídica acerca del uso de cortes marciales para el enjuiciamiento de 
particulares. En aquella oportunidad, y por primera vez, la sentencia de la Corte avaló el 
traslado de competencias judiciales a las autoridades militares como una “facultad 
constitucional” válida para el estado de sitio, otorgada al presidente de la república en pro 
del restablecimiento del orden público.85 
 
La instauración del estado de sitio marcó una coyuntura crítica para reelaboración de la 
justicia castrense. El Presidente Laureano Gómez expidió el decreto 1125 del 31 de marzo 
de 1950 que contenía una nueva organización al Código de Justicia Penal Militar. Dicha 
legislación mantuvo la política de incorporar civiles ajenos a la investidura militar dentro 
de la esfera de la jurisdicción castrense por la infracción de los delitos consignados en el 
Código Marcial, no obstante, en esta ocasión, dicho juzgamiento se autorizó para “todo 
tiempo”: 
 
“Artículo 8. Se halla sometido a la jurisdicción penal militar:… Todo el personal militar 
que se encuentra en situación de reserva o de retiro, en los casos delitos contra la disciplina 
de las fuerzas militares o de delitos en que los particulares pueden ser juzgados de acuerdo 
con las normas del presente Código”86 
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Absorbiendo el contexto político del momento, el decreto incorporó una disposición 
neurálgica adicional: la orientación explícita de extender la jurisdicción castrense sobre 
terrenos de competencia de la justicia penal ordinaria en materia de juzgamiento de 
civiles por delitos políticos en estado de sitio.  
 
“*continúa artículo 8+. … Todo particular que comete delitos establecidos en leyes penales 
comunes o militares relativos a la existencia y seguridad del Estado o contra el Régimen 
Constitucional y la Seguridad Interior del Estado, o Contra los Bienes del Estado de que 
trata este Código, en tiempo de guerra, conflicto armado, turbación del orden público o 
conmoción interior. 
  
Los delitos relativos a la existencia y seguridad del Estado y contra el régimen 
constitucional aludían, entre otros, a los delitos políticos de rebelión, sedición y asonada, 
organizados también en el Código Penal ordinario87. En ese sentido, el Código de Justicia 
Penal Militar expedido por los conservadores en 1950 desarrolló una “tecnología 
institucional” de carácter excepcional orientada hacia la represión política: equiparó la 
justicia penal militar con la ordinaria en lo tocante al juzgamiento de delitos de carácter 
político atinentes a las leyes comunes, cuando el país se encontrara en estado de sitio. 
 
Resulta interesante observar, por ejemplo, la ausencia de diferenciación entre el delito de 
“rebelión militar” y “rebelión política” introducido en el Código de Justicia Penal Militar. 
En la ley marcial ésta se definía como “los que promuevan, encabecen o dirijan un 
alzamiento en armas para derrocar al gobierno nacional legalmente constituido, o para 
cambiar o suspender en todo o en parte el Régimen Constitucional existente”, 
coincidiendo en lo fundamental con lo estipulado en el Código Penal88, con la única 
diferencia de  enfatizar en el aumento de la pena cuando la rebelión fuera llevada a cabo 
por militares89.  
 
Entre 1950 y 1953, auge de la violencia entre conservadores y liberales, la justicia penal 
militar se instrumentalizó en contra del movimiento guerrillero de filiación 
mayoritariamente liberal.  El juzgamiento de delitos políticos ejecutados por civiles, puso a 
la institución castrense en la posición de “juez y parte”, no solo de cara al enfrentamiento 
de los conservadores con el movimiento rebelde, sino también al interior de las fuerzas 
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armadas por cuenta de la gran cantidad de miembros militares adscritos al partido liberal 
que, gracias a las continuas purgas y discriminaciones ejercidas contra ellos por el 
gobierno, simpatizaban o se encontraban vinculados al movimiento de masas liberal. De 
acuerdo con Francisco Leal, en los años anteriores al golpe militar de Rojas Pinilla, no 
faltaron militares que apoyaron la causa liberal, por eso “el gobierno culpó al liberalismo 
de estar atacando al ejército sobre la base de ideas liberticidas y comunistas”90.  
 
Evidentemente, la existencia de niveles de politización interna dentro de las fuerzas 
armadas complicaba el nuevo papel militar frente al ejercicio de una lucha anti-subversiva 
de naturaleza híbrida, entre elementos liberales que la lideraban y los elementos 
comunistas que, en minoría numérica, la apoyaban. Sabiendo esto, los conservadores 
aprovecharon la lucha anticomunista liderada por los Estados Unidos y el envío de tropas 
colombianas a la guerra de Corea para asociar la violencia oficial interna con la defensa de 
del anticomunismo del mundo occidental, ligando la causa liberal a los avances del 
comunismo internacional, situación que buscó entre otras cosas fortalecer la 
contradicción entre el Ejército y la subversión liberal,91mientras se continuaba con la 
política de conservatización de las milicias. A pesar de todos los intentos, en éste período 
específico la entronización del papel contrainsurgente no fue una tarea sencilla ni 
automática, pues se retardó en el marco de las características del conflicto bipartidista 
interno.  
 
Con la llegada del General Rojas Pinilla al poder el 13 de junio de 1953, la naturaleza de la 
represión política por la vía de la justicia militar se mantuvo vigente, aunque con una 
variación importante. El partido liberal empezó a acordar con el gobierno castrense la 
desmovilización de las guerrillas liberales, mientras éste iniciaba un proceso de amnistía 
con respecto a los delincuentes políticos, incluyendo a miembros de las Fuerzas Armadas. 
Es así como el 21 de agosto de 1953, el gobierno de Rojas Pinilla comenzó por disolver las 
condenas realizadas por la justicia penal militar. El 4 de septiembre de 1953, decretó la 
libertad condicional para los procesados civiles sindicados o sometidos a la justicia castrense por 
delitos políticos: 
 
“Artículo 7. Los procesados por delitos de rebelión, sedición, asonada, y asociación para delinquir, 
a quienes no se haya juzgado en primera instancia, que voluntariamente se presenten a las 
autoridades militares antes del 15 de octubre de 1953 tendrán derecho al beneficio de libertad 
provisional, excepto en los casos en que la detención preventiva se halla ordenado no solo por 
esos delitos sino también por otros excluidos del beneficio”92 
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Sin embargo, la amnistía no impidió que ésos delitos continuaran siendo juzgados mediante 
Consejos de Guerra Verbales.93Finalmente, el 13 de junio de 1954, el Presidente Rojas Pinilla 
decretó una nueva amnistía e indulto por delitos políticos procesados, tanto por justicia civil como 
por la militar: 
 
“Concédese amnistía para los delitos políticos cometidos con anterioridad al 1º de enero 
del presente año. Para los efectos del presente decreto, se entiende por delitos políticos 
todos aquellos cometidos por nacionales colombianos cuyo móvil haya sido el ataque al 
Gobierno, o que puedan explicarse por extralimitación en el apoyo o adhesión a éste, o 
por aversión o sectarismo político… Artículo 7. Ninguno de los beneficios contemplados en 
el presente decreto cobijará a los militares desertores de las filas del Ejército a quienes se 
les hubiere comprobado que combatieron contra las Fuerzas Armadas”. 
  
Reinsertadas las guerrillas liberales, en medio de un breve ambiente de tregua, las estructuras de 
autodefensa campesina levantadas por los comunistas que se habían sumado al movimiento 
armado, quedaron completamente aisladas. Es así como el gobierno del General Rojas Pinilla pudo 
emprender una política abiertamente “anticomunista” que empezó por la ilegalización de ese 
Partido a partir de 195494 y posteriormente con la ofensiva militar realizada en 1955 contra las 
denominadas “repúblicas independientes” o territorios donde permanecían asentadas las 
mencionadas organizaciones campesinas de autodefensa. Bajo este contexto, “ser comunista” se 
convirtió en un nuevo “delito político”, aún cuando ello abarcara escenarios legítimos de 
organización obrera, campesina o estudiantil. De acuerdo a la legislación expedida, se presumía 
que alguien participaba del comunismo cuando, por ejemplo, figuraba inscrito en una lista, 
registro, libro o correspondencia de la organización; cuando contribuía económicamente con 
cuotas, donaciones o prestamos para financiar sus actividades; cuando se sometía a la disciplina 
del partido; cuando ejecutaba proyectos o instrucciones de personas u organizaciones de índole 
comunista; cuando actuaba como dirigente, organizador, corresponsal o propagandista; o cuando 
participara en la redacción de artículos o documentos de cualquier índole en apoyo a los fines del 
comunismo95. La justicia penal militar fue llamada a juzgar a las organizaciones, sujetos y 
actividades que tuvieran nexos con el comunismo. Los Consejos de Guerra Verbales se erigieron, 
entonces, como el mecanismo predilecto de enjuiciamiento de dichas actividades: 
 
“Quién tome parte en actividades políticas de índole comunista, incurrirá en presidio de 
uno a cinco años o en relegación a colonia agrícola penal por igual término; en 
interdicción del ejercicio de derechos y funciones públicas por diez años; en incapacidad 
para actuar como dirigente sindical por el mismo tiempo, y quedará impedido 
absolutamente para pertenecer en el futuro a las Fuerzas Armadas…Ejercen actividades 
políticas de índole comunista quienes obedezcan órdenes, instrucciones o consignas de 
partidos o entidades comunistas extranjeros, o por cualesquiera medios preconicen o 
traten de implantar en la organización de la familia, la sociedad o del Estado, las doctrinas 
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y métodos del comunismo internacional, o asistan con conocimiento de causa a juntas o 
reuniones de ese carácter, bien sea este manifiesto o encubierto… De las infracciones de 
que trata el presente decreto conocerá la Justicia Penal Militar, por el procedimiento de 
los Consejos de Guerra Verbales…Es entendido que si en la investigación de las actividades 
comunistas  surgiere cualquiera otra infracción conexa  definida por el Código Penal o en 
el Código Penal Militar, de todas ellas conocerá la Justicia Penal Militar96” 
 
Bajo esta perspectiva, el uso de la justicia penal militar como aparato de represión política 
comenzó a adquirir orientación de clase. Al finalizar el período de la Junta Militar de Gobierno, es 
posible encontrar pruebas de su implementación en las zonas devastadas por el enfrentamiento 
bipartidista que presentan invasiones de tierra espontáneas por parte de campesinos despojados y 
empeñados en recuperar sus parcelas, cruentamente arrebatadas como consecuencia de la 
Violencia. Un ejemplo de esto fue el Quindío, región que en 1957 fue declarada como zona de 
emergencia y operaciones militares con el objetivo de imponer en el sector un jefe civil y militar, 
dotado de las mismas facultades de los Comandantes de Brigada –poderes para convocar Consejos 
de Guerra Verbales- en relación a la administración de justicia penal militar. En este caso, las 
cortes marciales fueron llamadas a juzgar, entre otros, los delitos contra la propiedad, en el marco 
de las ya mencionadas invasiones de tierra espontáneas por los campesinos de la región, 
desesperados por recuperar sus propiedades.97 
  
2.6. La huelga obrera en los servicios públicos: un delito político 
 
A partir de 1946 la ofensiva antisindical se erigió como una política de gobierno. Tras su 
ascenso al poder, la dictadura conservadora se encargó de controlar o destruir las 
organizaciones populares y obreras, en un intento por desmontar las conquistas 
alcanzadas durante la República Liberal. A finales de 1946 se desató un importante 
movimiento de masas trabajadoras: en septiembre, con epicentro en la región del Valle,  
se desarrolló una huelga en 17 fábricas tabacaleras, mientras otros gremios organizaron 
un paro general en Cali. Entretanto, durante el mes de octubre se organizaron una serie 
de paros en las empresas petroleras de Barrancabermeja y el Catatumbo contra las 
poderosas multinacionales Tropical y Shell. Ante el fracaso de las negociaciones, la huelga 
general terminó estallando, incorporando también el oleoducto de la Andian, barcos 
petroleros del río magdalena y puertos de las empresas.98Mientras en Bogotá se movía 
con fuerza una gran huelga de choferes que paralizó la ciudad, en Cali estallaron 
finalmente los paros anunciados de choferes y otros gremios. En este escenario, el 
gobierno declaró la ilegalidad de la huelga y el carácter “sedicioso” del movimiento que, 
en contraste con la represión, se acrecentó al norte del Valle, incorporando a los 
trabajadores ferroviarios del Pacífico en Buenaventura. El gobierno decretó el estado de 
sitio parcial en el Valle para sofocar el movimiento por la fuerza y algunas de las peticiones 
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de los trabajadores son transadas mediante negociaciones directas. La huelga de los 
petroleros también culminó en noviembre de ese mismo año, mediante arreglos directos 
y tribunales de arbitramiento. Según Torres Giraldo, esta gran huelga cerró el gran 
movimiento de masas que había llegado fortalecido gracias a la hegemonía liberal99.  
 
La división organizativa del movimiento obrero era una de las consignas impulsadas  por el 
gobierno conservador de Ospina, con el objetivo de debilitar la CTC.  A través del 
desmonte del paralelismo sindical, se creó formalmente la UTC, central obrera de 
naturaleza apolítica y economiscista, ligada a los intereses conservadores de la 
democracia cristiana.100Adicionalmente, las directivas del Partido Liberal, presionadas por 
los intereses norteamericanos, estimularon también el proceso de división interna con 
respecto a los sindicatos clasistas de influencia comunista, situación que terminó 
desmembrando la unidad organizativa de los obreros agrupados en la CTC. De esta 
manera, en 1949 se retiraron de la central obrera líderes gaitanistas, liberales progresistas 
y miembros del Partido Comunista; según Sáenz Rovner “A través del Directorio Nacional 
de su partido [Lleras Restrepo] organizó el Comité Liberal de Acción Sindical y convocó a 
un Congreso Nacional de la CTC. Sus propósitos eran no sólo expulsar a los comunistas de 
la CTC, sino también forzar a esta confederación laboral a romper con la Confederación de 
Trabajadores de América Latina (CTAL) y a unirse a la Federación de Sindicatos Libres 
(Federation of Free Unions, FFU). Aunque la FFUU tenía su sede en Londres, era 
supervisada y financiada por la ya purgada y patronalista confederación sindical 
norteamericana, la AFL – CIO”101 
 
En medio del cierre de las condiciones democráticas, a partir de 1950 los militares fueron 
paulatinamente vinculados a las actividades de control sindical, en medio del más fuerte 
receso de las luchas sociales obreras. Las organizaciones de trabajadores eran 
estrictamente controladas por el Departamento de Supervigilancia Sindical102, entidad a la 
cual debían solicitar autorizaciones permanentes para efectuar reuniones, informando el 
lugar de domicilio, fecha y sobre todo la agenda a tratar. El gobierno dispuso entonces que 
las Brigadas del Ejército se sumaran al control de las reuniones sindicales: los militares 
permanecían informados sobre dichos encuentros a través del Departamento de 
Supervigilancia Sindical, quedando autorizados para impedir o suspender, en virtud de su 
criterio, tales reuniones por cuestiones de orden público.103 
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Si bien es cierto, durante el gobierno de Laureano Gómez fue expedido el Código 
Sustantivo del Trabajo, legislación que entre otras cosas recogió conquistas 
fundamentales para los obreros como el derecho de asociación, negociación colectiva y 
huelga, como contraprestación las organizaciones obreras se vieron sometidas a un 
control político contundente. El primer dispositivo de control tuvo que ver con el 
sometimiento a la inspección y vigilancia estatal en materia de orden público “Art. 370. 
Los sindicatos deben ajustarse, en el ejercicio de sus derechos y cumplimiento de sus 
deberes, a las normas de este título, y están sometidos a la inspección y vigilancia del 
Gobierno en cuanto concierne al orden público y en particular en los casos que aquí se 
establecen”. 
 
El “Departamento Nacional de Supervigilancia Sindical”, principal organismo de inspección 
y control sobre la organización sindical, tenía como función interpretar, dirigir y garantizar 
el cumplimiento de la política sindical del gobierno. Para ello le fue encomendada la 
Supervigilancia de las organizaciones sindicales, no sólo en lo tocante a decidir sobre 
personerías jurídicas, elaborar censos y demás aspectos, reclamos o consultas sobre la 
organización sindical, sino también “para obtener un exacto conocimiento de las 
actividades que desarrollan…(y para) iniciar o adelantar de oficio (…) las investigaciones 
necesarias sobre la conducta de los sindicatos y en lo tocante al debido cumplimiento de 
las disposiciones legales y estatutarias, de malversación de fondos y de cualesquiera otras 
actividades ilícitas, para presentar la correspondiente denuncia ante el juez competente, 
en caso de que se comprueben actividades delictuosas, y conseguir se sanciones 
penalmente a los responsables, o ante la autoridad competente de la justicia laboral para 
que se apliquen al sindicato las sanciones legales, o ya para exigir la enmienda de simples 
situaciones anormales dictando las resoluciones, conminando con multas e imponiéndolas 
en caso de obstinarse el cumplimiento de lo resuelto en ellas, siempre en la forma 
prevista por la norma vigentes104”  
 
Otros escenarios vedados para las organizaciones sindicales de trabajadores fueron la 
participación política, religiosa y electoral. El artículo 379 prohibió la intervención en 
política partidista, así como la participación en competencias electorales para aspirar a 
cargos públicos de elección popular; la prohibición abarcó también la representación 
sindical en cultos religiosos: 
 
 “Artículo 379. Es prohibido a los sindicatos de todo orden: Intervenir en la política 
partidista o en asuntos religiosos, haciéndose representar en convenciones o directorios 
políticos o en congresos o congregaciones  confesionales, subvencionando partidos 
políticos o cultos religiosos o lanzando oficialmente candidaturas a cargos de elección 
popular, todo expulsión por causales previstas en los estatutos, ello sin menoscabo de los 
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derechos políticos ni de la libertad de conciencia, de cultos, de reunión o de expresión que 
corresponden a cada uno de los asociados en particular”.  
 
El control económico y político de las organizaciones fue otro instrumento de limitaciones 
al ejercicio asociativo y organizativo de los trabajadores. Las finanzas son, para cualquier 
organización, prenda de garantía de su independencia. Sin embargo, el Código Sustantivo 
del Trabajo estableció inspección y vigilancia de fondos – a través del Departamento de 
Supervigilancia Sindical-y prohibió acciones como “Aplicar cualesquiera fondos o bienes 
sociales a fines diversos de los que constituyen el objeto de la asociación, o que aún para 
esos fines, impliquen gastos o inversiones que no hayan sido debidamente autorizados en 
la forma prevista en la ley o en los estatuto (…) Efectuar operaciones comerciales de 
cualquier naturaleza, sean que se realicen con trabajadores o con terceros”. Tampoco se 
permitía su articulación con otros sectores o movimientos sociales, en especial cuando 
éstos ignoraban, de forma colectiva o individual, los marcos legales. Así, el C.S.T. prohibió 
a las organizaciones laborales “Promover o apoyar campañas o movimientos tendientes a 
desconocer de hecho en forma colectiva, o particularmente por los afiliados, los preceptos 
legales o los actos de autoridad legítima” (Art. 396). 
 
En lo que respecta a la huelga, tuvo importantes limitaciones y finalidades jurídicas. Se 
estableció dentro de un “marco reivindicativo” construido desde el Estado, a partir del 
cual sus alcances y usos serían de aplicación diferencial en los distintos sectores de la clase 
obrera. El mejor ejemplo de ello fue la prohibición de la huelga en el sector de los 
“servicios públicos”. El problema de dicha prohibición radicó en la amplitud del concepto 
de “servicio público”, que a partir de la expedición de Código Sustantivo del Trabajo en 
1950 y posteriormente en 1956, con el decreto 753 de 5 de abril, quedó definido como: 
 
 “Toda actividad organizada que tienda a satisfacer necesidades de interés general en 
forma regular y continua, de acuerdo con un régimen jurídico especial, bien que se realice 
por el Estado directa o indirectamente, o por personas privadas. Constituyen, por lo tanto, 
servicio público, entre otras las siguientes  actividades: a. Las que se presten en cualquiera 
de las Ramas del Poder Público; b. Las de empresas de transportes por tierra, agua y aire, 
y e acueducto, energía eléctrica y telecomunicaciones; c. Las de establecimientos 
sanitarios de toda clase,  tales como hospitales y clínicas; d. Las de establecimientos de 
asistencia social, de caridad y de beneficencia; e. Las plantas de leche, plazas de mercado, 
mataderos y de todos los organismos de distribución de éstos establecimientos, sean ellos 
oficiales o privados; f. Las de todos los servicios de la higiene y aseo de las poblaciones; g. 
Las de explotación, elaboración y distribución de sal; h. Las de explotación, refinación, 
transporte y distribución de petróleos y sus derivados, cuando estén destinadas al 
abastecimiento normal de combustibles del país, a juicio del Gobierno; i. Cualesquiera 
otras que a juicio del Gobierno interesen a la seguridad, sanidad y enseñanza, y a la vida 
económica o social del pueblo. El Gobierno decidirá acerca de la calidad de servicio 
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público de las actividades de que trata este ordinal, previo concepto que solicite al 
Consejo de Estado”105. 
 
Así, la definición de “servicios públicos” se caracterizó por dos cosas: la amplitud del 
concepto, que involucraba múltiples actividades económicas; y la facultad otorgada al 
Ejecutivo para decidir, en cualquier momento y en virtud de su criterio, las actividades que 
debían adquirir dicha calidad. De acuerdo con lo anterior, muchas órbitas económicas y 
sociales quedaban a merced de ser declaradas “servicios públicos” por disposición del 
presidente, entre ellas la enseñanza, la seguridad y la sanidad, derivando de ello la 
restricción automática del derecho de huelga. Entre los repertorios de represión se 
encontraban: 1. la autorización al patrono para el despido masivo de los trabajadores 
participantes; 2. La suspensión de dos a seis meses de la personería jurídica del sindicato; 
3. en última instancia, la disolución de la organización. (Art. 540, numeral 2º). 
Adicionalmente, en caso de efectuarse la huelga, el gobierno podía proceder a la 
declaración de ilegalidad y los militares al juzgamiento de los participantes en Consejos de 
Guerra Verbales por el delito de sedición. 
 
En este contexto, la justicia penal militar fue configurada  como un instrumento de control 
y represión de la protesta obrera en el campo de los servicios públicos, y lo hizo a través 
de la tipificación penal de los paros públicos y las huelgas en este sector como “delito de 
sedición”. Es importante tener en cuenta que durante la década de los treinta los 
sindicatos que crecieron con mayor rapidez fueron los de servicios públicos106: 
  
“La lista de actividades en las que se prohibían las huelgas coincide perfectamente con las 
de los sectores de la economía en los que las huelgas fueron más frecuentes durante los 
treintas, y en los que los sindicatos fueron más fuertes. La razón de esto está en el hecho 
de que el Gobierno en vez de perseguir a los obreros que violaban la ley declarándose en 
huelga, trató siempre de presionar a los patronos para que llegaran a un acuerdo. Esto es 
comprensible pues los trabajadores votaban por los liberales, y en particular por el ala 
lopista del partido, mientras los patronos no. Aun más cuando se uso el procedimiento 
arbitral, el Gobierno favoreció igualmente el punto de vista de los obreros, y por lo tanto 
los sindicatos de los servicios públicos lograron buenos arreglos durante este periodo”107  
 
La represión de las huelgas en los servicios públicos por la vía de la administración de 
justicia penal militar fue una innovación conservadora dictada de manera excepcional. A 
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diferencia de la rebelión, el delito de sedición para la huelga de los servicios públicos no 
presentaba antecedentes legales, ni en la ley marcial precedente (ley 3 de 1945), ni en el 
Código Penal ordinario108. Es así como, a partir del decreto 1125 de 1950, la represión 
punitiva del movimiento obrero empezó a tener cabida especial por esta vía. En efecto, la 
sedición militar no se configuró explícitamente en la ley marcial, pues cobijo otros sujetos 
activos de delito al involucrar los paros públicos. El artículo 125 del Código Penal Militar 
definió la sedición como: 
 
“Los que promuevan, encabecen o dirijan un  alzamiento en armas, u ordenen o realicen 
paros públicos, para impedir el cumplimiento de alguna sentencia, ley o derecho o 
providencia obligatoria o para deponer a algún funcionario o empleado público, o para 
arrancar a éstos alguna medida o concesión  o, en general, impedir en cualquier forma el 
libre funcionamiento del Régimen Constitucional o Legal existente, sin pretender el 
cambio violento de ese mismo Régimen y sin desconocer la autoridad de esos órganos del 
Estado”109 
 
Por su parte, el artículo 126 del Código Militar dio un paso adelante al incluir, dentro de 
éste mismo acápite, las huelgas en los servicios públicos: 
 
“Los que promuevan, encabecen o dirijan una huelga en los servicios públicos o un paro 
general, serán sancionados con prisión de seis meses a dos años y multa de quinientos a 
dos mil pesos”110. 
 
Tal definición resulta insólita, pues ni en el Código Sustantivo del Trabajo ni en el Derecho 
Penal Común se concibieron las huelgas o los paros como “delitos políticos” por el sólo 
hecho de ser desarrolladas en el sector de los servicios públicos, aún cuando su comisión 
infringiera ciertas disposiciones del marco legal. En primer lugar, porque en las leyes 
comunes la sedición requería una serie de evidencias, particularmente el uso de armas 
destinadas a la paralización transitoria del régimen constitucional: “los que mediante el 
empleo de las armas pretendan impedir transitoriamente el libre funcionamiento del 
régimen constitucional o legal vigente”111”. Así, para juzgar el carácter sedicioso de un 
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 Artículo 125 
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movimiento, era necesario valorar el número de personas que formaban parte del mismo, 
la calidad de las armas y el efecto que pueden producir en quienes lo perciben, pero 
sobretodo, el cumplimiento de la finalidad perseguida, a saber, la de “impedir 
transitoriamente el libre funcionamiento del régimen constitucional y legal vigente, como 
en el acto de la toma de posesión de la presidencia de la persona que para tal cargo ha 
sido elegida, negarse a tomarle el juramento, no existiendo para ello impedimento legal 
alguno…esta omisión deliberada y con la finalidad antes dicha (…) estructuraría el delito 
previsto en el art. 126 del C.P. y dadas las demás circunstancias previstas en dicha 
disposición”112. De esta manera, tal y como estaba configurada en la justicia militar, la 
sedición adquiría una suerte de “extensión” y “casuismo” que dejaba mucho que desear, 
en cuanto a la técnica empleada en su elaboración y sus fines consiguientes113.  
 
Como derecho especializado, la jurisdicción militar tuvo la intención de no restringirse a la 
tipificación explícita de la “sedición militar”. Según el autor clásico del derecho militar Di 
Vicopero “Como sedición militar puede definirse el hecho de varios militares que se 
conciertan y organizan para cometer alguno de los delitos militares, o bien aquellos actos 
de indisciplina, específicamente dictados por la ley…prevé la reunión criminosa demás de 
tres individuos para oponerse, en materia de servicio militar dispuesto por la ley, la 
disciplina o los superiores”114. Es así como ésta lesiona gravemente la disciplina –base 
medular de la milicia- y por lo tanto, contiene un peligro para la institución castrense y la 
seguridad del Estado, razón por la que debía clasificarse entre los delitos “exclusivamente 
militares”. Al eludirla, el Código de Justicia Penal Militar mantuvo su la “amplitud” 
necesaria para abarcar diversos conflictos laborales que podían emerger eventualmente o  
hacerlo en otras condiciones menos dictatoriales. 
 
Entre 1946 y 1958 el sindicalismo sufrió una grave crisis como organización de defensa 
salarial115. Resulta difícil observar el desarrollo fáctico de la justicia penal militar contra el 
sector obrero en esta época, pues la protesta social de los trabajadores disminuyó 
ostensiblemente en el gobierno de Ospina hasta desparecer, casi por completo, entre 
1950 y 1954, recobrando el aliento a partir de 1957, previo al retorno de la democracia 
liberal restringida del Frente Nacional. 
 
                                                                                                                                                    
condición de punibilidad que el hecho sea cometido en una reunión privada o no, en un auditorio, abierto o 
expuesto al público”. ROMERO SOTO, Julio y ROMERO ÁLVAREZ, Rocío. Delitos contra la existencia y 
seguridad del Estado: delitos contra el régimen constitucional y contra la seguridad pública en los Códigos 
Penal y de Justicia Militar, amnistía. Ediciones Librería del Profesional, Bogotá, 1983. Pp. 430  
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2.7. Adaptación de la justicia penal castrense en la junta militar de gobierno: 
reforzamiento del sistema punitivo de represión de cara a las nuevas condiciones 
político-institucionales del Frente Nacional. 
  
Tras reemplazar a Rojas Pinilla en el poder, la Junta Militar ejerció un gobierno de 
transición. En términos generales, el compromiso era regresar a los cuarteles, no sin antes 
sentar las bases del retorno a la democracia constitucional. Ello supuso no sólo el mero 
traspaso del poder, sino también la construcción de un acuerdo con los partidos 
tradicionales en múltiples puntos. El más conocido fue la construcción de un “gobierno 
conjunto” de “responsabilidad compartida”, a través de una reforma al sistema político 
que otorgara a los partidos paridad burocrática en las altas corporaciones del Estado,  así 
como la alternabilidad en el ejercicio de la presidencia de la república. 
 
Concientes de la necesidad de una amplia refrendación popular, los militares acudieron a 
la figura del plebiscito, realizado finalmente en diciembre de 1957116. El acuerdo también 
tocó otros temas adicionales, tanto de interés militar como de múltiples sectores sociales 
que pugnaban por la abolición del estado de sitio y el legado de la dictadura, 
esperanzados en la instauración de un verdadero proyecto democrático. Una medida 
indispensable para avanzar hacia un nuevo régimen institucional, exigido por diversos 
sectores de la sociedad, era la abolición de las reformas constitucionales hechas por la 
dictadura, como muestra de una verdadera voluntad democrática. Así, el plebiscito 
aprobado derogó el legado de la Asamblea Constituyente desarrollada durante el período 
dictatorial, con excepción de los derechos políticos de la mujer “La Constitución Política de 
Colombia es la de 1886, con las reformas de carácter permanente introducidas hasta el 
Acto Legislativo número 1 de 1947, inclusive.”117En aras de materializar un verdadero 
entendimiento de los partidos en cuanto a la función legislativa, se incorporó la fórmula 
de los dos tercios de los votos para declarar mayorías en materia de decisiones legales, en 
detrimento del sistema de mayoría simple absoluta. Con ello, los partidos quedaron 
obligados a desarrollar un ejercicio amplio de concertación, si es que querían expedir 
cualquier tipo de legislación “Artículo 3. En las corporaciones públicas a que se refiere el 
artículo anterior, la mayoría para todos los efectos legales será de los dos tercios de los 
votos; pero el Congreso, por medio de ley votada por las dos terceras partes de los 
miembros de una y otra Cámara, podrá señalar, para períodos no mayores de dos años, 
las materias respecto de las cuales bastará la aprobación de la simple mayoría 
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 “El plebiscito no es un procedimiento que pueda utilizarse al arbitrio del gobierno. A este sistema se llegó 
porque esa fue la expresa voluntad de todas las corrientes de opinión, las cuales consideraron que en 
ausencia de las Cámaras Legislativas era preciso, para darle fuerza constitucional al acuerdo de los partidos, 
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Mensaje de la Junta Militar al Congreso de la República en su instalación. Diario Oficial No. 29726, martes 29 
de julio de 1958. pp. 193. 
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 Decreto No. 0247 de 1957. Diario Oficial No. 29517, lunes 21 de octubre de 1957. pp. 282 
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absoluta.”118Es importante mencionar también que el plebiscito incluyó, adicionalmente, 
la inversión de no menos del 10% del presupuesto nacional en educación a partir del 1 de 
enero de 1958, enganchando con ello al sector estudiantil y al magisterio.119 
 
El problema de la influencia partidista en la administración de justicia, fue un aspecto 
neurálgico recogido dentro del plebiscito. Reconociendo que este escenario fue un campo 
de tensiones políticas durante la Violencia, por iniciativa de la junta militar, el plebiscito 
incluyó un punto central: la inclusión del sistema judicial en el acuerdo de paridad política. 
La propuesta, aceptada por los partidos, quedó planteada en el plebiscito de la siguiente 
forma: “La Corte Suprema de Justicia estará integrada por el número de magistrados que 
determine la ley y los cargos serán distribuidos entre los partidos políticos en la misma 
proporción en que estén representados en las Cámaras Legislativas.”. Posteriormente, 
dicha política se extendería hasta el punto de abarcar también al Consejo de Estado 
(Decreto número 251 de 9 de octubre de 1957) y a la Corte Electoral (decreto 399 de 20 
de diciembre de 1959).   
  
En criterio de la Junta, la paridad política en la rama judicial debía ser introducida para 
garantizar la independencia de la justicia que, otrora, hizo de este campo una zona de 
batalla inter-partidista:“Se estableció el principio de que la Corte Suprema de Justicia y el 
Consejo de Estado sean paritarios y sus miembros inamovibles mientras observen buena 
conducta y no hayan llegado a la edad de retiro forzoso. La finalidad de esta disposición es 
obvia, pues con ella se trata de independizar la justicia de toda posible interferencia 
política. Nadie puede desconocer que un Magistrado, cuyo nombramiento no depende del 
Presidente de la República ni de las Cámaras Legislativas, dispone siempre de un mayor 
grado de libertad para juzgar los actos del uno y de las otras. Romper los vínculos electivos 
de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado con el Parlamento, contribuye 
decisivamente a rodear de un mayor respeto los fallos de la justicia.  Se torna ésta más 
diáfana y explícita y se destruye toda sospecha de presión política sobre la conducta de los 
jueces”120 
 
En síntesis, el plebiscito que abrió el camino a la instauración del Frente Nacional implicó, 
además del regreso de las clases políticas al direccionamiento del Estado, el 
establecimiento de nuevas reglas de juego tendientes a ajustar y reencauzar las 
estructuras institucionales dentro de los marcos de funcionamiento ordinarios. Aplicado a 
la organización militar, la apertura de nuevas condiciones democráticas significaba la  
natural imposición de restricciones al papel protagónico desarrollado por los militares en 
múltiples esferas del Estado ajenas a su misión institucional. Por ello, el retorno a los 
cuarteles no fue absoluto. De acuerdo al plebiscito, los militares no deseaban perder el 
terreno ganado en lo que respecta a participaciones futuras al interior de los gobiernos 
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civiles, es por esto que, a pesar de la paridad política, dejaron la puerta abierta para su 
vinculación en cargos dentro del gobierno.121 
  
De otro lado, no renunciaron a sus prerrogativas en el escenario de la administración de 
justicia penal. El 11 de julio de 1958, es decir, 9 días antes del retorno a la vida de las 
cámaras legislativas, suspendidas por 9 largos años, la Junta Militar de Gobierno expidió, a 
través del decreto extraordinario 0250 de 1958, un nuevo Código de Justicia Penal Militar. 
El nuevo Código mantuvo los aspectos neurálgicos de la justicia castrense implementada a 
lo largo de la dictadura, a saber, la represión política punitiva, entre ellos, el ejercicio de 
huelgas en el sector de los servicios públicos. Sin embargo, introdujo dos cambios 
determinantes que ampliaron su radio de acción: el conocimiento de los delitos políticos 
“en todo tiempo” y la autorización del juzgamiento de cualquier delito de orden público 
por autorización del Ejecutivo en estado de sitio: 
 
“Artículo 589. No hallándose el país en estado de guerra, conflicto armado, turbación del 
orden público o conmoción interior, serán juzgados por el procedimiento de los Consejos 
de Guerra Verbales los siguientes delitos: a. Delitos contra existencia y seguridad y la 
seguridad del Estado; b. Delitos contra el régimen constitucional y contra la seguridad 
interior del Estado… Parágrafo. El Gobierno puede determinar, en época de guerra, 
conflicto armado o turbación del orden público, que aún los delitos de competencia de la 
justicia ordinaria se juzguen por el procedimiento de los Consejos de Guerra Verbales”122. 
 
Con la expedición de éste Código y en las nuevas condiciones institucionales y políticas 
engendradas por el Frente Nacional, los militares lograron un objetivo fundamental: 
crearse a sí mismos una ventaja institucional en el futuro juego de poder político, 
manteniendo la incursión militar punitiva en el sistema judicial que continuó 
proyectándose hacia un campo más amplio, impulsada en parte por el rol estratégico 
desarrollado por los miliares en el escenario del orden público y la defensa del régimen 
constitucional. Los cerca de 9 años de estado de sitio en los que ejercitaron esta actividad 
“excepcional” otorgaron a los militares la estabilidad suficiente para maniobrar en éste 
oficio que pretendían mantener, ahora al servicio del Estado. Además, en medio de la ruta 
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hacia la instauración del Frente Nacional se estaban evidenciando nuevos fenómenos 
políticos que preocupaban a los militares, como cierta conversión de la violencia partidista 
en un nuevo tipo de violencia clasista, acompañada del persistente crimen y la debilidad 
del sistema judicial ordinario: 
 
“Si las causas de la violencia fueran exclusivamente políticas habría que convenir en que el 
entendimiento entre los partidos no ha penetrado todavía en la entraña del pueblo, y que 
aún quedan sectores que no están suficientemente informados de los honestos propósitos 
del Frente Nacional…No desconoce el actual gobierno que en los fenómenos de orden 
público deben estar incidiendo también graves situaciones sociales y no escasos factores 
económicos…Reviste la mayor gravedad la perniciosa influencia que el imperio del crimen 
ha ejercido en las promociones campesinas que han despertado a la vida en condiciones 
tan impropicias para arraigar en ellas los sentimientos cristianos. La juventud que no ha 
podido divisar otro horizonte que el muy desmoralizante de la guerrilla, que no conoce 
más ley que la de la selva, ni respeta más autoridad que la del bandolero, adquiere hábitos 
que la incapacitan para convivir en sociedad, pues constituye una cierta amenaza para sus 
semejantes y para la paz pública123” 
 
Adicionalmente, el nuevo Código Marcial definió el método o mecanismo de juzgamiento 
predispuesto para la represión política y la preservación del orden público, a saber, el 
mecanismo de inquisición más severo y expedito denominado “Consejos de Guerra 
Verbales”: 
 
“En época de guerra, conflicto armado, turbación del orden público o conmoción interior, 
todos los delitos de competencia de la Justicia Penal Militar se juzgarán por el 
procedimiento de los Consejos Verbales de Guerra cuando así lo determine el Gobierno 
Nacional”124 
 
La elección de los Consejos de Guerra Verbales para ejercitar el poder jurisdiccional militar 
y subsumir la justicia común en tiempos de crisis, por sus características, no fue una 
preferencia “espontánea”: entre los mecanismos de juzgamiento militar, era el más 
severo, expedito y condenatorio que se podía utilizar en contra de civiles y particulares. 
Dicho proceso de juzgamiento presentó desarrollos constantes a los largo de la dictadura 
constitucional que quedaron finalmente consignados en el Código de Justicia Penal Militar 
(decreto 0250 de 1958). Por esta razón, es imprescindible definir las principales 
características de los Consejos de Guerra Verbales, para dar cuenta de la naturaleza 
represiva y celera de juzgamiento que tal mecanismo proponía en contraposición a los 
métodos de la justicia ordinaria, razón por la cual se erigieron en instrumentos predilectos 
de represión punitiva.  
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2.8. Consejos de Guerra Verbales como mecanismo de juzgamiento 
 
Se parte de un hecho concreto: el proceso por medio del cual se juzga constituye un 
instrumento jurídico indispensable y fundamentalmente inalterable de la justicia penal “Es 
entonces un medio esencial de investigar la verdad y actuar la ley penal, por lo cual tutela 
el interés represivo de la sociedad, también resulta una garantía individual puesto que 
necesariamente se interpone entre el delito y la pena, dando ocasión a la defensa del 
imputado. En otros términos, también protege la libertad personal”.125 
 
Una de las mejores definiciones de los Consejos de Guerra Verbales la aportó Oscar 
Bonilla al describirlos de la siguiente manera: “El Consejo de Guerra Verbal es un Tribunal 
Militar ‘sui generis’ encargado de la triple misión de investigar, calificar y fallar en Primera 
Instancia, aquellas violaciones a la Ley Sustantiva Penal Militar cuya investigación, 
juzgamiento y fallo esté previamente establecido debe seguirse por este 
procedimiento”.126 Las razones que la sustentaron son tan importantes como la definición 
misma, dado que comprende la aplicación de justicia penal militar –y los Consejos de 
Guerra Verbales para civiles- como un procedimiento de utilización exclusivamente 
excepcional: 
 
 “El actual Código de Justicia Penal Militar, contempla el juzgamiento por el procedimiento 
de los Consejos de Guerra Verbales para todos los delitos, tanto los que contempla el 
mismo Estatuto como los que están establecidos en el Código Penal Colombiano, pero se 
trata de una excepción y de una interpretación que el Honorable Tribunal Superior Militar 
ha dado al Artículo 588, para su aplicación en aquellas regiones en las cuales se encuentre 
turbado el orden público. Al decir en mi definición “violaciones a la Ley Sustantiva Penal 
Militar’ estoy sentando mi criterio respecto al fuero, o sea que considero que el fuero 
debe ser parcial, para el juzgamiento únicamente de los delitos que se han llamado 
‘militares’”127 
 
Existen tres tipos de procedimientos militares para la administración de justicia: los 
Consejos de Guerra (ordinarios)128, los Consejos de Guerra Verbales y los procedimientos 
especiales. Todos los procedimientos militares de justicia tienen en común dos etapas, a 
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saber, el sumario –entendido como la reunión de diligencias propias para comprobar el 
delito, circunstancias, tiempo y lugar en que se cometió, autores y partícipes, entre otras-, 
y en segundo lugar, el juicio. Los mecanismos del juicio son lo que diferencian los 
procedimientos militares en la administración de justicia castrense. 
 
Principios:  
 
De acuerdo con Bonilla, son cuatro los principios fundamentales, a saber, el principio de 
“oralidad”, el principio “inquisitivo”, el principio de “inmediación” y el principio de la 
“eventualidad”. La oralidad es inherente a los Consejos de Guerra Verbales en cuanto 
buscan una comunicación directa entre todos los integrantes, en particular quienes tienen 
la responsabilidad de fallar el caso “todo el procedimiento de los Consejos de Guerra 
Verbales es oral, debiendo quedar por escrito únicamente el Acta, los Cuestionarios y la 
Sentencia”129. Por su parte, el principio inquisitivo tiene que ver con la facultad de ordenar 
y realizar actos de instrucción, exista o no investigación previa, y que las partes pueden 
pedir pruebas si fueren conducentes y practicables en el acto de la audiencia, a juicio de la 
mayoría de los Vocales”130. Ello evidencia un punto fundamental: la capacidad de 
realización de pruebas conducentes a obtener la verdad, se encuentra condicionada a la 
capacidad para realizarlas a la brevedad de la audiencia, es decir, en correspondencia 
directa con la agilidad y rapidez características de la aplicación militar de justicia. De otro 
lado, el principio de la Inmediación, ligado al principio de la oralidad, hace referencia a la 
comunicación directa entre las partes representantes del Consejo, donde por ejemplo, los 
acusados y testigos pueden ser interrogados por el asesor jurídico, el Presidente del 
Consejo, los tres Vocales, el Fiscal y los Apoderados. Para Oscar Bonilla “En esa forma, los 
jueces de derecho y los jueces de hecho obtendrán una percepción más exacta del 
desarrollo del Consejo y podrán comprender de una manera más diáfana el aspecto que 
se halla controvertido, así como también podrán apreciar, de manera directa, la 
credibilidad en las exposiciones rendidas por los acusados, testigos y peritos”131. Por 
último, el principio de la eventualidad hace referencia a la existencia u organización de 
una serie de etapas delimitadas, fuera de las cuales no es posible la práctica de prueba 
alguna porque precluye la oportunidad para pedirlas.  
 
En la justicia penal militar la jerarquía es la base de cada uno de los principios de 
juzgamiento “Artículo 2. El ejercicio de la jurisdicción militar es inherente a la jerarquía 
militar. En ningún caso un militar inferior podrá juzgar a su superior, ni a otro más 
antiguo”132. En la disciplina militar la subordinación del inferior al superior, de manera no 
deliberante, es un pilar fundamental innegociable. Se habla entonces de una estructura 
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jerárquica de mando que se encuentra íntimamente ligada al principio de antigüedad, 
como condición imprescindible de ascenso y de adquisición de poder de mando. En el 
escenario de la administración de justicia, la jerarquía y la antigüedad son inherentes al 
juzgamiento militar, pues los militares de mayor rango tenían la potestad de enjuiciar a los 
de menor graduación, y bajo ninguna circunstancia se permitía lo contrario. Ello evidencia 
que a los militares se les otorgó el poder de administrar justicia, más que en función de su 
conocimiento del derecho penal, por su posición en la estructura jerárquica de la 
organización armada.  
 
De otro lado, la celeridad en los procesos de juzgamiento era una cualidad fundamental 
para la justicia penal militar. En la administración de justicia castrense las garantías al 
derecho de defensa se encontraban subsumidas por el objetivo primordial que era la 
preservación de la institución castrense, necesidad que, particularmente en épocas de 
crisis, demandaba procedimientos abreviados que permitieran la ejecución rápida de 
sanciones y el pronto restablecimiento de los problemas que lesionaban el 
funcionamiento de las Fuerzas Armadas. En este sentido, la rapidez y brevedad de los 
procedimientos de juzgamiento era sobrevalorada por encima de la justicia, en virtud de 
garantizar la subordinación inmediata de los trasgresores del ordenamiento jurídico 
militar. 
 
El traspaso de los principios de la organización militar al ejercicio mismo de la 
administración de justicia ha sido susceptible de críticas, básicamente por transgredir los 
lineamientos fundamentales del derecho de defensa que aplican no sólo para los 
particulares, sino también para los mismos militares. De acuerdo con Álvaro Acosta los 
derechos en materia de juzgamiento asisten a todo ciudadano, sea civil o militar, sin 
distingo de jurisdicciones especiales “la jerarquía y la antigüedad como principios del 
proceso militar son incompatibles con el derecho a juzgar…ya que no permiten el criterio 
del juez en forma libre y la objetividad en el análisis de los hechos delictivos 
ocasionados…si el acto juzgador no puede someterse a las reglas que el Código en materia 
penal ha impuesto, tanto si es militar como particular, se ve claro que tales principios que 
inspiran el proceso militar, reprimen el derecho del procesado y lo enmarcan en esquemas 
diferentes a los de buscar la verdad en el proceso”133. De lo anterior se destaca con 
claridad un asunto fundamental: la potestad de juzgar es una sola y, en esa medida, la 
aplicación de principios especializados no tiene cabida en los procesos judiciales, puesto 
que existen parámetros determinados que fijan su ejercicio y, en la medida en que se 
cumplan, garantizan el interés estatal de sancionar o de conocer la verdad, garantizando 
en todo caso la regulación entre el interés represivo del Estado y el pleno derecho de 
defensa del sindicado.  
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Procedimiento de convocatoria:  
 
De acuerdo con el Código Penal Militar “Tienen la facultad de convocar Consejos de 
Guerra Verbales los mismos jueces de primera instancia señalados para el procedimiento 
de Consejo de Guerra, con la misma jurisdicción y competencia”134. Así, quienes deciden 
convocarlos son los mismos militares, de acuerdo al personal que está directamente bajo 
su mando y a su cargo. En lo que respecta a sindicados civiles, de acuerdo con el artículo 
330 del Código Militar, la competencia recae sobre los Comandantes de Brigada.135 
 
Un aspecto fundamental es que pueden ser convocados “exista o no investigación 
previa”136, a través de una resolución dictada por el juez de primera instancia. Las 
Resoluciones que se dictan como consecuencia de una investigación previa indican las 
personas sindicadas, los delitos por los cuales se les acusa, de acuerdo a lo actuado, el 
personal que integrará el Consejo y el sitio en el cuál se llevará a cabo la reunión. La 
diferencia con respecto a las Resoluciones que se dictan sin investigación previa radica en 
que, en ésta última,  el sindicado no tiene conocimiento de los delitos por los cuales se le 
acusa el mismo día de reunión del Consejo, dado que la Resolución, además de designar 
los miembros del Consejo, únicamente nombra a un Funcionario de Instrucción para que 
adelante las pruebas y las presente oralmente sólo hasta el día de la realización de la 
audiencia. Antes de este día, los cargos que se imputan permanecen secretos “Cuando no 
existe investigación previa, por la Resolución se designará, además, el funcionario de 
instrucción que ha de realizar inmediatamente la investigación.  Concluida ésta, el 
funcionario dará cuenta verbal de sus gestiones al Consejo, y pondrá a su disposición los 
testigos que deban ser interrogados y todas las demás pruebas que haya podido reunir”137 
 
Composición del Consejo de Guerra Verbal  
 
La composición de los Consejos Verbales es netamente militar en las esferas decisivas. Se 
encuentran integrados por un Presidente (juez en derecho), tres vocales (jueces de 
hecho), un fiscal (representante de los intereses de la sociedad), un asesor jurídico 
(auditor de guerra), y un secretario. La decisión final proviene de los jueces de hecho y de 
derecho, miembros de la institución castrense “El Presidente, los Vocales y el Fiscal deben 
ser Oficiales en servicio activo o en retiro, superiores en grado o antigüedad al sindicado, 
cuando éste sea militar, y cuando se trate de juzgar a Magistrados o fiscales del Tribunal 
Superior Militar, serán oficiales superiores”138. Aunque el legislador incluyó la figura del 
“asesor jurídico” con el fin de amparar la aplicación del derecho con respecto al sindicado 
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“toda vez que sus juzgadores de hecho y de derecho son individuos militares sin versación 
en materias jurídicas”139, la emisión de sus conceptos no son de forzosa aceptación por el 
juez. 
  
En materia de defensa, tanto el apoderado como el defensor son los encargados de velar 
por los intereses del sindicado en un Consejo Verbal de Guerra. Existe una diferencia 
formal entre ambas figuras: el apoderado lo hace dentro de la etapa investigativa y el 
defensor –que puede o no ser el mismo apoderado- toma dicho nombre sólo en el 
instante en que recibe los denominados “Cuestionarios”, o cargos imputados al acusado. 
La elección del apoderado o defensor por parte del sindicado se limitaba a dos opciones: 
un oficial en servicio activo o en uso de bien retiro (de las Fuerzas Armadas o la Policía 
Nacional), o un abogado civil titulado e inscrito debidamente para actuar en dicho 
escenario. Sin embargo, los abogados civiles, por lo menos hasta la Ley 16 de 1968,  no 
estaban autorizados para intervenir en la Audiencia de los Consejos de Guerra Verbales, a 
no ser que cumplieran con la condición de haber servido como Magistrados o Fiscales del 
Tribunal por más de tres años. Así lo estableció el artículo 393 que dice: 
 
“En los procesos penales militares los cargos de apoderado y defensor pueden 
desempeñarlos oficiales de las Fuerzas Armadas en servicio o en uso de buen retiro, o 
abogados civiles, pero éstos últimos no pueden intervenir en la audiencia de los Consejos 
de Guerra Verbales, sino cuando han servido el cargo de Magistrados o Fiscales de 
Tribunal por más de tres años”.  
 
El artículo 34 de la ley 16 de 1968 corrigió dicha disposición, pero sólo hasta 1968, es 
decir, diez años después de instaurado el Frente Nacional, en donde por fin se permitió a 
los abogados civiles intervenir en todo el desarrollo del Consejo Verbal de Guerra. 
 
Trámite de la audiencia:  
 
El trámite de la audiencia constituye uno de los elementos más controvertidos de este 
mecanismo excepcional de administración de justicia. Cuando existe una investigación 
previa, se da lectura al proceso en presencia de los reos; cuando no existe la investigación, 
se oyen los informes del funcionario de instrucción, sin la presencia de los sindicados. 
Cuando esto sucede, el presidente puede tomar indagatoria al acusado  y ordenar las 
diligencias que sean necesarias siempre que sean practicables en el acto mismo de la 
audiencia “El Presidente, por su propia iniciativa o a petición de cualquiera de los vocales, 
ordenará las diligencias que considere necesarias siempre que sean practicables en el acto 
mismo de la audiencia (…) Las partes pueden pedir otras pruebas y si fueren conducentes 
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y practicables en el acto de la Audiencia, a juicio de la mayoría de los vocales, el 
Presidente las ordenará”140 
 
El juzgamiento comprende tres etapas: el debate oral, el veredicto y el fallo. El debate oral 
se caracteriza por la lectura y entrega de copia de los Cuestionarios al Fiscal y el Defensor, 
los cuales disponen de tres horas para preparar los alegatos. Si se tratara de varios 
procesados, el período de tiempo se amplía a seis horas para las partes. Concluido el 
período de preparación del juicio, se reanuda la sesión con la concesión de la palabra, por 
una sola vez, al Fiscal y los Defensores. 
 
Vale la pena detenerse en la importancia vital de los denominados Cuestionarios, 
entendidos como  “el pliego de cargos que la sociedad formula al sindicado, una vez se 
haya hecho la investigación dentro del Consejo, y se conozca, plenamente, cuál ha sido la 
norma violada”141 Los Cuestionarios constituyen la pieza procesal más importante del 
Consejo al contener los elementos que estructuran el delito, así como los elementos 
atinentes a la responsabilidad y las circunstancias modificadoras para una posible 
aplicación de la pena. En esta etapa del proceso, la redacción de los Cuestionarios juega 
un rol fundamental, en especial porque los jurados o vocales, encargados de sancionar o 
liberar de los cargos a los acusados, no son especialistas en derecho, razón por la cuál una 
mala redacción e interpretación de los mismos es definitiva para la condena o la 
absolución. Terminado el debate oral, los tres vocales se constituyen en sesión secreta y 
permanente. En dicho proceso, cada vocal responde sobre la culpabilidad o inocencia del 
acusado planteada en los cuestionarios, de manera escrita y por separado, proceso que 
culmina con el escrutinio del Presidente y el asesor jurídico. El escrutinio constituye el 
veredicto del caso, momento en el cual “el Consejo entrará en receso y el Presidente, con 
la ponencia del Asesor,  procederá a redactar la sentencia que, firmada por el presidente, 
el asesor y el secretario, se notificará al fiscal, a los defensores y a los reos, en sesión 
plena”142 
 
Por último, en cumplimiento del principio de oralidad, los Consejos de Guerra Verbales 
disponían, como único medio de verificación del proceso, de actas elaboradas por el 
Secretario del Consejo donde se consignaba un resumen de los aspectos más relevantes 
del juzgamiento, constituyéndose así en la única prueba escrita del juicio “Todo el 
procedimiento de los Consejos de Guerra Verbales es oral, y sólo debe quedar por escrito 
el acta, los cuestionarios y la sentencia, a menos que sea indispensable agregar algún 
documento. Sin embargo, podrán agregarse las síntesis de las alegaciones orales de las 
partes”143.  
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Bajo esta perspectiva, los Consejos de Guerra Verbales conjugaron, en un solo 
mecanismo, todos los principios militares de represión en un juzgamiento, entre los cuales 
se resalta el llamamiento a juicio sin investigación previa; la composición netamente 
militar, tanto de los encargados de enjuiciar y sentenciar como de defender al sindicado 
(la participación de abogados civiles tenía condiciones sumamente desventajosas); la 
reducida duración del proceso, los principios militares de jerarquía y antigüedad como 
pilares de juicio, así como la celeridad, entendida como “el logro de un resultado por 
cualquier medio y en el menor tiempo posible”144.  
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3. JUSTICIA PENAL MILITAR EN EL FRENTE NACIONAL (1958-1974): 
INSTITUCIONALIZACIÓN DEL LEGADO DICTATORIAL Y REPRESIÓN DE LA PROTESTA 
SOCIAL 
 
 
Tras casi una década de excepcionalidad jurídica y predominio militar en la conducción del 
Estado, el Frente Nacional constituyó, además de un mecanismo de apaciguamiento de la 
violencia partidista, una “promesa democrática” para diversos sectores reformistas de la 
sociedad civil. Mientras el “gobierno conjunto” de los partidos tradicionales empezaba a 
fortalecer el papel del Estado en el conjunto de la sociedad, nuevos fenómenos políticos 
como la diversificación de la izquierda y la reconstrucción de la organización y proyección 
de las masas, aparecieron en la escena pública como protagonistas de renovadas 
tensiones políticas.  
 
A pesar de sus connotaciones restringidas, el Frente Nacional marcó el inicio de un 
período con expectativas políticas e institucionales orientadas a diferenciarse de la 
experiencia dictatorial precedente. No obstante, resulta interesante observar lo que 
concierne a la participación de los militares en el sistema judicial, pues los cambios 
exógenos acaecidos en el contexto político no interrumpieron dicha tendencia, 
abiertamente antidemocrática. Tras examinar las coyunturas críticas del proceso 
formativo institucional, el presente capítulo expone las variables que hicieron de la justicia 
penal militar un caso “path dependence”, analizando los factores de retroalimentación 
positiva  que favorecieron la continuidad de la política de represión punitiva por la vía 
militar en un régimen con condiciones democráticas diferentes y mucho más amplias de 
las presentadas en la década precedente.  
 
3.1. Del enfrentamiento bipartidista al monopolio del poder: Irrupción de nuevas 
fuerzas políticas beligerantes al régimen durante el Frente Nacional. 
 
Aunado a la naturaleza restringida del Frente Nacional, la influencia de las directrices del 
comunismo internacional y los acontecimientos revolucionarios acaecidos a nivel mundial, 
como la revolución china, el “tránsito pacífico al socialismo” promovido por el partido 
comunista soviético y la revolución cubana permearon el desarrollo de las nuevas fuerzas 
de izquierda, las cuales se diversificaron ampliamente durante este período.145 Unas, 
animadas por el éxito de la revolución cubana, comenzaron temprano la senda de la lucha 
armada, como el Movimiento Obrero de Estudiantes Campesinos (MOEC), organización 
desligada por completo de la influencia del Partido Comunista, el Partido de la Revolución 
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Socialista (PSR) y el FUAR. En esta categoría se encuentra también el ELN, originado 
inicialmente por un grupo de juventudes del MRL que en 1963 proclamaron abiertamente 
su opción por la vía armada.146  
 
El maoísmo también empezaba a tener expresiones concretas dentro del espectro 
político. La adscripción del Partido Comunista Colombiano a la línea internacional soviética 
generó una ruptura interna de la que deslindó el Partido Comunista Marxista Leninista 
(PC-ML) de influencia Maoísta, en el año 1965. La organización constituyó en 1967 su línea 
militar, estructurada en el EPL.147A partir de 1968 surgió, con base en el sindicalismo 
independiente, el Movimiento Obrero Independiente y Revolucionario (MOIR) como 
nueva organización política de línea leninista, orientada por el pensamiento de Mao Tse 
Tung. El MOIR rechazó la vía de la lucha armada, pero constituyó una expresión política 
originada al interior de varios sectores de masas obreras, convertida luego en partido 
político. De un proceso parecido provino la Tendencia Socialista (TS) de línea Trotskista, la 
cual respondió principalmente a la coyuntura de movilización de los campesinos, del 
estudiantado y del magisterio en 1971.  
 
De otro lado, en virtud de la voluntad popular expresada en el plebiscito de 1957 –que 
derogó toda la creación constitucional de la dictadura- el Partido Comunista recuperaba 
su estatus legal. Creado en la década del 30, se había formado como un partido 
“orientado hacia la construcción de la hegemonía dentro de las organizaciones populares 
y hacia la promoción de las reformas sociales.”148  
 
Los comunistas sostuvieron la idea de que la lucha armada no debía ser la única vía de 
acceso a la revolución, dando relevancia a las vías legales de transformación. Es así como, 
a pesar de haber constituido entre 1949 y 1958 organizaciones campesinas que 
empleaban la autodefensa y la lucha guerrillera de manera intermitente, en el Frente 
Nacional no se limitaron al trabajo extralegal. Agitaron entonces la famosa bandera 
política de la “combinación de todas las formas de lucha”, que pretendía aplicar las 
estrategias de lucha existentes:  
 
“La combinación de todas las formas de lucha significa saber, en un momento 
determinado, cual de ellas es la principal para concentrar en su desarrollo todos los 
esfuerzos, sin que ello signifique menosprecio para las demás formas. Así, por ejemplo, si 
se trata de una huelga hay que centrar en ella el esfuerzo principal de la organización, 
procurando que su final conlleve los mejores resultados para los trabajadores. Eso no 
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querrá decir que no se tenga en cuenta la probable agresión por parte de las autoridades  
o de elementos armados por los patronos y que en consecuencia, se organicen y preparen 
grupos de autodefensa”.149De acuerdo a lo anterior, los comunistas intentaron vincular 
todos los frentes de trabajo, a saber, la vía armada, la competencia electoral y la lucha de 
masas “Reivindicamos como justa la lucha armada y estamos también en la vía que 
ustedes llaman ‘pacífica’, estamos en la acción de masas y tenemos aliados en el 
parlamento y aspiramos a acabar con el sistema paritario para tener plenos derechos 
políticos”.  150  
 
Su incursión en la lucha armada fue planteada como una “necesidad”, una respuesta de 
las masas a la violencia oficial: “La lucha armada, en su forma guerrillera, es una necesidad 
en Colombia, porque es una respuesta necesaria a la política de violencia contra las masas, 
especialmente contra las masas campesinas, política de violencia del imperialismo yanqui 
y de la oligarquía. Pero no es, ni ha sido, en concepto del partido, la forma principal de 
lucha en Colombia. Para nosotros la lucha armada forma parte de las luchas generales, 
proletarias y populares; es una forma de la lucha de masas y no sobrevino sino allí en 
donde los intereses de las masas se expresan y cuenta con su apoyo”151  
 
La esfera electoral fue un tema de divergencia con otras agrupaciones de izquierda, la 
gran mayoría de posición abstencionista. Los comunistas pregonaron el uso de las 
elecciones como parte de la estrategia de lucha de masas “Hay que utilizar las elecciones, 
es una forma de lucha que no se puede despreciar, que moviliza a grandes sectores de la 
población colombiana; hay que aprovechar las facilidades que se ve obligado a conceder 
el Estado en torno a la campaña electoral para llegar a las masas y hay que conquistar 
escaños parlamentarios para hacer propaganda a nuestras posiciones”.152  
 
Como la recuperación del estatus legal coincidió con la restricción de la competencia 
electoral, los comunistas desarrollaron alianzas con los sectores más radicales del 
liberalismo, particularmente el MRL.153Con los acuerdos electorales, accedieron a varios 
escaños en diversas corporaciones públicas, desarrollando trabajo en ciertos frentes 
adscritos al partido liberal “Conjuntamente con las masas seguidoras del MRL se libraron 
importantes acciones políticas, tales como la defensa de la revolución cubana, la lucha 
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contra las medidas antidemocráticas del Frente Nacional, la defensa de las regiones 
campesinas que como Marquetalia fueron agredidas por órdenes del imperialismo, y 
muchas otras acciones de masas. También se obtuvieron posiciones en las corporaciones 
públicas, utilizadas por aliados y por el partido en momentos en que el bipartidismo 
partidario impedía a los comunistas llegar como tales a los cuerpos colegiados”.154 
 
Su presencia en el sector obrero y campesino abarcaba la elevación de su nivel 
organizativo y político, apoyando las reivindicaciones inmediatas planteadas por los 
sectores sociales. En las décadas del 60 y 70, se encontraban reconstruyendo el 
movimiento sindical clasista a través de  Comité de Unidad de Acción y Solidaridad Sindical 
CUASS, el mismo que diera nacimiento a la Confederación Sindical de Trabajadores de 
Colombia (CSTC).  De esta manera, el trabajo de masas del comunismo y otras 
agrupaciones de izquierda en la esfera legal fue una de las características propias del 
Frente Nacional. La diversificación de la izquierda y la reconstrucción del partido 
comunista bajo las toldas de la “legalidad” habían servido para recuperar las 
organizaciones sociales ligadas al partido. De otro lado, puede plantearse que su 
convergencia con los movimientos populares obreros, campesinos y sectores radicalizados 
de clase media favoreció procesos de autonomía en distintos campos populares, 
disidencias y nuevas organizaciones políticas exentas del control bipartidista, 
contradictoras o críticas del régimen de coalición155, cuestión que a lo largo del régimen 
fue motivo permanente de preocupación estatal.  
 
Aunado a la diversificación de la izquierda, el nacimiento de grupos insurgentes y la 
reconstrucción del partido comunista, la elevación de la protesta social fue otro de los 
signos del período. A pesar de sus rasgos restringidos, la instauración del régimen de 
coalición bipartidista marcaba un momento importante para la organización de las masas 
y el ascenso de las protestas sociales, así como la implementación de respuestas estatales 
represivas para contenerlas. De acuerdo con Leopoldo Múnera, en el Frente Nacional el 
Estado “sin llegar a cumplir plenamente las funciones institucionales de legitimación y 
control social, se fortaleció como actor colectivo y empezó a jugar un papel determinante 
en el manejo de la política económica y en la represión policial o militar del descontento 
popular”156  
  
Aunque el nuevo régimen político arrancó en momentos de crisis económica, 
caracterizada por problemas de devaluación, inestabilidad en las exportaciones, 
crecimiento de la deuda externa, crecimiento acelerado de la población urbana y 
problemas de desempleo que alcanzaban niveles importantes en las 8 principales 
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ciudades de Colombia,157el restablecimiento parcial de las libertades políticas creó un 
campo de oportunidad que fue aprovechado ara la organización y participación de 
diversos sectores sociales, evidenciando una clara diferencia con el periodo anterior. De 
acuerdo con Mauricio Archila y Álvaro Delgado, “las cifras arrojan una suma de 3031, con 
un promedio de 178 por año, algo así como una protesta cada dos días. Sobresalen los paros 
en el conjunto de las luchas, con una proporción mayor a la mitad, y dentro de ellos las 
huelgas laborales que fueron 1082, el 36% de las protestas”158, mientras que el sector 
obrero reconstruyó considerablemente su capacidad de organización “en un tiempo muy 
corto se creó un inmenso número de sindicatos. Entre 1957 y  1965 fueron constituidas 
1967 organizaciones y el volumen de afiliados pasó de menos de 100.000 a unos 700.000. 
El porcentaje de trabajadores sindicalizados con respecto a la población ocupada ascendió 
de 5,5% en 1947 al 15,5 % en 1965"159.  
 
Los primeros años del régimen iniciaban con un grado de conflictividad social mayor al 
registrado durante los últimos años de la dictadura. La región del Valle empezaba a 
convertirse en un foco central para el desarrollo del movimiento de masas trabajadoras, 
particularmente por la concentración obrera en las refinerías azucareras conjugada con 
los bajos salarios, la fuerte afluencia de trabajadores agrícolas y la tradición sindical 
simbolizada en la Federación de Trabajadores del Valle (FEDETAV). La huelga de los 
ingenios del Valle del Cauca en reclamo de mejoras salariales constituye uno de los 
primeros hitos de protesta social destacados en este período, donde resalta el paro de los 
trabajadores de “Manuelita” en abril, y la huelga de “Riopaila” en octubre, ambas en el 
año 1959. La intervención militar en éste último provocó la organización de un gran “paro 
de solidaridad” que congregó a todos los ingenios azucareros de la región, acción que 
prontamente fue tildada de comunista y contraria a la legalidad “Las huelgas de 
solidaridad conducen a paro general, que es la antesala de la revolución.”160  
 
Por su parte, el sindicalismo comenzaba a fortalecerse en sectores estratégicos. El 
desarrollo de huelgas en el sector bancario y en el campo de los trabajadores públicos así 
lo constatan. Sin contar con una organización de masas, los campesinos, despojados de 
sus tierras durante la Violencia, desarrollaban invasiones espontáneas sobre propiedades 
rurales, mientras que en las ciudades la movilización de los maestros se hacía presente, 
exigiendo mejoras laborales y el pago de sus salarios. 
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Entre 1958 y 1962 la agitación fue menor al compararla con los siguientes períodos del 
Frente Nacional, pues había cierta esperanza con el retorno a la democracia, a pesar de 
sus connotaciones restringidas. Entre 1962 y 1965 las luchas sociales aumentaron 
considerablemente con un alto grado de radicalización. En ese sentido, comenzaron a 
acentuarse, por su nivel de agitación y organización, las huelgas en el sector de la 
construcción y del petróleo, así como las respuestas represivas del Estado. Uno de los 
hitos más recordados fue el caso de la huelga de “Cementos El Cairo” el 23 de febrero de 
1963, más conocida como la “masacre de Santa Bárbara”, en la que un centenar de 
obreros cayeron  abatidos por el Ejército.161 En abril del mismo año, tuvo lugar la huelga 
de lo obreros petroleros de la Colpet (Colombian Petrolium Company), que movilizaba 
1.200 obreros los cuales, a su vez, fueron respaldados por 14.000 obreros de la Federación 
de Trabajadores Petroleros gracias a los denominados “paros de solidaridad”, acciones 
obreras realmente repudiadas por el gobierno. Desde el principio, las huelgas se tornaron 
en un ambiente hostil: fracasaron las mesas de negociación, el gobierno decretó la 
ilegalidad de la huelga y empezaron los despidos masivos en Colpet y Shell. Ante esto, los 
sindicatos ejecutaron paros de solidaridad, práctica que generalmente fue tildada de 
subversiva por el gobierno “Los paros de solidaridad no solo son contrarios ala norma 
jurídica. Son inadmisibles porque generalmente se les utiliza como arma de agitación 
política. Y la huelga es dentro de la democracia, un instrumento de justicia social y no 
abusivo método de subversión”.162 Aunque el gobierno condenó las huelgas solidarias e 
implantó el estado de sitio, los obreros petroleros lograron cohesionar demandas 
comunes, entre ellas la nacionalización del petróleo y la protección del sector contra las 
inversiones extranjeras norteamericanas. 
 
Por su parte, la organización sindical avanzaba. Además del surgimiento de la 
Confederación Sindical de Trabajadores de Colombia (CSTC) en mayo de 1964163, dicho 
año se caracterizó por la intensidad y duración de las huelgas movidas por el espíritu 
solidario del obrerismo sindicalizado, así como la suma de los sindicatos de todas las 
Federaciones. En 1965, las centrales obreras oficiales programaron un paro general para el 
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25 de enero, que finalmente no se realizó por la concertación entre la UTC y la CTC con el 
gobierno. En medio de un clima laboral agitado, se lograron varias conquistas, como la 
ampliación del fuero sindical, pago triple de los dominicales, reglamentación para votar las 
huelgas, regulación de los despidos unilaterales e indemnizaciones, entre otras.  
 
El movimiento estudiantil también emergió con fuerza. Los estudiantes constituían un 
sector en permanente movilización, no sólo en respuesta a medidas académicas o 
administrativas, sino también en continua solidaridad con los demás sectores de clase, 
apoyando diversas causas obreras y campesinas. Iniciando el Frente empezaron a 
observarse protestas contra las autoridades universitarias, en particular contra los 
rectores heredados de la dictadura.164Más adelante, teniendo como antecedente el éxito 
de la protesta en la Universidad Industrial de Santander (UIS) en julio de 1964,165vino un 
período importante de auge para el movimiento estudiantil. En mayo de 1965 se 
desataron protestas a nivel nacional, gracias a la represión ejercida por el gobierno y la 
bota militar contra los estudiantes de la Universidad de Antioquia, los cuales se 
encontraban protestando por la invasión norteamericana a República Dominicana y la 
exigencia de autonomía universitaria. La incursión militar a las instalaciones de la 
Universidad desató una ola de protestas en casi todas las universidades públicas y 
privadas del país166.  En 1966 los ánimos continuaron caldeados por las protestas de la 
Universidad Nacional en la que fueron agredidos el Presidente Carlos Lleras Restrepo y 
Nelson Rockefeller, cuando se disponían a inaugurar una nueva instalación en la ciudad 
universitaria167. 
 
Entre las reacciones gubernamentales al auge de los movimientos huelguísticos durante 
los dos primeros gobiernos del Frente Nacional se encuentra la promulgación del decreto  
939 de abril de 1966 el cual, en el marco del estado de sitio, limitó el derecho de huelga, 
estableciendo un término máximo de cuarenta días para su duración, “cumplidos los 
cuales el gobierno convocaría un Tribunal de Arbitramiento, de composición tripartita, 
para dirimir el conflicto; su fallo era obligatorio y los trabajadores, una vez convocado el 
Tribunal, debían levantar el paro, quedando a merced del pronunciamiento final de los 
árbitros, haciéndose evidente en muchos casos la participación solitaria y minoritaria del 
representante obrero”168. La medida neutralizó de tajo el movimiento ascensional de los 
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obreros, disminuyendo efectivamente la promulgación y prolongación de la acción de las 
masas trabajadoras.  
 
Así, la protesta social entró en una suerte de inercia entre 1965 y 1968: de 84 huelgas en 
1965 a 73 en 1966,  45 en 1967 y 44 en 1968169 De acuerdo con lo anterior, el número de 
huelgas decayó ostensiblemente, pues la gran mayoría de ellas terminó en Tribunales de 
Arbitramiento Obligatorio. En 1968 “suben a 93 los Tribunales convocados, en 
comparación con 46 del año anterior. El pleno de la CSTC reunido en junio pudo 
establecer que como consecuencia de la situación política y de las medidas represivas del 
gobierno, incluido el decreto 939 de 1966, las luchas de la clase obrera han venido en 
descenso.”170 En 1968 se intentó una nueva unificación de las organizaciones sindicales 
obreras a través de la Coordinación Nacional de un Movimiento Unitario, que constituyó, 
el primero de mayo, el Comité Nacional de Unidad de Acción integrado por la CSTC, la 
CTC, SICOL, FECODE, Sindicato Nacional de Choferes y Federación Colombiana de 
Transportes. A pesar de la autoexclusión de la UTC, ésta terminó rompiendo las relaciones 
con el gobierno de Lleras Restrepo, en el marco de la Reforma Constitucional aprobada.171 
 
El último período del Frente Nacional se encuentra marcado por una fuerte reactivación 
de la protesta social. Sin duda alguna, el año 1971 refleja el más alto pico de la 
movilización social durante el régimen de coalición172.  El movimiento campesino, 
articulado en torno a la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC), irrumpe en 
el escenario público presionando la aceleración de la reforma agraria. El gobierno de 
Misael Pastrana modificó radicalmente los planes de reforma agraria adelantados por la 
administración de Lleras Restrepo, mientras que los terratenientes expulsaban por su 
cuenta a los campesinos aparceros y arrendatarios en todas las regiones del país. Bajo 
esta perspectiva, la lucha campesina liderada por la ANUC se radicalizó oponiéndose al 
régimen bipartidista e invitando a los campesinos a realizar la reforma agraria por su 
cuenta. Es así como a lo largo del año  germina una ola de invasiones campesinas a 
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propiedades rurales, particularmente en zonas de grandes latifundios de la Costa, 
exigiendo “tierra para el que la trabaja”173.   
 
Las luchas estudiantiles también tuvieron una reactivación sin precedentes. Teniendo esta 
vez como epicentro la Universidad del Valle, las protestas se generalizaron en rechazo a la 
injerencia norteamericana en la educación superior, protesta que se amplió a múltiples 
universidades públicas y privadas.174 Dicho movimiento se cruzó con la organización de un 
paro general para marzo de 1971 organizado por las centrales obreras  CTC, UTC y CSTC. 
Adicionalmente, es menester destacar que en 1973 se desarrollaron protestas en el sector 
petrolero de Barrancabermeja, las cuales fueron duramente reprimidas por el ejército. A 
esta altura del régimen, estudiantes, campesinos y trabajadores, aunados con singular 
fuerza, pusieron sobre la palestra el desgaste del régimen caracterizado por la 
reactivación y combatividad de la protesta social.  
 
3.2. Avance del rol estratégico de las Fuerzas Armadas durante el régimen de coalición: 
lucha contrainsurgente, militarización del conflicto social y tutela del orden público 
  
El albor de la Guerra Fría había sorprendido al país en una etapa de polarización 
bipartidista caracterizada por la exacerbación de la violencia política entre Conservadores 
y Liberales a finales de los años 40, mejor conocida como la “La Violencia”. Como se ha 
descrito en la primera parte de este trabajo, la institución castrense intervino 
permanentemente en los enfrentamientos civiles. Con la llegada del Frente Nacional, y en 
adelante, interiorizó la atmósfera anticomunista propagada por los Estados Unidos en el 
marco de la emergencia de las agrupaciones subversivas. Es así como el clima militar 
antinsurgente generó las condiciones adecuadas para la definición del componente 
colombiano de la Doctrina de Seguridad Nacional.175 La Revolución Cubana y el 
fortalecimiento de la doctrina norteamericana en la región, generaban el contexto idóneo 
para la transformación ideológica de las instituciones castrenses. Con la llegada del 
General Ruiz Novoa al comando del ejército en 1960 se marcó un cambio importante en el 
ámbito organizativo de las fuerzas armadas: la cohesión de una ideología militar coherente 
con la revolución estratégica anticomunista, en detrimento de la politización 
partidaria176“Las FF.MM. (Fuerzas Militares), de las cuales el Ejército es parte fundamental, 
son la institución encargada de garantizar la normalidad contra los enemigos externos e 
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internos y la única que está en condiciones de hacerlo en momentos de crisis”,177decía en 
General. 
  
Si bien la Doctrina de Seguridad Nacional se desarrolló en Colombia de manera simultánea 
con el Frente Nacional, las tareas del poder político civil y el estamento militar en este 
contexto se distanciaron: el co-gobierno bipartidista se preocupó por la eliminación de la 
violencia política garantizando el monopolio del Estado para la “coalición republicana”, a 
través de la exclusión de toda forma institucional de oposición política como prenda de 
garantía de la consolidación del poder en la élite Liberal - Conservadora178; entretanto, las 
tareas correspondientes a la contención de las formaciones campesinas armadas y el manejo 
del orden público quedaron relegadas, con autonomía, a disposición de las instituciones 
militares. 
 
En consecuencia, los militares formularon el denominado “Plan Laso” Latinamerican Security 
Operation (1962), que en principio aglutinó una serie de estrategias encaminadas a eliminar 
completamente los efectos de la violencia bipartidista, sin embargo, pronto se tornó en un 
esquema de lucha contrainsurgente, articulándose claramente a los principios básicos de la 
Doctrina de Seguridad norteamericana en el que la población civil jugaba un papel 
fundamental para la estrategia dictada por Estados Unidos. Su componente medular fue la 
“acción cívico-militar”, que proponía penetrar zonas de influencia subversiva con el 
objetivo de el restar apoyo popular a las organizaciones insurgentes, ya fuera por la vía de 
acciones cívicas como la construcción de obras públicas, jornadas de alfabetización y 
salud179 o con ofensivas militares en las denominadas “repúblicas independientes” o  
territorios con fuerte presencia de estructuras de autodefensa campesina. 
 
En medio de la lucha anticomunista, las fuerzas armadas no se restringieron 
exclusivamente al combate guerrillero, pues la apelación a los militares en el ámbito 
doméstico abarcó otro escenario medular: la militarización de los conflictos laborales y 
sociales.180Las palabras de López Michelsen en 1957 proyectaron este aspecto con 
singular contundencia en vísperas del Frente Nacional “la única valla contra el desorden es 
la de una legitimidad apoyada lealmente por las fuerzas armadas. Un día es la huelga de 
los mineros, otro día la de los bancos, otro la de los comerciantes, otro la de los 
profesores universitarios, otro la de los empleados del transporte; mil dieces de mayo 
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separados que comprometen la estabilidad de todos los gobiernos, cuyo único punto de 
apoyo es el juramento de fidelidad del Ejército a la constitución”.181 
 
Según Leopoldo Múnera, el deterioro de la adscripción partidista que tuvo lugar 
progresivamente con el régimen de coalición dio paso al fortalecimiento de las vías 
coercitivas como mecanismo de control. Si bien, entre los decenios de 1910 y 1930, los 
militares habían sido utilizados en labores policiales de represión de protestas populares y 
de la oposición del partido que estuviera fuera del poder, a partir de la dictadura de Rojas 
Pinilla adquirieron un rol central y menos subsidiario en el escenario de la política 
nacional. De acuerdo con Múnera, tras la transición del bipartidismo hacia el régimen de 
gobierno conjunto, la emergencia de un nuevo conflicto que enfrenta a los principales 
actores de las clases dominantes con el movimiento popular y la izquierda, así como la 
evolución de las relaciones entre las Fuerzas Armadas y los Estados Unidos influenciaron 
ésta nueva tarea militar.  
 
Claramente, tras “La Violencia” y la dictadura de Rojas Pinilla, la emergencia de guerrillas 
revolucionarias y la implantación del Frente Nacional como solución definitiva generaron 
niveles importantes de independencia sobre en la institución castrense, la cual ya no era 
subordinada de los partidos, sino del Estado “La autonomía que ganaron para orientar  las 
políticas de defensa y seguridad nacional, estuvo precedida y determinada por la 
experiencia que adquirieron durante la dictadura militar, por el papel que jugaron como 
árbitros entre los partidos para salir de la violencia y por la creciente formación ideológica 
y estratégica impartida por el gobierno de los Estados Unidos. Esta última era 
complementaria del anticomunismo que animó al Frente Nacional y del nuevo tipo de 
hegemonía política construida por los partidos entre 1950 y 1975”182. Ante el deterioro de 
la legitimidad de los partidos, los militares asumieron la tarea de controlar la protesta 
social y contestataria que por esta época empezaba a desbordar las instituciones políticas  
y a aislar dirigentes de los movimientos populares que no se sentían representados183.  
 
La tendencia gubernamental a acudir a los militares para neutralizar el ejercicio legítimo 
de protestas en todos los sectores fue entonces un fenómeno permanente y sistemático 
que abarcó todo tipo de protestas y movilizaciones, como las obreras, estudiantiles, 
campesinas y cívicas. Éstas pueden constatarse con amplitud a lo largo del régimen: la 
intervención de las fuerzas armadas en la huelga de la Frontino Gold Mines Company 
(abril de 1959); el enfrentamiento con los obreros del Ingenio Riopaila (agosto de 1959); la 
ocupación militar de la Universidad de Cartagena (enero de 1960); el asalto al sindicato 
del Ingenio Pajonales (mayo de 1960); la ocupación del ingenio Castilla (julio de 1961); la 
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intervención en la huelga de la central Tumaco de Palmira (septiembre de 1961); la toma 
de la fábrica “Tejicondor” por las tropas (octubre de 1961);  intervención militar en contra 
de la realización de la Asamblea Sindical del ingenio “La Providencia” (noviembre de 
1962); agresión del ejército a manifestación de la Federación de Trabajadores del Valle 
“Fedetav” (febrero de 1963);  la masacre de Santa Bárbara por la huelga de cementos “El 
Cairo” (febrero de 1963); la militarización de Barranca y otras zonas aledañas por la huelga 
de obreros petroleros aunado al paro cívico en la ciudad (mayo de 1963); la ocupación 
militar de la Shell Condor en razón a la huelga de sus trabajadores (julio de 1964); el 
allanamiento de la Universidad de Antioquia por protestas estudiantiles, la invasión de 
predios de la Universidad Jorge Tadeo Lozano y los enfrentamientos con estudiantes 
movilizados en casi todas las universidades públicas y privadas del país (mayo, junio de 
1965); los choques entre maestros y estudiantes con el ejército por el desarrollo de un 
paro cívico en Boyacá (agosto de 1965); la ocupación militar de la universidad nacional 
tras protestas estudiantiles (octubre de 1966 y junio de 1967); el allanamiento militar al 
sindicato de trabajadores de la Hidroeléctrica del Prado (noviembre de 1969); la 
ocupación del ejército a la Universidad Nacional de Santander (diciembre de 1969); la 
intervención en el movimiento popular desatado por el fraude electoral a la Anapo (abril 
de 1970); el allanamiento a la sede de la Unión Sindical de Trabajadores ‘USO’ (mayo de 
1970); la invasión de la universidad nacional por los militares y los enfrentamientos con el 
estudiantado (junio de 1970); intervención del ejército en la huelga de ‘Confecciones 
Primavera” en Medellín (julio de 1970); la intervención militar en el paro de educadores 
de primaria y secundaria en Boyacá, convertido posteriormente en paro cívico (octubre de 
1970); la ocupación militar y los allanamientos en la Universidad del Valle, la Universidad 
Pedagógica de Bogotá, la Universidad Nacional, la Universidad de Cartagena y la 
Universidad del Atlántico, entre otras (marzo , abril, junio de 1971); la ocupación militar a 
la refinería de ECOPETROL (agosto de 1971); la intervención de las fuerzas armadas en 
paro de maestros organizado por FECODE (Marzo de 1972); la militarización de la ciudad 
de Santa Marta por choques entre profesores, estudiantes y padres de familia; la 
ocupación militar de las residencias estudiantiles de la Universidad Nacional; los 
allanamientos en las Universidades de Antioquia y Medellín, la militarización de la 
Universidad Gran Colombia; la militarización de la ciudad de Pereira por manifestaciones y 
de otras ciudades en el marco de la contienda electoral (abril de 1972); la intervención 
militar en la huelga de los trabajadores de Telecom (mayo de 1972); la intervención militar 
en Sucre para reprimir la recuperación de 13 haciendas por el movimiento campesino 
(marzo de 1973); los choques entre estudiantes del Instituto San Juan de Córdoba y el 
ejército (mayo de 1973); el nombramiento de Alcalde militar en Turbaco tras paro cívico 
de pobladores, enfrentamiento entre manifestantes de paro cívico y ejército en 
Fundación, Magdalena (junio y septiembre de 1973); la militarización de Bogotá y otras 
ciudades del país por paro nacional de transportadores (octubre de 1973); el allanamiento 
militar de la Normal de Pamplona (octubre de 1973); los enfrentamientos entre 
manifestantes y ejército por carestía en Cundinamarca, Santander y Cauca (noviembre de 
1973); la ocupación militar en Santander de Quilichao para evitar paro cívico por alza de 
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transporte y servicios públicos (noviembre de 1973); la incursión militar a la Universidad 
del Atlántico (mayo de 1974), entre otras.184Bajo esta perspectiva, el control de la protesta 
social se convirtió en una actividad institucional ligada a la seguridad nacional.185 
 
Esta observación general permite distinguir una cuestión fundamental: los militares 
consolidaron un papel estratégico en la defensa del orden público interno, fortaleciendo la 
dependencia gubernamental hacia la organización militar, erigida ahora como soporte 
medular del régimen de coalición. En la esfera de la administración de justicia penal no fue 
diferente: los militares desarrollaron, mal o bien, una experiencia de aprendizaje 
permanente sobre el oficio durante nueve años, reemplazando a la justicia ordinaria en 
parte de sus funciones bajo mecanismos más severos y expeditos de los que aquella podía 
implementar. Se desenvolvieron como actores estratégicos en tiempos de crisis sobre 
cuestiones neurálgicas de la justicia. Ahora, en el Frente Nacional, los militares podían 
proseguir con la tarea, fortalecidos con el crecimiento de su rol estratégico en el plano del 
orden público. La apologización de las cualidades sumarias de la justicia penal militar, en 
detrimento de la justicia ordinaria, apareció como una alternativa más “económica y 
eficiente” para algunos sectores políticos, como se mostrará a continuación. 
 
3.3. ¿Los militares son mejores jueces?: justicia castrense al “rescate” del orden público 
 
Durante el Frente Nacional, varios sectores políticos avivaron la idea de militarizar la 
justicia penal. Entre las razones que se esgrimieron salieron a relucir las falencias de la 
justicia ordinaria, acusada de lenta, ineficaz e incapaz de asumir los retos derivados del 
orden público, hecho que para muchos justificaba socialmente el uso de la justicia penal 
militar para el juzgamiento de fenómenos de orden público pertenecientes a la rama 
jurisdiccional común. Afirmaba el Presidente Alberto Lleras Camargo, en un mensaje al 
Congreso en 1961 sobre la quiebra de la justicia: “Es cosa grave que todo el país acepte 
axiomática la quiebra de la organización judicial, y que no haya nadie que pueda 
levantarse con la autoridad suficiente, nacida de los hechos, a refutar esa convicción 
pública”186 
  
El incremento de los índices de delincuencia y de ciertos delitos comunes frente a un 
sistema judicial considerado “inoperante”, con pocos resultados, legitimó un discurso 
gubernamental que arremetió fuertemente contra la administración de justicia. El ex 
ministro de justicia Vicente Laverde Aponte manifestó en un informe al Congreso en el 
año 1962 “Si hay algo a todas luces evidente es la ineficacia casi absoluta de nuestra 
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actual organización judicial para combatir con éxito la delincuencia”;187incluso se llegó a 
afirmar que “La única razón para que sean los militares y no civiles los jueces que se 
encarguen de ella, es que entre nosotros, la rama jurisdiccional del poder público no es 
capaz de administrar justicia.”188 
 
Este panorama coadyuvó a que ciertos sectores de la clase política legitimaran la 
represión punitiva ejercida por la justicia militar y la sustitución de las funciones penales 
del sistema judicial en los términos expuestos apologizando sus cualidades sumarias y 
“efectivas”: “Se ha afirmado por voceros gubernamentales que a diferencia de la justicia 
ordinaria, la justicia penal militar se caracteriza por su imparcialidad, celeridad, eficacia y 
ágil organización, y que el juez militar es tan juez como cualquier otro. Hay quienes han 
afirmado que la diferencia es puramente formal (esto es, problema de vestido): ‘¿cambia 
sustancialmente un ciudadano colombiano cuando cambia su everfit por un traje verde 
oliva o al revés?’”189Ello no habría sido posible si los militares no hubiesen desarrollado a 
lo largo de los años precedentes la idea de que su intervención en la administración de 
justicia hace parte de las responsabilidades atinentes a la organización militar en la esfera 
del orden público, particularmente en tiempos de crisis. Los militares justificaron el uso de 
las cortes marciales contra civiles “por razones surgidas del mismo estado de anormalidad 
y en razón a la rapidez y efectividad del procedimiento militar. Lo anterior no entraña 
cargo alguno contra la eficacia de los Magistrados y Jueces de la jurisdicción ordinaria, 
simplemente los procedimientos con que ellos trabajan son lentos y la delincuencia 
camina con pasos más acelerados diariamente”190.  
 
Para las instituciones armadas las actividades jurisdiccionales sobre civiles eran una 
consecuencia obvia emanada de la necesidad de “efectividad y eficacia” que sólo podía 
ser lograda a través de los mecanismos severos y rápidos de la organización militar en un 
país caracterizado por la permanente convulsión social y sediento de resultados contra la 
impunidad “La sociedad reclama de sus gobernantes y con justo título, que se la defienda 
con preferencia de ciertas formas de delincuencia que por su frecuencia y consecuencias 
la alarman y desconciertan y por ello en esta emergencia se acudió a la jurisdicción militar. 
No pretendemos que una de nuestras misiones fundamentales y permanentes, sea la de 
convertirnos en jueces de particulares, pero si nuestros métodos, nuestra honradez, la 
capacidad de nuestros hombres en otros órdenes distintos a los bélicos, sirven para el 
restablecimiento de la tranquilidad, como en el caso restringido y especialísimo de 
administrar justicia, con honor afrontamos esta nueva responsabilidad, tantas veces 
cuantas sea necesaria para garantizar el orden y el progreso”191De esta manera, aunque 
para algunos sectores militares la administración de justicia fuera una pesada carga, la 
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asumían como parte de sus funciones garantes del orden público interno “A los militares 
no nos gusta administrar a los civiles justicia, pero por la salud del país y por la necesidad 
de restablecer el orden público, tenemos que asumir esa función cuando el gobierno así lo 
decreta”192 
  
Así las cosas, no fue difícil utilizar los marcos institucionales de la justicia penal militar para 
legitimar la “militarización de la justicia penal” encubierta en razones de orden público “es 
un criterio profundamente equivocado institucionalizar una especie de orden público 
criminológico, conforme al cual el auge de la delincuencia común se combate despojando 
de su competencia constitucional a la rama jurisdiccional para entregarla al Ejecutivo, a 
través de los Consejos Verbales de Guerra; puesto que ‘el crecimiento de la delincuencia 
es un fenómeno de patología social que obedece a múltiples y complejas causas, y cuyo 
remedio no se logrará con la simple expedición de decretos de contenido más o menos 
drásticos’ (menos aún cambiando jueces ordinarios por jueces militares).”193Sin embargo, 
fue el estado de sitio el que abrió un espacio jurídico para la institucionalización y 
reproducción estable de esta política en el nuevo régimen, como se muestra a 
continuación. 
 
3.4. Institucionalización de la justicia penal militar: dependencia estatal del andamiaje 
normativo excepcional engendrado en la dictadura 
 
En materia jurídica e institucional, el Frente Nacional tuvo dos desafíos fundamentales: en 
primer lugar, la eliminación del estado de sitio como instrumento permanente de 
gobierno; y en segundo lugar, la reconstrucción de las instituciones del Estado dentro del 
marco jurídico establecido por la Carta Fundamental, en consonancia con las nuevas 
realidades políticas y sociales del país. En efecto, el imperativo retorno a las reglas de 
juego democráticas estuvo inicialmente supeditado al armazón jurídico e institucional 
creado gracias a la aplicación prolongada del estado de sitio entre 1949 y 1958. En dicho 
período, la suspensión de las Cámaras Legislativas permitió que por cerca de nueve años la 
conducción y el funcionamiento general del Estado se diera con base en la expedición 
indiscriminada de decretos extraordinarios por voluntad unilateral del Ejecutivo. En 
esencia, el ejercicio desmedido del artículo 121 durante este lapso de tiempo, además de 
desbordar el campo del orden público al abarcar múltiples esferas de acción del Estado - 
económica, tributaria, penal, finanzas, política social y seguridad, entre otras -, generó una 
especie de “dependencia” orgánica del Estado frente a las reglas de juego “excepcionales” 
al régimen democrático. 
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“Tomando ocho legislaturas a partir de la empezada en julio de 1941 hasta la de 1949, tan 
bruscamente interrumpida, se observa que durante ellas fueron expedidas 979 leyes, esto 
es un promedio aproximado de 122; en el mismo lapso de 1949 a 1957, o sea 
comprendiendo la legislatura que abría de concluir al reanudar sus funciones  el Congreso 
en 1958, si las anteriores hubieran existido, por el sencillo método de abroquelamiento en 
el artículo 121 de la Constitución se dictaron 7.875 de carácter general, más los 2.000 
especiales referentes al Ministerio de Guerra y la Policía, dando un total de 9.875 de 
carácter general, y promedio de 1.234. Si se estima igual el número promedio de leyes 
regularmente expedidas antes de 1941 al verificado para los años arriba enunciados, lo 
que no es manera alguna equivocado, se saca una consecuencia: los nefastos años en que 
no funcionaron las Cámaras Legislativas hubo actos de carácter legal, es decir leyes en 
mayor abundancia y en número bastante mayor a todas las emanadas normalmente del 
Congreso en lo que va corrido del presente siglo”194 
  
Tras la adopción de una frustrada Comisión Interparlamentaria que intentó estudiar y 
proponer la modificación, ratificación o derogatoria de toda la normatividad excepcional 
(Ley 2ª de 1958), con el objetivo de dar por terminado el estado de sitio sin generar 
trastornos en el funcionamiento administrativo del Estado, la contradicción se solucionó a 
través de la incorporación de la normatividad extraordinaria en la estructura legislativa 
constitucional, otorgando facultades extraordinarias al Presidente para derogarlas o 
ratificarlas en el curso del gobierno (Ley 141 de 1961). De esta manera, la evasión del 
inminente caos administrativo fue posible sobre la base de la “supresión de facto” de las 
normas democráticas constitucionales, que quedaron subsumidas en el ordenamiento 
excepcional legalizado.  
 
El hecho difuminó la línea divisoria que normalmente debe distinguir entre un régimen 
jurídico democrático y uno de carácter “excepcional”. La creación de un “nuevo derecho 
normal” forjado al calor de circunstancias “anormales”195 entre 1949 y 1958, evidencia 
entonces el primer signo de “path dependence”: la dependencia estatal de la estructura 
legislativa excepcional engendrada en dicho período y sobre la cual se asentó, por casi una 
década, el funcionamiento “ordinario” del Estado. Es posible plantear que dicha situación 
también configuró, en consecuencia, ciertas dependencias con respecto a los mecanismos 
extralegales represivos originados en el marco de la dictadura constitucional y la violencia 
bipartidista. La institucionalización de la injerencia militar en la administración de justicia, 
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a través del juzgamiento de civiles por Consejos Verbales de Guerra, fue una de ellas, al 
ser incorporado en el ordenamiento jurídico ordinario el decreto 0250 de 1958 o Código 
de Justicia Penal Militar como ley de la república (ley 141 de 1961), en las condiciones 
expuestas.  
 
Como se verá más adelante, a pesar de las nuevas condiciones del sistema político, en el 
plano institucional el Frente Nacional no pudo prescindir del estado de sitio como 
instrumento de gobierno, abarcando cuestiones de naturaleza ordinaria. Su instauración, 
además de servir para “diseñar” por la vía de la anormalidad jurídica diversas políticas e 
instituciones de naturaleza represiva, abrió el espacio jurídico -político necesario para la 
intervención de las Fuerzas Militares en múltiples asuntos de naturaleza civil, 
particularmente la administración de justicia. De esta manera es fundamental examinar su 
configuración en el sistema político colombiano a la altura del Frente Nacional y su 
funcionamiento como mecanismo de reproducción de la represión punitiva por la vía de la 
justicia penal militar. 
 
3.5. Represión bajo los cánones de la institucionalidad democrática: el estado de sitio en 
el Frente Nacional 
 
Cuando se habla de estado de sitio se alude a una institución legal de naturaleza 
defensiva, orientada a conjurar los peligros, tanto internos como externos, que amenazan 
la existencia y el ordenamiento jurídico del Estado cuando aquellos, por su gravedad e 
inminencia, no pueden ser enfrentados con los instrumentos de defensa ordinarios 
disponibles en tiempos de normalidad jurídica.  
 
Teóricos y especialistas han acentuado diversos rasgos de la figura jurídica. Para Héctor 
Charry Samper se trata de una herramienta de defensa constitucional, engendrada en el 
seno mismo del Estado de Derecho para tiempos de crisis: “el estado de sitio no es otra 
cosa que la forma defensiva que adopta el estado de derecho, para evitar, en casos de 
extremo peligro, la aparición de un estado de facto, o sea, para asegurar la supervivencia 
de la legalidad, en caso de grave turbación del orden público”196. Por su parte, Maurice 
Hauriou enfatiza en el refuerzo de los poderes represivos del Ejecutivo trasladados a las 
autoridades militares “es una institución preexistente que, con el objeto de asegurar el 
orden, organiza un refuerzo del poder ejecutivo haciendo pasar de la autoridad civil a la 
militar una parte de los poderes de la Policía y una parte del poder represivo sobre la 
población”197. Mientras, para Gustavo Gallón, implica la autorización de prerrogativas 
gubernamentales que se extienden en todo o en parte del territorio nacional con el 
objetivo de restablecer el orden turbado: “El estado de sitio es la facultad que el gobierno 
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tiene de ‘declarar turbado el orden público’, bien sea en la totalidad del territorio o en una 
parte de él, y de asumir ciertas prerrogativas con miras a su restablecimiento”198.  
  
El refuerzo del sistema coactivo se desarrolla otorgando poderes extraordinarios al 
Presidente para expedir políticas transitorias represivas, suspendiendo temporalmente 
ciertos derechos y libertades civiles en aras del orden público. Según expertos 
constitucionalistas “se entiende que el gobierno queda investido de las facultades que 
competerían al jefe de una plaza sitiada para la conservación del orden, aunque no de 
todas ellas sino solamente de las que no sean incompatibles con la naturaleza y 
finalidades de una institución que no busca sustituir instituciones ineficaces sino mantener 
en pleno vigor la actividad y autoridad de las que rigen”199, razón por la cual su 
implementación no elimina la vigencia de la Constitución ni aprueba las actuaciones por 
fuera de ella, tan solo suspende las disposiciones incompatibles con las medidas 
tendientes al restablecimiento del orden público, leyes que recuperan vigencia automática 
con el retorno de la normalidad. Su implementación permite, entonces, ejecutar medidas 
represivas sin suprimir completamente el Estado de Derecho. 
 
Aunque en teoría, el régimen excepcional apunta a mantener el orden legal sin mayores 
consecuencias de largo plazo, en la práctica, su ejercicio gubernamental ha 
desencadenado prolongados efectos políticos que tienen estrecha relación con el 
contexto circundante. Por ejemplo, gran parte de la responsabilidad por la suspensión 
prolongada del Congreso entre 1949 y 1958 descansó en la configuración institucional del 
régimen excepcional. El artículo 121 había establecido explícitamente la convocatoria del 
Parlamento para casos de guerra exterior, dejando en medio un “silencio” con respecto a 
su reunión en situaciones de conmoción interna. En medio del conflicto bipartidista, esta 
disposición sería estratégicamente aprovechada, interpretándola como una autorización 
implícita para suspender el Congreso en estado de sitio por crisis domésticas.200  
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Después del desastre institucional acaecido entre 1949 y 1958, se incentivó una nueva 
reforma al artículo 121, de cara al futuro de las clases hegemónicas coaligadas en el 
Frente Nacional. Con la reapertura de las cámaras legislativas, se abrió un gran debate que 
duró cerca de dos años sobre el nuevo diseño institucional del estado de sitio, y no era 
para menos, pues el asunto tratado era de total trascendencia para el nuevo régimen: por 
un lado, se debía corregir la falla que, otrora, coadyuvó en la anulación del régimen  
constitucional; pero por otro, existía la impronta de garantizar que las nuevas 
“restricciones” al uso del artículo 121 no socavaran en lo más mínimo la capacidad 
represiva del régimen excepcional en manos del poder presidencial, de cara a los nuevos 
retos emergentes de la “democracia” en el Frente Nacional. 
En cuanto a lo primero se resolvió fortalecer la concurrencia de las demás ramas del 
poder, aunque de manera limitada, pues el objetivo principal era evitar la repetición de la 
experiencia pasada “la enmienda que se propone no es ley oportunista de la cual pueda 
alguna de las dos colectividades sacar exclusivo fruto o provecho; se propone en verdad, 
para perfeccionar el Estatuto Jurídico Fundamental, tratando de cerrar un portillo por 
donde la interpretación abusiva de la ley a permitido el implantamiento de la 
dictadura.”201En esta línea, se concretó la reunión obligatoria del Parlamento por derecho 
propio, tanto en casos de guerra externa como de conmoción interior; se asignaron 
funciones de control al Parlamento, dándole el recurso de demandar ante la Corte los 
decretos que, por mayoría absoluta, se consideraran sospechosos de inexequibilidad (con 
esta función el Congreso adquiría los mismos derechos de impugnación que ya poseía 
cualquier ciudadano para ejercer veeduría en materia de legislación excepcional); y por 
último, se aceleró el control jurisdiccional sobre los decretos de emergencia, pues la Corte 
Suprema de Justicia debía decidir la inexequibilidad de la legislación excepcional 
demandada en el lapso récord de 6 días, so pena de medidas disciplinarias contra los 
Magistrados.  
 
La reforma logró el cometido principal, impidiendo explícitamente la suspensión de las 
ramas del poder público invocando el estado de sitio, pero en materia de control 
constitucional el resultado era limitado. La Corte Suprema de Justicia no podía valorar 
legalmente los motivos por los cuales se declaraba el estado de sitio, ni sopesar la 
gravedad de los hechos para validarlo, pues el decreto que lo declaraba no era acusable 
constitucionalmente sino por vicios de forma, lo que en otras palabras, significa que el 
concepto previo del Consejo de Estado y la firma de todos los ministros era suficiente 
criterio de validez legal, aún cuando los hechos sobre los cuales se imputare extrema 
gravedad fuesen de dudosa aceptación. En cuanto a las medidas expedidas por el 
Presidente, la Corte podía evaluar si los medios utilizados para restaurar la “normalidad” 
estaban en estrecha relación con las causas de la perturbación del orden público, si 
contribuían a su restablecimiento, y si tenían carácter provisional y transitorio. Sin 
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embargo, en la práctica, muchas de sus sentencias daban excesiva prelación a la voluntad 
del presidente en materia de orden público.202 
 
En cuanto al Congreso, su injerencia en el desarrollo del régimen excepcional aparecía aún 
más limitada. La capacidad de demandar decretos extraordinarios ante la Corte Suprema 
de Justicia le fue arrebatada en una nueva reforma acaecida en 1968. Desde entonces, su 
único reducto de control político descansaba en la obligación gubernamental de presentar 
al Parlamento un informe motivado de las providencias dictadas bajo estado de sitio. Con 
excepción de unos cuantos debates, en términos generales el Parlamento se abstuvo de 
intervenir activamente en las cuestiones de orden público.  
 
El interés expreso por restringir los excesos derivados del uso del artículo 121 en el 
período inmediatamente anterior contrastó con la voluntad latente de ampliar las 
facultades represivas del estado de sitio al servicio de las autoridades presidenciales del 
Frente Nacional. Sin criterios específicos acerca del concepto de conmoción interior ni 
limitaciones temporales de uso203, el artículo 121 se mantuvo dentro del rango de acción 
flexible e impreciso en el que ya venía funcionando. La amplitud de los poderes 
presidenciales fue condición innegociable para que un importante sector del partido 
conservador accediera a concertar la reforma. Así, los partidos convinieron en no sólo en  
debilitar las capacidades ya establecidas para el Ejecutivo, sino en ampliarlas: 
 
“Ese artículo 121 no se modifica. Queda integro, intacto, como está. ¿Por qué?, ¿qué es lo 
que tiene de doctrinario el artículo 121? La doctrina que él contiene tal vez consiste en 
que en los momentos en que hay una perturbación del orden público, la guarda de ese 
orden público, le corresponde al Ejecutivo. Esa es la afirmación doctrinaria que hay en el 
artículo 121, y esa afirmación doctrinaria subsiste en la reforma. Con esta reforma o con la 
del doctor Santos, la guarda del orden público corresponde al Ejecutivo”204 
 
La negativa a restringir más contundentemente la capacidad coactiva del estado de sitio 
estaba relacionada con el temor al surgimiento de situaciones revolucionarias 
engendradas en el marco de las condiciones sociales y políticas atinentes al nuevo 
contexto del régimen. En efecto, es posible observar la preocupación existente en algunos 
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sectores del Congreso sobre el surgimiento de eventos turbulentos, presentes o futuros, 
derivados de la situación social: 
 
“’Las modalidades previstas por el constituyente del 86 pueden cambiar de aspecto; ya no 
me parece probable que surja un movimiento de guerra civil en Colombia, pero si temo en 
cualquier momento que pueda estallar un gran movimiento revolucionario’, de lo cual 
infería [el senador José Antonio Montalvo] que no era aconsejable debilitar la institución 
presidencial”205 
 
Otros sectores consideraban que la armonización del régimen excepcional con el orden 
constitucional, no significaba en el debilitamiento de las capacidades gubernamentales 
para enfrentar el comunismo “El articulado tiene algunos elementos que me parecen 
indispensables, tales como el de que no se puede alterar la estructura constitucional del 
Estado por medio de los decretos legislativos…No es con una concepción reforzada y 
autoritaria del artículo 121, siguiendo la inspiración de Caro, cómo se va a paralizar el 
avance comunista en nuestros países”206 
 
Además de las facultades legales y las consagradas por el derecho de gentes, los 
congresistas incorporaron las denominadas “facultades constitucionales”, ampliando aún 
más la esfera de poderes al servicio del ejecutivo. Las facultades constitucionales se 
encontraban estipuladas directamente en la Carta Política, pero las regulaciones 
precedentes de estado de sitio no las incluían explícitamente. Por esta razón, se consideró 
como una concesión más a los ya amplios poderes del Ejecutivo bajo el régimen 
excepcional. Así lo afirmó en su momento el senador del partido liberal Charry Samper: 
 
“Opiné entonces que facultar al Ejecutivo para suspender normas constitucionales era 
avanzar aun mas con respecto al texto vigente que apenas permitía –en teoría.- 
suspender leyes; siendo evidente que en algunos casos previstos por la constitución, la 
declaratoria de estado de sitio, en verdad lo que hace, es poner en vigencia, en 
posibilidad de aplicación, las normas previstas para “tiempo de guerra”, marcando una 
clara delimitación con las disposiciones para “tiempo de paz207”.  
La capacidad de suspender facultades constitucionales era una cuestión neurálgica, pues 
no todas estaban incorporadas de manera precisa en la carta política. Aludían a derechos 
garantizados para “tiempos de paz”, dando cabida a una amplia gama de interpretaciones 
de tipo “contrario sensu” sobre lo que autorizaban “en tiempos de guerra”, de lo que se 
deducían las capacidades presidenciales. Hubo facultades constitucionales derivadas del 
régimen excepcional en las que existió un acuerdo unánime por parte de Magistrados y 
expertos constitucionalistas. Por ejemplo, la capacidad de efectuar expropiaciones u 
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ocupaciones temporales, sin previa indemnización, para atender las necesidades de orden 
público208; la prohibición de la circulación de impresos y la suspensión de la libertad de 
prensa209; la imposición de tributos por parte del gobierno para restaurar el orden 
público210; así como su autorización para percibir impuestos u ordenar gastos no 
estipulados en el presupuesto nacional aprobado por el Congreso211.  
Sin embargo, la falta de una institucionalización mucho más explícita de las facultades 
constitucionales dio origen a controversias jurídicas en ciertos temas neurálgicos, donde 
las interpretaciones oficiales determinaron los alcances del poder presidencial, muchas 
veces en contravía del ordenamiento constitucional. Entre los aspectos de abierta 
controversia jurídica se encontraba la retención de personas a manos del Estado en 
situación de anormalidad. El artículo 28 de la Constitución Nacional estipulaba “Aún en 
tiempo de guerra nadie podrá ser penado ‘ex post facto’, sino con arreglo a la ley, orden o 
decreto en que previamente se haya prohibido el hecho y determinándose la pena 
correspondiente. Esta disposición no impide que aún en tiempo de paz, pero habiendo 
graves motivos para temer perturbación del orden público, sean aprehendidas y retenidas 
mediante orden del gobierno, y previo dictamen de los Ministros, las personas contra 
quienes haya graves indicios de que atentan contra la paz pública…”. Una de las 
singularidades de esta atribución radicaba en que, según las interpretaciones oficiales, el 
Ejecutivo podía prolongar, en tiempo de guerra, la retención de personas aprehendidas 
sin limitación temporal, dado que en épocas de normalidad, el gobierno mantenía ésta 
misma atribución pero con la diferencia de que se encontraba obligado, después de un 
tiempo de 10 días, a poner en libertad a las personas detenidas o transferirlas a las 
autoridades competentes. De acuerdo con Gallón, el artículo 28 no permitía deducir una 
diferencia de regulación en los plazos de detención para tiempo de paz y de guerra “este 
artículo no hace distinción entre estado de sitio y ‘tiempo de paz’ cuando limita la 
duración de esta detención extraordinaria que el gobierno puede ordenar. Así, un estudio 
                                                 
208
 Artículo 33 C.P. 1886 “En caso de guerra y sólo para atender el restablecimiento del orden público, la 
necesidad de una expropiación podrá ser decretada por autoridades que no pertenezcan al orden judicial y 
no ser previa la indemnización. En el expresado caso la propiedad inmueble podrá ser temporalmente 
ocupada ya para atender las necesidades de la guerra, ya para destinar a ella sus productos, como pena 
pecuniaria impuesta a sus dueños conforme a las leyes. La nación será siempre responsable por las 
expropiaciones  que el gobierno haga por sí o por medio de sus agentes”. 
209
 Artículo 38 C.P. 1886: “Podrá gravarse, pero nunca prohibirse en tiempo de paz, la circulación de 
impresos por correos”. Artículo 42 C.P.: “La prensa es libre en tiempo de paz; pero es responsable, con 
arreglo a las leyes, cuando atente a la honra de las personas, al orden social o a la tranquilidad pública”. 
210
 Artículo  43 C.P. 1886: “En tiempo de paz solamente el Congreso, las Asambleas Departamentales y los 
Concejos Municipales podrán imponer contribuciones”. 
211
 Artículo 206 C.P.: “En tiempo de paz no se podrá percibir contribución o impuesto que figure en el 
presupuesto  de rentas, ni hacer erogación  del Tesoro que no se halle incluida en el de gastos”. 
 81 
serio y ortodoxo de esta norma no debería tampoco hacer distinción ‘donde la 
constitución no lo hace’, como lo pregonan los juristas”212 
La delegación de funciones judiciales en las autoridades militares fue una de las facultades 
constitucionales estratégicamente validadas a través del estado de sitio. Este asunto es de 
la mayor relevancia, pues con base en interpretaciones maleables acerca de lo autorizado 
por el artículo 61 de la Constitución en tiempos de anormalidad jurídica, la incursión 
militar en la administración de justicia penal logró entronizarse dentro de los marcos 
legales del ordenamiento jurídico excepcional, adquiriendo piso jurídico estable. Además, 
naturalizó la intervención militar en la esfera de la administración como parte del rol 
atinente a las fuerzas militares en el ámbito del orden público. Siendo un factor 
imprescindible para explicar la continuidad y reproducción de la política durante el Frente 
Nacional, se expone a continuación.    
3.6. Entronización legal del oficio judicial castrense contra civiles como parte del 
ordenamiento jurídico de excepción 
Durante el desarrollo del Frente Nacional, la convocatoria de Consejos de Guerra Verbales 
para el juzgamiento de civiles y delitos inherentes a la justicia ordinaria se sirvió del 
artículo 61 de la Carta Política, que versaba sobre la facultad gubernamental de 
concentrar, en una misma corporación o autoridad, poderes jurisdiccionales y militares en 
estado de sitio. El artículo 61 versaba de la siguiente forma: “Ninguna persona o 
corporación podrá ejercer simultáneamente, en tiempo de paz, la autoridad política o civil 
y la judicial o la militar”. Varios  constitucionalistas afirmaron que ésta disposición se 
orientaba a prohibir expresamente la concentración de funciones de las autoridades 
públicas en tiempos de paz, y no a autorizar una facultad más para el Ejecutivo, en tiempo 
de guerra.213 Sin embargo, como se anotó anteriormente, las facultades constitucionales 
del Ejecutivo en estado de sitio, al estar redactadas para “tiempos de paz”, se deducían en 
virtud de interpretaciones “contrario sensu”, razón suficiente para autorizar su suspensión 
en casos de turbación del orden público214. Con base en este mecanismo, de la prohibición 
incorporada en el artículo 61 se concluyó una autorización215.   
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En un análisis dirigido más hacia la amplitud de la función que el Presidente de la 
República ejerce cuando el orden público se altera, que en la constitucionalidad que 
ampara a los tribunales castrenses para ejercer la justicia, la Corte Suprema de Justicia 
avaló al Presidente el traslado, de la autoridad judicial a la autoridad militar, de 
competencias para juzgar civiles, siempre y cuando tal medida fuese conexa con la 
perturbación del orden público. La primera vez que admitió esta práctica fue en 1945, 
para apoyar el juzgamiento de los responsables del fallido golpe de Estado a López 
Pumarejo. Pero es el Frente Nacional el que hace uso de este precedente para avalar dicha 
política dentro del marco legal inherente al ordenamiento jurídico de excepción.  
 
En adelante, el artículo 61 sirvió Para respaldar legalmente el ejercicio de funciones 
jurisdiccionales contra civiles en momentos de crisis o excepción:  
 
“El artículo 170 de la Carta crea las Cortes Marciales y los Tribunales Militares para el 
fuero penal militar como parte integrante de la rama del poder público encargada de 
administrar justicia; el artículo 58 por su parte incluye dentro de la rama jurisdiccional los 
demás tribunales  y juzgados que establezca la ley; dentro de éstos están los Consejos de 
Guerra Verbales, decreto 0250 de 1958 y la ley 141 de 1961. Finalmente, el artículo 61 de 
la Carta permite, en estado de sitio, ampliar la jurisdicción Penal Militar al conocimiento 
de los delitos comunes, cuando tienen conexidad con la turbación del orden o con las 
causas que han originado la anormalidad. Siendo los tribunales militares también creación 
de la Carta como los jueces ordinarios, el simple tránsito de competencia de unos a otros 
para el juzgamiento de ciertos delitos comunes en tiempo de estado de sitio con los 
procedimientos de la justicia castrense, no implica la creación de tribunales ad. hoc, ni el 
sometimiento de los sindicados a normas procesales formalmente nuevas en el tiempo, 
pues están consagradas en norma preexistente”216 
 
Hubo voces que disintieron de la argumentación dominante u oficial, aunque no fueron lo 
suficientemente mayoritarias para ser escuchadas. Los magistrados disidentes 
establecieron un punto fundamental: en estado de sitio, el presidente no puede 
suspender automáticamente todas las disposiciones legales, sino sólo aquellas que 
impiden la eficacia de las medidas excepcionales. De ello se deduce que no basta con 
declarar el estado de sitio para suplantar automáticamente la actividad jurisdiccional de la 
República, sino que es necesario demostrar que la administración de justicia ordinaria es 
causa de la perturbación o, por ésta razón, está en una situación extrema que le impide 
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ejercer sus funciones habituales siendo por tanto ineludible desplazar sus competencias 
hacia otras autoridades: 
 
“No autoriza, pues, en modo alguno al Gobierno el artículo 61 de la Constitución Nacional 
para suplantar en cualquier grado la actividad jurisdiccional de la República con solo 
declarar turbado el orden público y en estado de sitio total o parcial. es necesario además, 
que objetivamente los jueces no puedan cumplir  su función privativa de administrar 
justicia. Si así no sucede, si los jueces no están en circunstancias impeditivas del ejercicio 
de sus atribuciones, resulta evidente el desvío de poder cuando se confiere a las 
autoridades políticas la función de administrar justicia, constitucionalmente propia de los 
jueces, mientras la perturbación de los hechos no sea de tal naturaleza grave que estén en 
capacidad actual de ejercerla. Por consiguiente, la tarea de restaurar el orden público en 
tales eventualidades, suponen la remoción de los obstáculos de hecho que impiden la 
actividad jurisdiccional; pero en ningún modo y en ningún tiempo la creación de 
obstáculos de derecho que le cercene o arrebaten sus atribuciones emanadas 
directamente de la Constitución Nacional”217. 
 
Otros estudios jurídicos también desmintieron, con numerosos argumentos, la apreciación 
oficial de la Corte. En primer lugar, porque la Constitución, al crear los tribunales militares 
como parte del poder público para administrar justicia, no autorizó su ejercicio en manos 
de los militares, ya que éstos pertenecen a la rama Ejecutiva del poder público “el mismo 
hecho de que el artículo 55 del Estatuto Máximo permita la colaboración armónica pero 
separada de la rama ejecutiva, legislativa y jurisdiccional, no permite de manera alguna 
que jueces castrenses que pertenecen al Ejecutivo puedan ejercer la función judicial. Sólo 
ha autorizado la Carta para que existan tales tribunales, pero dentro de la rama 
jurisdiccional.”218 
 
Al analizar lo estipulado en el controvertido artículo 61, se observan tres tipos de 
autoridades: la política o civil, la judicial y la militar. En tiempo de guerra esta disposición, 
autorizaría ejercer la autoridad política con la judicial, o ésta misma con la militar, pero no 
la autoridad judicial y la militar simultáneamente. De ser así, el militar podría ejercer 
funciones judiciales, pero también el juez podría ejercer labores militares, lo cuál no 
tendría sentido219. Otro punto de crítica fundamental, radicó en la inconstitucionalidad 
que entraña el juzgamiento de civiles por Tribunales Castrenses en todo tiempo, porque el 
artículo 170 establece claramente que el fuero militar aplica para los delitos cometidos 
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por militares en servicio activo, razón por la cual no se concibe su ejercicio sobre militares 
por delitos comunes y menos aún en civiles o particulares.  Ello tiene que ver con que, 
para el Constituyente, el fuero militar es, antes que nada, una necesidad para el 
funcionamiento de las instituciones armadas del país, por ello, su aplicación no 
corresponde a personas extrañas al oficio de las armas. Además, no puede violarse el 
principio de supremacía de la Constitución, el cual debe aplicarse de preferencia ante 
casos de incompatibilidad con la ley “La existencia del estado de sitio no quiere decir  que 
el gobierno pueda expedir  decretos contrarios a la Constitución, y en el presente caso, 
contrarios al art. 170 de la misma. Así lo impone la lógica jurídica y así debe entenderse 
(…) al expedir el gobierno un decreto legislativo que ordena el juzgamiento de civiles por 
Consejos de Guerra Verbales está suspendiendo tácitamente el artículo 170 de la Carta y 
es bien sabido que las facultades del art. 121 autorizan al gobierno para suspender 
normas legales, pero en ningún momento disposiciones constitucionales”220    
 
Sólo hasta el 4 de agosto de 1971, tras una demanda del abogado José Ríos Trujillo, la 
Corte Suprema de Justicia declaró inexequible el juzgamiento de civiles en tribunales 
castrenses, aunque sólo para “tiempos de paz”. Lo hizo con base en dos criterios 
fundamentales: en primer lugar, la naturaleza “especial” de la jurisdicción militar que 
emana del fuero militar consagrado en el artículo 170 de la Constitución Política, a saber 
“los delitos cometidos por los militares en servicio activo y en relación con el mismo 
servicio, serán conocidos por las cortes marciales, con arreglo a las prescripciones del 
Código Penal Militar”. Bajo esta perspectiva, el régimen exceptivo “se consagra en lo 
referente a la defensa de las instituciones armadas, para reprimir aquellos actos que 
afecten su existencia, integridad y disciplina. Es en virtud  de este procedimiento especial 
como los Tribunales Militares pueden actuar en forma rápida e inmediata y calificar el 
alcance y gravedad de hechos que atentan contra la existencia y fines de la institución o 
contra la existencia de la Nación y organización del Estado”221. Es así como su función 
principal, en tiempos de normalidad jurídica, es administrar justicia sobre los militares en 
servicio activo con una finalidad específica: preservar y garantizar las funciones inherentes 
a la institución castrense y la protección de las instituciones y el Estado. 
 
En segundo lugar, la legislación militar, al ser “excepcional”, no puede destruir el principio 
general que es la justicia común ni suplantar el orden constitucional; de esta manera, la 
jurisdicción militar no puede invadir, sin desnaturalizarse a sí misma, el campo de la 
jurisdicción ordinaria “La excepción, que en este caso es la Justicia Militar, no destruye el 
principio general que es la justicia común. La ley de justicia militar no puede sustraer de 
los jueces ordinarios el conocimiento de delitos comunes cometidos por personas que no 
se hayan revestidas de título castrense, porque ello se opone al principio consagrado en el 
artículo 170 de la Carta, según el cual el régimen exceptivo solo es aplicable a los delitos 
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cometidos por militares en servicio. De aceptar la tesis contraria, se llegaría al absurdo 
jurídico de que el Código Penal Militar absorbe la legislación penal ordinaria o común y 
destruye  los principios fundamentales que informan el Código Penal” (sentencia 4 de 
octubre de 1971, Sala Plena)222. 
 
A pesar de constituir un fallo trascendental, la sentencia permitió que se continuaran 
juzgando civiles por jurisdicción penal militar en épocas de estado de sitio y, siendo éste el 
constante estado jurídico durante el Frente Nacional, la justicia militar continuó 
ejerciendo labores judiciales de forma permanente, en función del restablecimiento del 
orden público.  
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4. CORTES MARCIALES Y REPRESIÓN DE LA PROTESTA SOCIAL DURANTE EL FRENTE 
NACIONAL 
 
 
4.1. Protesta social, estado de sitio y consejos de guerra verbales: la justicia penal militar 
como instrumento de represión de las luchas populares en los gobiernos del Frente 
Nacional 
 
El estado de sitio, rasgo característico del régimen de coalición, estuvo sistemáticamente 
acompañado de la ampliación de la Justicia Penal Militar para el juzgamiento de civiles a 
través de la convocatoria de Consejos de Guerra Verbales. Si bien, en el período de la “la 
Violencia” la justicia castrense emergió en respuesta a un intento de represión político-
partidista inherente a dicha “coyuntura crítica”, las nuevas condiciones emergidas en el 
Frente Nacional coadyuvaron para que adquiriera la estabilidad institucional necesaria 
para preservarse dentro del ordenamiento jurídico ordinario, incluyendo las disposiciones 
extralegales que anunciaban la incursión castrense en el sistema judicial, a todas luces 
antidemocrática. 
 
Por un lado, el plebiscito de 1957 había reformado la rama judicial en el sentido de 
garantizar la paridad, pero proporcionando a la justicia la autonomía orgánica con 
respecto a los partidos políticos223Con ello se quiso subsanar la absorción partidista de la 
rama judicial que, otrora, había coadyuvado a legitimar la intervención de las fuerzas 
militares en la esfera de la administración de justicia. En adelante, el nombramiento de las 
autoridades judiciales ordinarias no dependería ni del Parlamento ni del poder Ejecutivo, y 
en últimas, en el marco de un gobierno de “responsabilidad compartida” 
constitucionalmente acordado por el bipartidismo, la justicia, ordinaria o castrense, no 
serían más un campo ni un instrumento de batalla al servicio de las organizaciones 
partidistas tradicionales. 
 
Pero como se ha mostrado en líneas anteriores, variables como la permanencia de las 
estructuras de autodefensa campesina de naturaleza comunista conformadas desde el 
período de “La Violencia”, la diversificación de la izquierda en el marco del clima bélico de 
la guerra fría, los eventos exitosos del comunismo internacional como la revolución 
cubana, la desconfianza hacia la eficacia de la justicia ordinaria y la dependencia del 
andamiaje normativo de carácter excepcional confluyeron en el contexto del pacto 
bipartidista, proporcionando incentivos importantes para mantener la justicia penal 
castrense como un instrumento de represión, aunque con una diferencia fundamental: su 
disposición al servicio del Estado. El gobierno de Rojas Pinilla había plantado esa semilla 
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utilizando las cortes marciales para juzgar las actividades comunistas de cualquier índole 
como delito de tipo político. Ahora, con la proliferación de grupos guerrilleros a mediados 
de los años sesentas, la justicia penal militar se erigió en un instrumento idóneo para 
combatir la subversión que amenazaba el régimen pactado por la clase política tradicional. 
Si bien es cierto que, al ampliar su rango de acción a cualquier tipo de delito común, las 
cortes marciales se utilizaron para defender los intereses de las clases burguesas más 
poderosas del país al abarcar, incluso, el juzgamiento de delincuentes comunes en 
escenarios estratégicos de la economía como el sector financiero, el punto importante de 
este asunto es que el uso gubernamental de los tribunales castrenses no se restringió a la 
lucha anti-subversiva o a la coacción de la delincuencia común que afectaba intereses 
económicos oligárquicos, pues gran parte de su naturaleza represiva se canalizó con 
especial ahínco hacia la sanción de las luchas sociales y populares, punto fundamental que 
se pretende resaltar en este trabajo.  
 
En cifras globales, las cortes marciales tuvieron un gran dinamismo durante el Frente 
Nacional: “Desde 1966 a 1973, los tribunales militares colombianos dictaron más de 3.800 
sentencias condenatorias en 1.500 consejos de guerra verbales, procedimiento sumario 
utilizado por la justicia militar en juicios habitualmente masivos, que impiden garantizar la 
defensa individualizada de los procesados. Los arrestos masivos y la tortura han sido 
usuales. Los juicios civiles, destaca el informe, son realizados por tribunales militares 
desde los años sesenta, hecho que ‘ha socavado la independencia y jurisdicción de los 
tribunales civiles’. La identificación de las causas de oposición política o sindical con la 
subversión armada es frecuentemente tópica para estos tribunales”224 Muchos de los 
civiles juzgados a través de Consejos de Guerra Verbales fueron entonces sometidos “por 
el ejercicio no-violento de sus derechos humanos”, evidenciando un interés estatal por 
suprimir “las expresiones legítimas de disentimiento al caracterizar como ‘subversivas’ a 
protestas no violentas o a llamados a una participación política en miras a un cambio 
social”225.  
  
El estado de sitio proporcionó el espacio jurídico necesario para la reproducción de la 
militarización de la justicia, coadyuvando a que la injerencia militar en el sistema judicial 
se concibiera como un asunto “acorde” con el ordenamiento democrático en tiempos de 
crisis. A lo largo del Frente Nacional, la protesta social chocó de cara con la imposición 
permanente del estado de sitio, en tanto método sistemático de ahogamiento popular. Su 
declaración, además de continua226, estuvo relacionada - en casi todos los casos - 
directamente con el ejercicio de acciones colectivas de protesta social, evidenciando de 
fondo el tratamiento gubernamental de la misma como un objeto de confrontación 
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 El País. “En Colombia se violan los derechos humanos”. 1 de mayo de 1980. 
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 AMNISTÍA INTERNACIONAL. Tortura, Militarismo y Derechos Humanos. Informe Amnistía Internacional. 
Ediciones Quintín Lame, Ibagué, 1980. pp. 17-18 
226
 “Entre 1949 y 1991 Colombia vivió más de 30 años bajo estado de sitio El Espectador. 11 de octubre de 
2008, “Un país de Estado de Excepción”, en línea: www.elespectador.com 
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estatal, y no como sectores sociales con demandas reivindicativas expectantes de trámite 
institucional. Según Gustavo Gallón, analista del estado de sitio en Colombia, el artículo 
121 sirvió ante todo “para reprimir las expresiones de descontento popular, para ejercer 
un control eficaz sobre la población y para incrementar la importancia de la función del 
Ejército.”227  
 
El período de Alberto Lleras Camargo es excepción a la regla. Su administración se 
caracterizó por la necesidad de sumar los réditos de retornar a la normalidad jurídica e 
institucional a través de la reforma de los poderes del estado de excepción y el uso 
cuidadoso de los poderes extraordinarios del nuevo artículo 121 de la Constitución. Por tal 
razón, los estados de sitio se focalizaron en determinados departamentos de la nación 
afectados por la violencia,228y no en los eventos de protesta social, teniendo en cuenta 
que en este período “lo que más preocupaba al gobierno era la pérdida de prestigio y el 
laxismo del estado de sitio, se trataba entonces de procurar dar una mayor eficacia al 
artículo en cuestión, teniendo cuidado de no turbar por ello las conciencias 
democráticas”229. Aunque en la práctica no se autorizaron Consejos de Guerra Verbales 
por el Presidente, en febrero de 1962 constituyeron un mecanismo de “amenaza” para 
impedir el desarrollo de una huelga en el sector judicial.230 
 
En contraste, el gobierno de Guillermo León Valencia se diferenció de su antecesor por un 
aspecto fundamental: todos los estados de sitio se decretaron como respuesta al 
desarrollo de protestas sociales. La tendencia comenzó el 23 de mayo de 1963 al declarar 
turbado el orden público y en estado de sitio los municipios de Barrancabermeja,  Puerto 
Wilches, Lebrija y San Vicente, en el Departamento de Santander.231La causa de tal 
imposición tuvo que ver con la realización de un paro cívico con  amplios sectores de la 
población, convocado en solidaridad  con los trabajadores del petróleo y en respaldo a su 
lucha contra los abusos de las multinacionales explotadoras de crudo en dicha región, a 
saber, la “Intercol” (filial de la International Petroleum Company) y la refinería de 
ECOPETROL.232  
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 GALLÓN, Gustavo. Op. Cit. pp. 66   
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 Estableció una “Comisión Especial de Rehabilitación” para el estudio de las causas de la violencia e 
implantó medidas de restricción de derechos de reunión, circulación y censura de prensa y seguridad 
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 GALLÓN, Gustavo. Op. Cit. Pp. 33 
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231
 Decreto legislativo 1137 del 23 de mayo de 1963. Diario Oficial No. 31102, viernes 7 de junio de 1963. pp. 
729 
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 Ibíd. “con ocasión de un paro cívico en el Municipio de Barrancabermeja, Departamento de Santander, se 
han producido hechos de violencia que han perturbado la tranquilidad, interrumpido las comunicaciones y 
alterado el funcionamiento de los servicios públicos”. Decreto 1137 de 1963.  
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En este caso, los trabajadores exigían mejoras salariales y empezaban a denunciar las 
condiciones de explotación de los yacimientos de petróleo por parte de dichas empresas, 
en connivencia con el gobierno nacional. El estado de sitio se erigió entonces como una 
herramienta para reprimir, ya no la violencia heredada del pasado o posibles golpes de 
estado conspirados por el Ejército como otrora, sino los movimientos populares ligados a 
actividades de producción importantes, tanto a nivel interno como para los capitales 
extranjeros. En esta ocasión no fue convocada la jurisdicción penal militar, pero la 
evolución sintomática del nuevo papel del Ejército en el aparato estatal comenzaba a 
cobrar mayor cohesión cuando el gobierno acudió a los militares para controlar la 
situación, designando a un Coronel del Ejército como jefe civil y militar de la zona.233 
 
Dos años después, fue declarado un nuevo estado de sitio en virtud del movimiento 
estudiantil desatado en Medellín con motivo de la invasión de Estados Unidos a Santo 
Domingo. En efecto, el decreto 1288 del 21 de mayo de 1965 impuso el estado de sitio en 
todo el territorio nacional, pretextando acciones de protesta de los estudiantes y 
problemas de orden público: “Con ocasión del conflicto estudiantil originado en Medellín, 
se han producido desórdenes, tumultos y choques que han alterado la paz pública y la 
normalidad de la vida ciudadana…Que todos estos hechos, unidos a la inseguridad social y 
a los problemas económicos que afectan a la Nación, han determinado una creciente 
conmoción interna agravada con la aparición de alarmantes formas de delincuencia”. 
 
De acuerdo con Gallón, también se presentaba un importante crecimiento de la 
abstención electoral (64%) para la elecciones de 1964, acompañada de crecientes 
tentativas de las clases populares por darse una organización independiente “las 
expectativas creadas por las apariciones de Camilo Torres en las plazas públicas hacen 
pensar, por primera vez desde la muerte de Gaitán, que la existencia de un movimiento 
popular que reúna a todos los sectores opuestos a la ‘oligarquía’ es ahora posible 
alrededor del Frente Unido de fuerzas de izquierda que él propone.”234En adelante, el 
gobierno hizo uso de la jurisdicción penal militar para autorizar la convocatoria de 
Consejos Verbales de Guerra, con el fin de reprimir rápida, severa y expeditamente, 
ciertos delitos que estaban teniendo lugar en el territorio nacional. Así, el decreto 1290 de 
1965 estableció lo siguiente: “Para lograr el pronto restablecimiento del orden es 
necesario imponer una justicia severa y oportuna que reprima determinadas infracciones 
penales que causan justa alarma social…Que el procedimiento de los Consejos de Guerra 
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 Los jefes civiles y militares eran figuras jurídicas para designar, en oficiales del Ejército, el control 
administrativo, militar y judicial en un determinado territorio afectado por problemas de orden público. 
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parece, por momentos, escapar del control de las clases dominantes, amenazando con la realización de una 
gran huelga en protesta por el alza en el costo de la vida para enero del mismo año. De igual forma, el 
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Verbales previsto en el Código de Justicia Penal Militar, garantiza la rapidez en el 
juzgamiento de ciertos delitos comunes que se cometan durante el estado de sitio”235.  
 
Bajo este marco, fueron traspasados a las autoridades militares delitos políticos y 
comunes, particularmente las infracciones contra la existencia y seguridad del Estado; 
contra el régimen constitucional y la seguridad interior; la asociación para delinquir; los 
incendios y otros delitos que envuelven peligro común; el secuestro, la extorsión; así 
como las conductas antisociales contenidas en el decreto 1699 de 1964  relacionadas con 
la fábrica, porte y comercio o traspaso de armas, municiones y explosivos. Para aumentar 
el nivel represivo, no sólo en el procedimiento sino en la sanción, el gobierno estableció la 
suspensión de los límites máximos de penas establecidos en el artículo 47 del Código de 
Justicia Penal Militar y determinó que los procesos en curso por delitos de secuestro y 
extorsión pasaran inmediatamente a la jurisdicción penal militar en el estado en que se 
hallaran.  
 
Cuadro No. 1. Estados de sitio dictados con motivo de protestas sociales y/o acompañados de 
extensión de justicia penal militar durante el gobierno de Guillermo León Valencia 
  
Régimen
Decreto de estado de 
sitio y motivo
Período de duración Delitos transferidos a la justicia penal militar
Decreto 1137 de 1963: 
Estado de sitio declarado 
en Barranca, Puerto 
Wilches, Lebrija y San 
Vicente con motivo del 
paro cív ico desarrollado 
en solidaridad con los 
obreros de la zona 
petrolera
Desde el 23 de mayo 
de 1963 hasta el 30 de 
mayo de 1963.
Ninguno
Decreto 1290 de 1965: Contra la existencia y seguridad del 
Estado; Contra el régimen constitucional y la seguridad 
interior; Asociación para delinquir; Incendios y otros delitos 
que envuelven delito común; secuestro; extorsión; 
conductas antisociales relacionadas con la fábrica, porte 
y comercio o traspaso de armas, municiones o explosivos.
Decreto 248 de 1966: Daños a obras, instalaciones o 
elementos destinados a comunicaciones de serv icio 
público, energía eléctrica o fuerza motriz, instalaciones o 
elementos de carreteras, ferrocarriles, puesrtos, 
aeropuertos, acueductos o los utilizados para la 
producción, refinaación y conducción de petróleo. 
Colocación de explosivos o elementos inflamables. 
Conductas antisociales relacionadas con la fábrica, porte 
y comercio o traspaso de armas, municiones o explosivos. 
Delitos de robo contra instituciones bancarias o cajas de 
ahorro.
Decreto 1288 de 1965: 
Estado de sitio declarado 
en todo el territorio 
nacional por motivo del 
movimiento estudiantil 
originado en Medellín 
contra la invasión de 
EEUU en Santodomingo.
Desde 21 de mayo de 
1965 hasta el 16 de 
diciembre de 1968.
Guillermo León 
Valencia
 
Fuente: Autor, con base en diarios oficiales. 
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 Decreto 1290 de 1965. 
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Resulta paradójico que, invocando razones de celeridad, el gobierno no sólo traspasare a 
la justicia los delitos cometidos a partir de la vigencia del estado de sitio, sino también las 
actuaciones iniciadas con antelación a su establecimiento, puesto que esta disposición 
golpeaba fuertemente las instituciones de justicia ordinaria y militar. El Magistrado del 
Tribunal Superior Militar Julio Soriano Ordóñez expone el problema: 
 
“la finalidad propuesta por el decreto 1290 es la de que las infracciones que en él se 
contemplan, mientras persista el estado de sitio, se juzguen por los ritos excepcionales de 
los Consejos Verbales…Y resulta incontrovertible que, para que ello sea posible, se 
requiere, como supuesto necesario, que el delito de que se trate no haya sido aun materia 
de juzgamiento. Pues, si se hubiere ya celebrado el juicio del acusado, y profiriéndose la 
respectiva sentencia de primer grado por la autoridad a quién ello competía; no sería 
conducente en modo alguno, sino inútil y contraproducente, retrotraer el límite, haciendo 
caso omiso de la legítima actuación precedente, para fallar sobre lo que ya había sido 
objeto de decisión judicial, ahora de conformidad con las ritualidades de emergencia. Ello 
no solamente haría enteramente nugatorio el objetivo buscado por el decreto 1290, que 
no es otro que agilizar la administración de justicia en lo penal, mientras subsistan las 
actuales circunstancias de anormalidad institucional, mediante la práctica de expeditivas 
fórmulas de sustanciación, con grave detrimento del principio de la economía procesal; 
sino que tendría que acarrear arduos e intrincados conflictos en el plano jurisdiccional, 
muy difíciles de solucionar con arreglo a los dictados de la lógica jurídica”236. Advertida 
esta circunstancia por la misma institución castrense, el objeto del decreto no sería la 
búsqueda de mecanismos eficaces de administrar justicia, sino la represión. 
 
Dado que éste estado de sitio duró más de tres años, el gobierno de Carlos Lleras Restrepo 
continuó haciendo uso del mismo en contra del movimiento estudiantil. En este sentido, 
la legislación más represiva del gobierno de Lleras Restrepo se encaminó contra la 
manifestación estudiantil de la Universidad Nacional, que tuvo lugar con motivo de la 
visita de John D. Rockefeller y el Presidente de la República a las instalaciones de la 
universidad. Las medidas implementadas se encaminaron hacia la suspensión del Consejo 
Superior Estudiantil, la suspensión de los representantes estudiantiles en el Consejo 
Superior Universitario, y la aniquilación de la “autonomía universitaria” en pro de la 
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 Boletín anual de estadística de Justicia Penal Militar. Op. Cit. pp. 88 – 89. Las mismas autoridades 
militares no encontraron una salida “legal” al tema, puesto que aún cuando no se hiciere retroceder el 
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militares conocidos y fallados en primera instancia por las autoridades de justicia castrense. “Mal podría 
invadir el ámbito propio de las autoridades ordinarias, para erigirse, de un momento a otro, en revisora de 
segundo grado de los fallos proferidos por ellas. Pues esto significaría, ni más ni menos, el desquiciamiento 
absoluto del sistema institucional y del orden jurídico imperantes, en materia de jurisdicción y 
competencia”. Ibíd. Pp. 90. 
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garantía de la conservación del orden público en la Universidad237 También se 
incorporaron medidas contra la agitación estudiantil, la cual se designó como “actos de 
agresión colectiva”238; esta medida estableció también sanciones por conductas de 
agresión verbal y escrita y penas de 180 días por agresión a las Fuerzas Militares en 
ejercicio de sus funciones. 
 
En cuanto al uso de la justicia penal militar, tras los disturbios ocasionados en la 
Universidad Nacional por la visita de Lleras Restrepo y Rockefeller, en octubre se convocó 
un Consejo de Guerra Verbal que se desarrolló finalmente en enero de 1967, para juzgar a 
cinco estudiantes  sindicados de liderar la protesta estudiantil. En esta ocasión, los 
abogados defensores se retiraron a modo de protesta por considerar que el juicio 
constituía una farsa, derivando finalmente en el resultado de tres estudiantes condenados 
por los militares.239  El antecedente marcó la acción de la justicia militar sobre el 
movimiento de estudiantes en el país. 
 
Entre 1965 y 1968 hubo más casos de juzgamientos por vía militar que afectaron a 
dirigentes sociales. En regiones como Armenia, Quindío y Medellín, se detuvieron 
dirigentes campesinos acusados de auxiliar a las guerrillas “Los mandos militares niegan el 
derecho de defensa a 59 campesinos acusados en Armenia. Entre ellos, el secretario de la 
Federación de Trabajadores del Quindío, José Helí Largo Rada. No tienen derecho a 
abogados y serán defendidos por sus propios acusadores, los militares.”240El VII Congreso 
de FEDEPETROL desarrollado en 1967 denunciaba por esta época varias detenciones de 
dirigentes sindicales independientes por orden de la justicia penal militar, como en el caso 
de Domingo Rodríguez, Eliécer Benavides y Orlando Belucci, mientras que en junio de 
1967 centenares de estudiantes de la Universidad Nacional eran nuevamente detenidos y 
trasladados para ser juzgados por las cortes marciales241.  
 
También se registraron noticias en agosto de 1967, donde fueron juzgados 61 miembros 
del sindicato de campesinos de Armenia, entre los cuales 42 fueron condenados, en un 
claro golpe a la organización sindical en el que las denuncias por torturas y violación de 
derechos humanos de los militares a los sindicados no se hicieron 
esperar.242Adicionalmente, se denunció la existencia de 200 presos políticos entre  
campesinos y dirigentes sindicales del movimiento petrolero, señalando además que “en 
el Batallón ‘Bogotá’ de Bucaramanga, se ha instalado un campo de concentración”.243 
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En 1968 se registran varias denuncias concernientes a la naturaleza represiva ejercida por 
la justicia militar, particularmente sobre las luchas populares. La OIT exigió libertad para 
los dirigentes sindicales, mientras la Asociación Colombiana de Juristas Demócratas 
señalaba la violación de derechos humanos inserta en el proceso de juzgamiento 
castrense.244 
 
El representante a la Cámara por el MRL del pueblo, Luís Efrén Fernández, denunció en 
debate público parlamentario la violación de los derechos humanos de los ciudadanos 
producidos por esta vía.245 Igualmente, reclamó a las fuerzas militares la trasgresión de la 
ley 16 de 1968, normatividad en la que los delitos políticos, que eran asumidos en tiempos 
de paz por la justicia penal militar, pasaban a los jueces superiores del distrito 
judicial.246Adicionalmente, se denuncia el apresamiento por cerca de un año de varios 
dirigentes sindicales, los cuales son constantemente amenazados por Consejos de Guerra. 
Entre ellos se encontraba, por ejemplo, el vicepresidente y el secretario de Fedepetrol, así 
como el dirigente agrario del centro de Barranca, entre otros247. 
 
En vísperas del levantamiento del estado de sitio, los mandos militares se dedicaron a 
convocar consejos de guerra al por mayor, para juzgar a centenares de presos políticos, 
pretendiendo que continuaran hasta la resolución de la condena aún cuando el régimen 
excepcional hubiese expirado248. El 9 de octubre de 1969, se declaró nuevamente un 
estado de sitio parcial en el departamento del Valle del Cauca, así como la autorización a 
los militares para convocar Consejos de Guerra Verbales. Aunque el motivo directo fue el 
secuestro del hijo del Cónsul honorario de Suiza, sin mayores especificaciones se arguyó 
que había una atmósfera de intranquilidad en la región –el año se caracterizó por la 
constante agitación y reorganización del movimiento estudiantil-así como la posibilidad de 
que se pudieran “sumar las actividades de personas directamente interesadas en alterar la 
tranquilidad pública”.249 
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 Decreto 1657 de 1969. Diario Oficial No. 32919, martes 28 de octubre de 1969. pp. 185  
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Con base en lo anterior, se decretaron medidas sin conexión alguna con la causa de 
turbación del orden público, como la restricción de manifestaciones, desfiles y reuniones 
públicas, mientras, en el plano judicial, fueron trasladados a la jurisdicción penal militar 
múltiples delitos, también sin conexión con las causas invocadas en estado de sitio, como 
la extorsión, asociación para delinquir; robo a entidades bancarias o con violencia sobre 
personas por cuantía mayor a $10.000 pesos; fabricación, adquisición o conservación de 
dinamita o explosivos, así como comercio o traspaso de armas, municiones o explosivos. 
Un aspecto fundamental es que los jueces de instrucción criminal de la justicia ordinaria, 
así como los funcionarios de instrucción de la Procuraduría General de la Nación, fueron 
llamados a instruir los sumarios de competencia de los Consejos de Guerra Verbales250, 
evidenciando un punto central: la incapacidad de la justicia penal militar para cubrir tareas 
para las cuales sus órganos de instrucción no se encuentran preparados, teniendo que 
respaldarse en la justicia ordinaria, la misma que acusaban de lenta e ineficaz. 
 
Tras las agitadas elecciones llevadas a cabo en abril de 1970, en las que Misael Pastrana 
ganó la presidencia -por un margen mínimo y dudoso a Gustavo Rojas Pinilla-, el estado de 
sitio se extendió a todo el territorio nacional arguyendo “que a raíz de las elecciones 
generales celebradas el día 19 de abril del corriente año, y sin haber concluido aún el 
escrutinio inicial, se han presentado en distintos sitios del país manifestaciones 
legalmente prohibidas en este tiempo, amenazas de amotinamiento e incluso hechos de 
violencia que han producido una grave conmoción interior 251“, por cuenta de la 
movilización de varios sectores populares a las calles y plazas públicas, incentivadas por la 
Anapo. Además de los delitos anteriormente mencionados, la justicia penal militar volvió a 
conocer de los delitos políticos contra la existencia y seguridad del Estado y contra el 
régimen constitucional y la seguridad interior. Adicionalmente, le fueron encargadas 
nuevas infracciones: instigación para delinquir y apología del delito, cuyas sanciones 
fueron elevadas arbitrariamente, sin consultar lo estipulado por el Código Penal de la 
época, así como delitos cometidos contra los miembros de las Fuerzas Militares y de 
Policía, pero, especialmente, las infracciones por ocupación arbitraria de propiedad ajena, 
de los que se deduce la intención de reprimir las invasiones de tierra efectuadas por el 
movimiento campesino encabezado por la ANUC en el año 70 y 71.252  
 
Aunque el estado de sitio total fue levantado el 15 de mayo, el día el 19 de julio volvió a 
declararse en todo el territorio nacional con motivo de un “clima de grave perturbación”, 
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resultado de la movilización y agitación estimuladas por el desenlace de las elecciones 
presidenciales253. Nuevamente, lo Consejos de Guerra Verbales entraron en acción254 para 
conocer los mismos delitos mencionados anteriormente; sin embargo, una vez más, los 
jueces de instrucción criminal de la justicia común se vieron sometidos a las comisiones 
impartidas por jueces castrenses de primera instancia en apoyo a los procesos de 
instrucción255. Vuelve y juega la elección de una justicia penal militar adoptada, no por su 
capacidad autónoma de ejercer justicia rápida y eficazmente en contraposición a la justicia 
ordinaria, sino por sus cualidades represivas. 
 
Cuadro No. 2. Estados de sitio dictados con motivo de protestas sociales y/o acompañados de 
extensión de justicia penal militar durante el gobierno de Carlos Lleras Restrepo 
  
Régimen
Decreto de estado de 
sitio y motivo
Período de duración Delitos transferidos a la justicia penal militar
Decreto 1657 de 1969: 
Estado de sitio parcial 
declarado en el Valle del 
Cauca con motivo del 
secuestro del hijo del 
Cónsul de Suiza.
Desde 9 de octubre de 
1969 hasta el 21de abril 
de 1970.
Decreto 1661 de 1969: Secuestro; extorsión; asociación 
para delinquir; robo a entidades bancarias; robos por 
cuantia superios a diez mil pesos; conductas antisociales 
relacionadas con la fábrica, porte y comercio o traspaso 
de armas, municiones o explosivos. Delitos conexos con los 
anteriores.
Decreto 593 de 1970: Contra la existencia y seguridad del 
Estado; Contra el régimen constitucional y la seguridad 
interior; Asociación para delinquir; Incendios y otros delitos 
que envuelven peligro común; secuestro; extorsión; 
Robpo contra instituciones bancarias; y conductas 
antisociales relacionadas con la fábrica, porte y comercio 
o traspaso de armas, municiones o explosivos.
Decreto 636 de 1970: instigación para delinquir y de la 
apología del delito.
Decreto 637 de 1970: delitos cometidos contra miembros 
de las Fuerzas Militares o de Policía Nacional en ejercicio 
de sus funciones, o contra las pertenencias de cualquiera 
de estos organismos
Decreto 1128 de 1970: 
Estado de sitio total. Se 
aduce un "clima de grave 
perturbación" en v irtud 
de las movilizaciones 
populares promovidas 
por la Anapo.
 Desde el 19 de julio 
hasta el 13 de 
noviembre.
Decreto 1133 de 1970: Contra la existencia y seguridad del 
Estado; Contra el régimen constitucional y la seguridad 
interior; Asociación para delinquir; Incendios y otros delitos 
que envuelven peligro común; secuestro; extorsión; Robo 
contra instituciones bancarias o cajas de ahorro y delitos 
conexos con los anteriores. Conoce también de las 
contravenciones penales que afectan la seguridad y la 
tranquilidad públicas y el patrimonio.
Carlos Lleras 
Restrepo
Decreto 590 de 1970: 
Estado de sitio total con 
motivo de las 
manifestaciones 
populares promovidas 
por la ANAPO contra los 
resultados electorales de 
1970.
Desde el 21 de abril de 
hasta el 15 de mayode 
1970.
 
Fuente: Autor, con base en diarios oficiales 
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A pesar del restablecimiento de la normalidad jurídica el 13 de noviembre de 1970, 
estando ya en el ejercicio del poder Misael Pastrana, se volvió a declarar un nuevo estado 
de sitio el 21 de febrero de 1971, esta vez en contra de dos movimientos: el universitario y 
el campesino. En efecto, el decreto 250 de 1971 estableció dentro de sus consideraciones 
la siguiente: “Que en el Departamento del Valle del Cauca existe una situación de 
conmoción generada por la coincidencia de los movimientos universitarios de los últimos 
días y la evidente intención  por parte de algunos grupos de paralizar las actividades 
sociales, todo lo cual ha afectado gravemente el orden público en dicho 
departamento…Que en diversos Departamentos del país también se han presentado 
invasiones de predios rurales, afectando así la ejecución de los programas de reforma 
agraria y cambio social que se deben desarrollar dentro del marco jurídico que le 
corresponde”256.  
 
Cuadro No. 3. Estados de sitio dictados con motivo de protestas sociales y/o acompañados de 
extensión de justicia penal militar durante el gobierno de Misael Pastrana 
   
Régimen
Decreto de estado de 
sitio y motivo
Período de duración Delitos transferidos a la justicia penal militar
Decreto 254 de 1971: Contra la existencia y seguridad del 
Estado; Contra el régimen constitucional y la seguridad 
interior; Asociación e instigación para delinquir; Apología 
del delito; Incendios y otros delitos que envuelven peligro 
común; secuestro; extorsión; Robo contra instituciones 
bancarias y Cajas de ahorro; robos por cuantía superior a 
diez mil pesos y delitos conexos con los anteriores. Conoce 
también de las contravenciones penales que afectan la 
seguridad y la tranquilidad públicas y el patrimonio.
Decreto 1518 de 1971: delitos previstos en los artículos 276, 
308 y 428 del Código Penal, en el último caso cuando el 
objeto material del mismo lo constituyan cosas, muebles o 
inmuebles de propiedad de una empresa dedicada a la 
prestación de un serv icio público o que se hallen al 
serv icio de la misma.
Decreto 1989 de 1971: delitos contra la seguridad de las 
fuerzas armadas y contra la administración; delitos de 
homicidio y lesiones personales que se cometan contra los 
miembros de las fuerzas armadas y los civ iles que se hallen 
al serv icio de las mismas; Arrojar objetos capaces de 
producir daños, disparar armas de fuego contra vehículos 
que lleven personas; apoderarse, secuestrar o desv iar la 
ruta de una aeronave; el porte de armas de fuego o 
municiones sin permiso de autoridades competentes.
Misael Pastrana
Decreto 250 de 1971: 
Estado de sitio total 
declarado con motivo 
del movimiento estudiantil 
en el Valle del Cauca, el 
paro de trabajadores 
anunciado y promovido 
por la UTC y la CSTC, y las 
invasiones de tierras 
agenciadas por el 
movimiento agrario en 
cabeza de la ANUC.
Desde el 26 de febrero 
de 1971 hasta el 29 de 
diciembre de 1973.
 
Fuente: Autor, con base en diarios oficiales 
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El movimiento estudiantil había iniciado en el Valle del Cauca a raíz de demandas de 
reforma universitaria y protestas contra las actividades de ciertas fundaciones nacionales 
y norteamericanas al interior del la Universidad. La intervención del Ejército en el 
conflicto, el día del establecimiento del estado de sitio, dejó como resultado 15 muertos y 
49 heridos en Cali. A este evento le seguirían intensas manifestaciones estudiantiles en 
casi todas las ciudades del país, motivo por el cual Pastrana terminaría cerrando más de 
13 universidades en todo el territorio.257 
 
Entre las medidas de represión fueron convocados los Consejos Verbales de Guerra, una 
vez más para juzgar delitos contra la existencia y seguridad del Estado y contra el Régimen 
Constitucional y la seguridad interior; así como los de instigación y asociación para 
delinquir –con el que eran juzgados múltiples dirigentes sociales y guerrilleros-, apología 
del delito, secuestro, extorsión, incendio, robo a bancos, robos en general por cuantía 
superior a $10.000 pesos y, como innovación, las contravenciones penales que afectan la 
seguridad, la tranquilidad públicas y el patrimonio.258Nuevamente, el movimiento 
estudiantil fue objeto de represión “hay decenas de universitarios detenidos, otros 
amenazados por consejos de guerra” por lo cual exigían “reforma universitaria y 
educacional de fondo, proseguir la organización de la nueva central estudiantil, imponer 
sin sanciones reapertura de la Universidad Nacional, arrancar de la cárcel y de los consejos 
de guerra a los estudiantes detenidos, juicio y condena de los culpables de los asesinatos y 
luchar por levantar el estado de sitio”259.  En marzo de 1971 se registra para el caso de 
Bucaramanga, trece estudiantes de la Universidad Industrial de Santander (UIS) que en 
razón de las protestas pasaron a órdenes de la Justicia Penal Militar. 260En octubre, dos 
universitarios más entran a conformar la lista de procesados en Bucaramanga, mientras 
en Medellín se realiza otro Consejo de Guerra Verbal contra tres estudiantes 
universitarios.261En noviembre de 1973, se registra en Bucaramanga la detención de un 
profesor de Derecho de la Universidad Libre de Bogotá junto a dos estudiantes más, 
cuando se encontraba dando una conferencia sobre Consejos de Guerra Verbales en la 
UIS.262 
 
Aparte de los estudiantes, el año 1971 logró el pico más alto de invasiones de tierras 
llevadas a cabo por la ANUC cómo una forma de presionar la agilización e implementación 
de la reforma agraria.263Entre los casos de represión por justicia penal militar destaca la 
                                                 
257
 Voz Proletaria. “Pastrana rompe el Récord: Cerradas 13 Universidades”. 20 de Mayo de 1971. 
258
 Decreto 254 de 27 de febrero de 1971. Diario Oficial No. 33257, miércoles 3 de marzo de 1971. pp. 641 
259
 Voz Proletaria. “Imponer mediante la acción popular la inmediata reapertura de la Universidad”.  23 de 
abril de 1971.  
260
 Libro Negro de la represión. Op. Cit. Pp. 110 
261
 Ibíd. Pp. 121 
262
 Ibíd. Pp. 170 
263
 Diversas noticias afirmaron que un plan de invasiones a fincas "adecuadamente explotadas" se había 
puesto en marcha de manera simultánea. No faltó la denuncia en los medios de comunicación sobre la 
 98 
realización de un Consejo de Guerra Verbal en septiembre contra cinco campesinos en 
Manatí (Atlántico), sindicados del delito de “asonada” en razón a la realización de una 
protesta contra un latifundista que había destruido sus cementeras.264 Posteriormente, en 
julio de 1972, un sacerdote y 4 campesinos más fueron llevados a la Justicia Penal Militar 
del Atlántico por oponerse a los abusos de dichos latifundistas en Manatí265. 
Adicionalmente, se registra en diciembre de 1971 una condena por Consejo de Guerra 
Verbal A 24 campesinos en Cali (Valle).266  
 
También hubo dinámica dentro del sector obrero –desde el paro general desarrollado por 
las centrales obreras UTC y CSTC el 8 de marzo de 1971- hasta el fuerte crecimiento de la 
protesta de trabajadores de los servicios públicos, en el que destaca la huelga de los 
obreros de ECOPETROL en agosto de 1971 y las huelgas de los maestros en reivindicación 
de sus salarios y contra el estatuto docente (huelgas de abril de 1971, abril de 1972 y 
septiembre de 1973). En todos estos casos, los movimientos recibieron como respuesta 
estatal la autorización de Consejos Verbales de Guerra: por ejemplo, en la mencionada 
huelga de ECOPETROL, tras los enfrentamientos entre obreros y ejército, se dictaron dos 
decretos adicionales que traspasaban a la justicia penal militar delitos contra muebles e 
inmuebles de propiedad de empresas dedicadas a la prestación de servicios públicos, 
delitos contra la seguridad de las Fuerzas Armadas y contra la administración, así como los 
delitos de homicidio y lesiones personales contra miembros del Ejército y civiles al servicio 
de instituciones armadas.267Cada uno de estos delitos se pensaron para reprimir con rigor 
a los trabajadores participantes de la huelga en un Consejo de Guerra Verbal que se 
abordará, de manera especial, al final de este trabajo.  
 
Para el caso del magisterio, señalado como un movimiento subversivo, la justicia militar se 
erigió como instrumento de amenaza “Ojala estemos equivocados, pero a la clase 
suponemos que con semejantes epítetos lo que se está es montando desde ahora la 
justificación de los llamados ‘consejos verbales de guerra’ contra los educadores, 
particularmente contra sus dirigentes y activistas más destacados”268. En junio de 1973, 
tras una huelga de maestros de secundaria en el Quindío que exigía reajustes de salarios, 
terminó desarrollándose un Consejo de Guerra Verbal contra el presidente de la 
Asociación de Profesores de Enseñanza Media del Quindío, siendo además destituidos por 
protestar, sesenta profesores. En julio el Presidente de la Asociación fue 
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condenado.269Luego, en octubre de dicho año, el presidente del Sindicato Nacional de 
Choferes sería entregado a la Justicia Penal Militar.270 
 
Bajo este escenario, el “Comité de Solidaridad con los Presos Políticos” expresó en un 
comunicado su preocupación por la aplicación de Consejos de Guerra Verbales a 
expresiones políticas de inconformidad popular. Con la declaración de prensa anunció su 
conformación como comité al servicio de los presos políticos, animado desde diversas 
organizaciones de masas concientes del problema, entre las cuales estuvieron la 
Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC), la Federación Colombiana de 
Educadores (FECODE), le Círculo de Periodistas de Bogotá (C.P.B.), y Comités Pro-Defensa 
de los barrios Orientales271. 
 
En suma, en el frente nacional el estado de sitio proporcionó el espacio jurídico necesario 
para la reproducción de la militarización de la justicia, coadyuvando a que la injerencia 
militar en el sistema judicial se concibiera como un asunto “acorde” con el ordenamiento 
democrático en tiempos de crisis. En consecuencia, dado el permanente estado de 
anormalidad en el país, el uso de la justicia penal militar en éstas condiciones adquirió una 
suerte de “estabilidad” que la convirtió en una práctica ordinaria y tolerable a los ojos del 
establecimiento, sustentada fuertemente en el nuevo rol de las fuerzas armadas como 
soporte leal del régimen y punta de lanza de la lucha anticomunista en todos sus terrenos. 
Las nuevas condiciones políticas emergidas del Frente Nacional -más abiertas y 
democráticas comparativamente hablando con respecto a las existentes en la dictadura 
precedente- presenciaron paradójicamente la adaptación de la justicia penal militar a la 
represión de nuevas fuerzas beligerantes con el  régimen, entre ellas la reactivación y 
organización de las masas expresada en una creciente dinámica de la protesta social cada 
vez más desligada del control estatal y partidario. 
 
4.2. Conculcación del derecho de defensa y otras arbitrariedades derivadas de la 
aplicación de Consejos de Guerra Verbales contra civiles 
   
Los Consejos de Guerra Verbales coadyuvaron para que el derecho inalienable de defensa 
se convirtiera, en la práctica, en un principio democrático “negociable”, cuando no 
“inexistente”, a cambio de resultados efectivos. Se supone que en un Estado de Derecho, 
los principios que rigen el juzgamiento de un individuo cuando éste ha transgredido la ley 
sustancial, no pueden ser desconocidos bajo ningún pretexto, ya sea para administrar 
justicia sobre civiles o sobre militares, en estado de sitio o en momentos de normalidad 
jurídica. “El ordenamiento jurídico  - penal establece el marco de la justicia y constituye un 
sistema de garantías para la sociedad y el individuo, en cuanto determina la órbita (ley 
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penal) y la forma (proceso) de cumplir la función represiva. Para la sociedad, porque 
permite individualizar al verdadero culpable de un hecho que vulnera sus bienes 
fundamentales y hacer efectiva la responsabilidad del mismo; para el individuo, porque 
traza la órbita dentro y no fuera de la cual puede restringirse su libertad, y porque le da 
oportunidad para defenderse, vale decir, para demostrar su inocencia o cualquier 
circunstancia capaz de atenuar su responsabilidad”272 
  
Las normas que regulan el ejercicio jurisdiccional, contenidas en el derecho procesal 
penal, establecen los marcos institucionales dentro de los cuales el Estado tiene la 
potestad de administrar justicia, así como las garantías mínimas establecidas para el 
sindicado; El primer parámetro del derecho penal alude al principio de  “legalidad”, es 
decir, “la garantía mediante la cual el sujeto de la acción penal no puede ser sancionado 
por una conducta, si ella no está previamente determinada en la ley”.273El segundo 
parámetro tiene que ver con el principio de “Favorabilidad”, mediante el cual “en casos de 
leyes que se hagan más favorables al reo y aún siendo posteriores al acto imputado, se 
aplicarán éstas de preferencia ante las más desfavorables”;274el tercer parámetro alude al 
tema del “Tribunal Competente” en donde la potestad de juzgar se ejerce a través de los 
tribunales creados para ello, incluyendo los originados a partir de determinados “fueros”; 
según este principio “El tribunal competente se determina en cada caso como el que a 
cada persona corresponde en forma permanente según la constitución y las leyes y de 
acuerdo con la calidad de que se reviste cada persona”;275y, por último, destaca el 
parámetro referente a la “Formalidad del Juicio”, el cual establece “la guarda de ciertas y 
determinadas formas en el ejercicio de una atribución especial a fin de que ésta pueda 
tener los efectos que la misma ley le concede”276 
 
Estos cuatro principios básicos, a saber, la preexistencia de la Ley al acto que se imputa; el 
juzgamiento por Tribunal competente; la plenitud de las formas de cada juicio; y la 
aplicación de la ley más favorable aún cuando sea posterior, son apenas una parte de los 
derechos y garantías civiles que el Estado despojó a través de la justicia penal militar. Con 
el pretexto de que el oficio militar se rige por comportamientos completamente 
diferentes en función del interés de la institución castrense de preservar la obediencia y la 
disciplina, el ejercicio jurisdiccional militar creó rasgos particulares y ajenos al mismo 
derecho penal procesal, como la jerarquía y la antigüedad, aún cuando aquellos no 
tuviesen que ver con el comportamiento ni la conducta exigida por la sociedad a los 
civiles. 
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Para empezar, basta con cuestionar un asunto de fondo: la independencia e imparcialidad 
de los tribunales militares y la potestad del sujeto que juzga: ¿eran los jueces militares 
verdaderos jueces? Teniendo en cuenta que la justicia castrense pertenecía a la rama 
Ejecutiva del poder público, los jueces militares no se encontraban investidos de poder 
judicial “Los jueces militares, así sean civiles, no pertenecen a la jurisdiccional del poder 
público, sino a la ejecutiva, pues dependen del Ministerio de Defensa Nacional. Es así que 
los jueces de instrucción militar son designados por el gobierno nacional y en su defecto 
por el Tribunal Superior Militar (Art. 324, ord. 5º, C.J.P.M.)”277 
 
La justicia penal militar era un órgano dirigido desde el gobierno nacional por conducto 
del Ministerio de Defensa, razón por la cual los principios de independencia e 
imparcialidad que formalmente rigen la administración de justicia se encontraban 
completamente vulnerados; los militares actuaban como juez y parte, concentrando, 
además, todas las funciones procesales como la detención, instrucción, juzgamiento y 
condena “El derecho de toda persona a ser juzgada por un tribunal competente, 
independiente e imparcial, se ve seriamente amenazado por la estructura misma y la 
práctica de la justicia penal militar aplicada a los civiles en Colombia. Cuando en Colombia 
se somete a civiles a la justicia militar, ésta conduce todo el proceso, desde el arresto 
hasta el juicio, constituyéndose al mismo tiempo, en juez y parte. El procedimiento mismo 
de la justicia penal militar en Colombia, especialmente en los Consejos Verbales de 
Guerra, hace de éste un mecanismo sin independencia de la jerarquía militar y del poder 
Ejecutivo quienes la controlan mediante el libre nombramiento y remoción de los 
funcionarios que la administran”278. 
 
 Adicionalmente, por no pertenecer a la rama jurisdiccional, los jueces militares no tenían 
instancias de control y veeduría efectivas para la vigilancia de su desempeño en materia 
de garantías ciudadanas y derechos humanos; el único investido para ejercer control era el 
Procurador delegado para las Fuerzas Militares, no obstante, era militar activo y dependía 
también del Ministerio de Defensa y del gobierno nacional.  
 
La trasgresión de las todas las formalidades procesales hizo de los Consejos de Guerra 
Verbales sistemas anunciados de condena279. La omisión de todo orden de formalidades 
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cubría prácticamente cada uno de los pasos del proceso penal, desde el arresto, la 
detención y el juzgamiento, constituyendo una cadena de violaciones al derecho de 
defensa y a los derechos humanos. Por lo general, los Consejos de Guerra convocados 
contra civiles estaban precedidos de la ejecución de capturas indebidas y allanamientos 
sin orden judicial; tras el arresto, los individuos retenidos eran transportados a batallones 
militares y sometidos a indebida incomunicación con familiares y a inasistencia legal “La 
operación se inicia con el allanamiento de la residencia de la persona, practicado en las 
primeras horas del amanecer sin mostrar ninguna orden de autoridad competente…El 
detenido es conducido a dependencias militares donde permanece por varios días 
incomunicado, sin posibilidad de dar aviso a su familia, ni a su abogado280”.   
 
Lo anterior se encontraba agravado por las detenciones arbitrarias al amparo del artículo 
28 de la Carta Política, que autorizaba al gobierno, en tiempos de paz, a retener a 
individuos con graves indicios de peligrosidad por máximo diez días, previo dictamen de 
todos los ministros del gabinete. En estado de sitio, los militares realizaban dichas 
detenciones, pero por tiempo indefinido “Se ha denunciado la práctica por parte de las 
fuerzas militares de arrestar personas sin motivos previamente definidos en las leyes y sin 
que se exhiba la orden judicial pertinente. En ocasiones, cuando existe la orden judicial, 
ésta ha sido expedida en blanco, dejando indefinida la identidad de quien debe arrestar, lo 
que en definitiva termina siendo una operación de inteligencia militar”281 La detención 
arbitraria por tiempo indefinido, aunada a la incomunicación y a la inasistencia legal, hacía 
de la invocación del “Habeas Corpus”, es decir, el derecho de no verse ilegalmente privado 
de la libertad, un derecho anulado en la práctica “Su práctica (Habeas Corpus) ha 
desaparecido en lo que a tal jurisdicción atañe. Y ha desaparecido por la deliberada 
confusión entre las formas propias de privación de la libertad de la persona, la deliberada 
violación de términos, deliberada prolongación de la incomunicación y deliberada 
negativa a cualquier medio de defensa del sindicado, y nugatorio recurso la presencia en 
las instalaciones militares de cualquier juez penal municipal que se proponga indagar por 
el paradero del beneficiario de la ilusa petición“282  
 
Otro aspecto fundamental tiene que ver con la designación del apoderado o abogado y la 
producción irregular de pruebas. Cuando el sindicado no podía contratar un abogado civil 
se veía en la obligación de elegir un abogado militar asignado de oficio por la justicia penal 
militar, reforzando la relación de “juez y parte” de los militares en el proceso de 
juzgamiento “Entre las denuncias recibidas por la misión se da el caso de un militar que 
habiendo sido nombrado defensor de oficio en un Consejo Verbal de Guerra, tuvo que ser 
removido de su cargo ante la acusación de sindicados y defensores de que la misma 
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persona había sido la encargada de interrogar y torturar a quien después resultó 
defendiendo”283Cuando el defensor o abogado era civil, se le imponían una serie de 
restricciones al proceso de instrucción que impedían el ejercicio de defensa, entre ellas, el 
no suministro de información alguna sobre el paradero del defendido; la omisión de 
información sobre fechas y horarios de indagación del sindicado; la prohibición de 
presenciar ciertas diligencias imperativas, como por ejemplo, los interrogatorios 
preliminares; así como continuas provocaciones, particularmente exhaustivas requisas, 
fijación de horarios restringidos en despachos judiciales, señalamiento de trámites 
dispendiosos para entrevistas con detenidos en instalaciones militares y ausencia de 
intimidad con el mismo, entre otras.284El ritual descrito favorecía la producción ilegal de 
pruebas, en cuyo seno se generalizó el uso de la tortura para inducir confesiones que 
luego se utilizaban contra los sindicados285 “En tales condiciones y bajo la amenaza, 
coacción o tortura, el procesado es obligado a ‘confesar’ y posteriormente a consignar 
dicha ‘confesión’ en un manuscrito que más adelante será llamado ‘versión libre y 
espontánea’ y paralelamente a los interrogadores rinden la suya propia, que más tarde 
será, casi siempre, la única prueba de cargo que da origen a la detención, convocatoria a 
Consejo de Guerra y condena”.286 
 
El uso de Consejos de Guerra Verbales repercutió en otras infracciones procesales: por 
ejemplo, el desconocimiento, por parte del sindicado, de los cargos imputados, desde el 
proceso de instrucción hasta el día de la audiencia del Consejo de Guerra; cuando no 
había investigación previa, acusaciones realizadas se leían excluyendo al sindicado de todo 
conocimiento “En algunas ocasiones, la lectura del expediente durante el Consejo Verbal 
de Guerra es la única oportunidad que tiene el procesado y parcialmente su apoderado de 
enterarse de los cargos formulados en su contra. Las prácticas de pruebas son 
frecuentemente negadas y se impide o imposibilita el conocer y poder interrogar a los 
testigos del cargo, alegando que se debe proteger la identidad de los funcionarios de la 
inteligencia militar, por lo cual se denuncia que en los procesos militares se condena a las 
personas en base a pruebas secretas”.287 La realización de juicios colectivos en el marco 
del sumarísimo proceso dificultaba la individualización de la defensa de cada sindicado, sin 
contar que, tras la entrega de los “Cuestionarios”, el abogado contaba con tan sólo 6 
horas para preparar el debate oral de los acusados que, en un juicio colectivo, podían ser 
decenas “El carácter sumario que tiene los Consejos Verbales de Guerra y el número, 
algunas veces muy elevado, de los que comparecen ante dichos tribunales impide un 
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juicio individualizados donde se salvaguarden todos los requisitos de un juicio justo”288. De 
otro lado, la composición netamente militar y jerárquicamente definida de los Consejos de 
Guerra Verbales tenía un impacto sobre los veredictos, puesto que los vocales militares, 
encargados de “fallar a conciencia” eran jerárquicamente inferiores a las autoridades 
militares que convocaban y presidían los Consejos.  
 
Las nulidades por vicios de forma eran abrumadoras. Los errores en la redacción de los 
cuestionarios, conllevaban a continuos errores de calificación de los delitos imputados. 
Adicionalmente era común encontrar cuestionarios sin firmas de los funcionarios 
competentes –cuestión que determinaba su inexistencia jurídica-, así como la ausencia de 
notificación del auto que ordena la práctica de pruebas, tanto al detenido como a su 
apoderado, cosa bastante grave pues de aquella dependía la oportunidad de solicitar el 
ejercicio de pruebas por parte de los civiles acusados.  
 
Las múltiples inconsistencias procesales no sólo hicieron de la “nulidad” el común 
denominador de los juicios llevados a cabo por la justicia penal militar contra civiles, sino 
que también contradijeron la apología que distintos sectores de la clase política hacían a 
la justicia penal militar por su “celeridad”  y “rapidez” con el fin de apoyar el uso de 
Consejos de Guerra Verbales “El juzgamiento, en la mayoría de los casos, supera el propio 
de la investigación, con el resultado de que muchos de los procesados han debido ser 
puestos en libertad por el cumplimiento de la pena (no breve, por cierto)…En la segunda 
instancia ocurre otro tanto. Es bien conocida la opinión de los propios magistrados y 
fiscales del Tribunal Superior Militar, en el sentido de que necesitarían por lo menos un 
año muerto, para evacuar los procesos en curso”289 
 
La ineficacia y la morosidad de la justicia penal militar pusieron sobre la palestra las 
verdaderas intenciones de la misma: más que el control efectivo del orden público, era un 
instrumento ágil de castigo y de represión “Este ejercicio irracional de la represión ha 
determinado en últimas, la repulsión general hacia la justicia militar y esta a su vez, ha 
llevado a la Corte y al Tribunal Superior Militar a reconocer en la práctica la inoperancia de 
los Consejos de Guerra, al decidir la nulidad de los más importantes adelantados contra 
civiles.”290 La nulidad procesal como indicador del “imperio de la impunidad” demostraría 
entonces que la persistencia en el uso de Consejos Verbales de Guerra, tal y como se han 
descrito, tenía cometidos adicionales intimidatorios y de inquisición política. 
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4.3. Estudio de caso: Consejo de Guerra Verbal y condena contra los trabajadores de 
ECOPETROL y la Unión Sindical Obrera (USO) 
 
El 5 de agosto de 1971 estalló en la refinería de Barrancabermeja una huelga sin 
precedentes liderada por la Unión Sindical Obrera (USO), sindicato de base de 
ECOPETROL. El incumplimiento de una Convención Colectiva de Trabajo fue el detonante 
de una protesta que, cultivada por una serie de acontecimientos de largo y mediano plazo, 
venía abonando un clima de agitación social en el sector.  
 
Por un lado, se encontraba la discusión referente a la política nacional inclinada a entregar 
la explotación del crudo a las grandes multinacionales extranjeras. Dicho debate se 
encontraba en pleno cenit gracias  a la denominada “Concesión Barco” que, en vísperas de 
su finalización, había permitido a la Colpet (Colombian Petroleum Company) una 
explotación prolongada del codiciado “oro negro” doméstico, prerrogativa que devolvió 
con reiterados desconocimientos de los derechos laborales de los trabajadores, así como 
de los laudos arbitrales y de varias condiciones conexas con la misma concesión. De otro 
lado, en el plano económico se presentaba la modificación del “dólar petrolero”291 como 
una política económica lesiva a los intereses nacionales que, orientada acabar con la 
financiación estatal de la gasolina, trasladó a los consumidores los sobrecostos de la 
misma, derivando en un tremendo incremento del costo de vida que afectó a la población 
en general. Y en el plano social, la generalización de un clima de descontento que, en 
virtud de dichas políticas, provocaron la realización de paros cívicos de diversos sectores 
populares que se solidarizaron con las demandas de reversión de la “Concesión Barco” y 
del respeto a los pactos laborales, adelantada por Sidelca, sindicato de base de la Colpet. 
 
En este escenario se encontraba la USO, denunciando desde enero de 1971 el 
incumplimiento de la convención colectiva de trabajo pactada entre los trabajadores y la 
Empresa apenas el día 5 de noviembre del año 1970. De acuerdo con trabajadores de la 
empresa “Se llegó al extremo de no reconocer las prestaciones legales conquistadas desde 
hace mucho tiempo por nosotros; se empeoraron los ya malos servicios del Casino y 
atención médica; se hicieron descuentos indebidos al salario de los trabajadores; se violó 
el escalafón, se persiguió y calumnió a los dirigentes consecuentes; se intensificaron las 
contrataciones ilegales., haciendo tan agudas las provocaciones que en cierto momento, 
los trabajadores no pudimos soportarlas por más tiempo y controlar las respuestas 
adecuadas a las mismas”292. 
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La gota que derramó el vaso tuvo lugar el 26 de julio de 1971: un grupo de trabajadores 
protestó airadamente por el cambio de horario en el suministro de la alimentación, 
provocando una mini huelga en la que participaron 50 trabajadores y varios dirigentes del 
sindicato “nos hastiamos cuando se ordenó que el almuerzo tenía que servirse a las doce 
del día, dándosele al trabajador sólo media hora cuando la convención decía que este 
horario sería entre las diez y media y las once y cuarenta y cinco. Tiempo justo y humano 
para descansar un poco en el intermedio de una jornada que se iniciaba a las seis de la 
mañana…los administradores habían obligado a los trabajadores a comer en horarios 
diferentes, sometiéndolos a jornadas de seis horas y media y hasta siete sin ingerir 
alimento alguno, tomando solamente agua”293.  
 
Ante el despido de  cinco dirigentes sindicales y la sanción-amonestación de 50 obreros 
que apoyaron la protesta, la USO convocó una Asamblea General en la que se aprobó la 
realización de una huelga, exigiendo el reintegro de los trabajadores y dirigentes 
despedidos, así como el cumplimiento de la Convención Colectiva de Trabajo “Sus más 
inmediatos reclamos frente a la Empresa tenían que ver con la atención alimenticia de los 
casinos, cuya ampliación se había hecho necesaria desde hace 10 años por la triplicación 
del personal. Al no aumentar la capacidad de los casinos, los trabajadores tenían que 
hacer largas colas y en la mayoría de los casos, quedarse sin los alimentos 
correspondientes para poder entrar a reanudar trabajo, con hambre. Igual situación se 
presentaba en el servicio médico, el cuál tampoco fue cumplido en su capacidad desde 10 
años atrás. Por esa razón se tornó inoperante, pues 5 médicos tenían que atender 
diariamente a 2.000 personas, quedándose un gran número de trabajadores y familiares 
sin la asistencia diaria médica”294 
 
La huelga, declarada “ilegal” por el Estado, se desarrolló entre el 5 y 6 de agosto de 1971, 
encontrando como respuesta estatal la cancelación de la personería jurídica de la USO, la 
congelación de sus fondos,  el despido masivo de 264 trabajadores y la militarización de la 
compañía que tuvo como saldo la muerte de un trabajador “El Presidente Pastrana envió 
al Ejército para allanar las instalaciones y detener a los huelguistas. Hubo un obrero 
muerto, capturados treinta trabajadores y su asesor jurídico”295. A partir del momento en 
que entró el Ejército y dio muerte a Fermín Amaya, obrero participante de la protesta, la 
huelga se transformó en un asunto de supervivencia en el cual, los obreros atrincherados, 
impidieron la salida de un grupo de ingenieros para evitar el ingreso violento del Ejército, 
y en ese orden de ideas, una posible masacre de los trabajadores e incluso una grave 
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explosión en la refinería. Por dicha acción, calificada posteriormente como delito de 
secuestro, serían condenados varios trabajadores participantes de la huelga “La irrupción 
del Ejército fue irresponsable pues entró disparando en un lugar en el que una sola chispa 
podía generar una catástrofe, si alcanzaba a algunos de los tanques donde estaban 
almacenados los hidrocarburos y sustancias inflamables. Esta agresión generó la 
resistencia de los trabajadores, que procedieron a tomar rehenes a los directivos e 
ingenieros para protegerse”296.  
 
Ante el peligro de una explosión en la refinería y la ausencia de provisiones y agua para los 
obreros atrincherados, se llegó al acuerdo de desalojar y entregar las instalaciones de la 
refinería, sin embargo, la represión militar apenas comenzaba, puesto que llovieron un 
sinnúmero de normas dictadas al amparo del estado de sitio que terminaron militarizando 
toda la ciudad, en búsqueda de los dirigentes de la protesta “La huelga fue pacífica, pero 
el Gobierno le dio tratamiento militar. Se dictaron normas jurídicas al amparo del estado 
de sitio con miras a señalar como delito contra la economía nacional el cese de actividades 
y se entregó la competencia para el juzgamiento de dicho delito a la justicia penal 
militar”297. 
 
Convocado por el Comando de la Quinta Brigada con sede en Bucaramanga, entre el 19 de 
agosto y el 23 de octubre de 1971 se desarrolló el Consejo de Guerra Verbal que dejó, de 
manera anunciada, el siguiente resultado: 36 trabajadores con sentencia condenatoria de 
un total de 42 obreros juzgados. Como el siguiente cuadro lo muestra, entre los individuos 
condenados estaba toda la junta directiva de la Unión Sindical Obrera; bajo esta 
perspectiva, el Consejo de Guerra Verbal logró un objetivo fundamental: asestar un golpe 
contundente a la organización obrera más fuerte del sector. De esta manera, con los 
dirigentes obreros tras las rejas y la personería jurídica del sindicato suspendida, el 
gobierno intentó originar una nueva organización sindical afín a sus intereses, tal y como 
lo cuestionaron los senadores Manuel Bayona Carrascal, Luís Torres, y Ciro Ríos, en 
citación a debate en el Congreso realizada a los Ministros de Trabajo, Minas y Petróleo y 
Defensa298. 
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Cuadro No. 4. Directivos de la USO condenados en Consejo de Guerra Verbal 
  
Nombre
Condenas 
(años de 
prisión)
Cargos
Puesto en el 
sindicato
Situación jurídica en 1974
Ricardo Mantilla
14
Sedición (huelga 
en servicio 
público), secuestro 
múltiple
Presidente 
Subdirectiva de 
Refinería
Fugitivo, se presentó luego 
de la Ley de rebaja de penas 
y pagó 24 días de cárcel en 
la Modelo de Bogotá
Eliberto Bautista
14
Sedición (huelga 
en servicio 
público), secuestro 
múltiple
Revisor Fiscal 
Subdirectiva de 
Refinería
Fugitivo, se presentó luego 
de la Ley de rebaja de penas 
y pagó 24 días de cárcel en 
la Modelo de Bogotá
Manuel 
Salvador 
Tamayo
14
Sedición (huelga 
en servicio 
público), secuestro 
múltiple
Secretario 
General 
Subdirectiva de 
Refinería
Fugitivo, se presentó luego 
de la Ley de rebaja de penas 
y pagó 24 días de cárcel en 
la Modelo de Bogotá
Adalberto 
Salgado
14
Sedición (huelga 
en servicio 
público), secuestro 
múltiple
Secretario de 
actas. 
Subdirectiva de 
Refinería
Fugitivo, se presentó luego 
de la Ley de rebaja de penas 
y pagó 24 días de cárcel en 
la Modelo de Bogotá
Fabio Acuña
10
Sedición (huelga 
en servicio 
público), secuestro 
múltiple
Secretario de 
deportes, 
subdirectiva de 
Refinería
Pagó cárcel en 
Bucaramanga hasta el 17 de 
enero de 1974
Parmenio Arias
14
Sedición (huelga 
en servicio 
público), secuestro 
múltiple
Vicepresidente 
Subdirectiva de 
Refinería
Fugitivo, se presentó luego 
de la Ley de rebaja de penas 
y pagó 24 días de cárcel en 
la Modelo de Bogotá
Gilberto 
Chinome 
9
Sedición (huelga 
en servicio 
público), secuestro 
múltiple
Trabajador de 
base, ex 
secretario de la 
USO
Pagó cárcel en 
Bucaramanga hasta el 17 de 
enero de 1974
Benjamín 
Benthan
7
Sedición (huelga 
en servicio 
público), secuestro 
múltiple
Presidente de la 
Directiva 
Central de la 
USO
Pagó cárcel en 
Bucaramanga hasta el 17 de 
enero de 1974
Calixto Pino
7
Sedición (huelga 
en servicio 
público), secuestro 
múltiple
Tesorero de la 
Directiva 
Central de la 
USO
Pagó cárcel en 
Bucaramanga hasta el 17 de 
enero de 1974
José Ignacio 
Martínez
7
Sedición (huelga 
en servicio 
público), secuestro 
múltiple
Secretario de 
Actas de la 
Directiva 
Central de la 
USO
Fugitivo, se presentó luego 
de la Ley de rebaja de penas 
y pagó 24 días de cárcel en 
la Modelo de Bogotá
Ursino Ospina
7
Sedición (huelga 
en servicio 
público), secuestro 
múltiple
Fiscal de la 
Directiva 
Central de la 
USO
Pagó cárcel en 
Bucaramanga hasta el 17 de 
enero de 1974
Luís Rojas
7
Sedición (huelga 
en servicio 
público), secuestro 
múltiple
Suplente 
Directiva 
Central de la 
USO
Pagó cárcel en 
Bucaramanga hasta el 17 de 
enero de 1974
Alfonso Flórez
8
Sedición (huelga 
en servicio 
público), secuestro 
múltiple
Suplente 
Directiva 
Central de la 
USO
Pagó cárcel en 
Bucaramanga hasta el 17 de 
enero de 1974
Gustavo 
Armando 
Sánchez
8 meses y 
multa de 
500 pesos
Sedición (huelga 
en servicios 
públicos)
Tesorero 
Subdirectiva de 
Refinería
Fugitivo, se presentó luego 
de la Ley de rebaja de penas 
y pagó 24 días de cárcel en 
la Modelo de Bogotá  
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La represión por la vía de la justicia penal militar empezó, en realidad, a partir del 7 de 
agosto, fecha en la que iniciaron las detenciones arbitrarias y la práctica de pruebas contra 
los obreros sindicados. El ejercicio de torturas como mecanismo efectivo para sacar 
confesiones –denunciado por Amnistía Internacional como una práctica sistemática en los 
Consejos Verbales de Guerra en Colombia- tuvo lugar en este caso con varios de los 
sindicados “Ese mismo día 7 de agosto la huelga fue declarada ilegal y en la prensa se 
empezó a hablar de adelantar Consejos Verbales de guerra contra los dirigentes del 
movimiento de protesta, indicando que a los detenidos se les iba a conducir a Cimitarra y 
a las instalaciones del Batallón Antiaéreo en el campo Casabe. No se decía, por supuesto, 
que algunos ya lo estaban y que eran torturados, como le aconteció a Gilberto Chinome, 
quién fue sometido a simulacros de fusilamiento, ahogamientos en el río Magdalena y se 
le colgó desnudo en pantanos llenos de zancudos para que le fuera inoculada la 
malaria”299 
 
Los huelguistas fueron juzgados por delitos políticos incorporados en el Código de Justicia 
Penal Militar, y por delitos comunes adscritos mediante estado de sitio a las autoridades 
castrenses.  En efecto, las sanciones impuestas fueron por los delitos de sedición – que en 
la ley marcial incluye la huelga en el sector de los servicios públicos-, secuestro múltiple, 
daños en bienes de la empresa y lesiones personales. Sin embargo, como lo señalaron los 
abogados defensores del caso “lo más grave de todo, y que tiene que alertar a la clase 
obrera del país, es que en ese Consejo de Guerra, se erigió en delito penal la simple 
actividad sindical, el ejercicio del derecho de huelga”300  
  
De acuerdo con el Tribunal Superior Militar en dicho Consejo de Guerra Verbal los 
trabajadores fueron condenados a la pena de presidio discriminada de la siguiente forma: 
nueve obreros a 14 años; un obrero a 10 años; cinco obreros a 9 años; tres obreros a 8 
años; ocho obreros a 7 años; cinco obreros a 6 años; un obrero a 3 años; un obrero a 10 
meses; un obrero a 8 meses y dos obreros a dos meses de prisión. Sin embargo, para los 
trabajadores y demás sectores sociales movilizados que evidenciaron la arbitrariedad del 
procedimiento, las confesiones extraídas a fuerza de torturas y las pruebas montadas, el 
Consejo de Guerra Verbal tuvo, en esencia, un sentido de clase “Los militares son juez, 
parte dolorida y representante de los opresores…nosotros, irreversiblemente, seremos 
condenados porque no se trata de un juicio justo, sino de una tramoya militar, donde la 
consigna es condenarnos aprovechando la dimensionalidad propagandística montada en 
torno a la huelga al mostrarnos como delincuentes a los ojos del país…Y es hora de que 
entiendan que están presos porque son trabajadores. Ese es el delito”301. 
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Cuadro No. 5. Trabajadores de base condenados en Consejo Verbal de Guerra 
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Nombre
Condenas 
(años de 
prisión)
Cargos
Puesto en 
el 
sindicato
Situación jurídica en 1974
José William 
Villareal 14
Sedición (huelga en 
servicio público), 
secuestro múltiple
Trabajador 
de base
Fugitivo, se presentó luego de la Ley 
de rebaja de penas y pagó 24 días 
de cárcel en la Modelo de Bogotá
José Francisco 
Quintero 14
Sedición (huelga en 
servicio público), 
secuestro múltiple
Trabajador 
de base
Pagó cárcel en Bucaramanga hasta 
el 17 de enero de 1974
Oscar 
Husband
14
Sedición (huelga en 
servicio público), 
secuestro múltiple
Trabajador 
de base
Fugitivo en un principio. Por su mal 
estado de salud se entregó y pagó 
cárcel en Bucaramanga hasta el 17 
de enero de 1974
Mercedario 
Escobar 14
Sedición (huelga en 
servicio público), 
secuestro múltiple
Trabajador 
de base
Fugitivo, se presentó luego de la Ley 
de rebaja de penas y pagó 24 días 
de cárcel en la Modelo de Bogotá
Johel de Jesús 
Gómez 8
Sedición (huelga en 
servicio público), 
secuestro múltiple
Trabajador 
de base
Fugitivo, se presentó luego de la Ley 
de rebaja de penas y pagó 24 días 
de cárcel en la Modelo de Bogotá
Samuel 
Romero
9
Secuestro múltiple Trabajador 
de base
Pagó cárcel en Bucaramanga hasta 
el 17 de enero de 1974
Víctor 
Durango
9
Secuestro múltiple Trabajador 
de base
Pagó cárcel en Bucaramanga hasta 
el 17 de enero de 1974
Julio 
Calvache 9
Secuestro múltiple Trabajador 
de base
Arnulfo 
Sánchez
9
Secuestro múltiple Trabajador 
de base
Fugitivo, se presentó luego de la Ley 
de rebaja de penas y pagó 24 días 
de cárcel en la Modelo de Bogotá
Jorge Reyes
8
Secuestro múltiple Trabajador 
de base
Fugitivo, se presentó luego de la Ley 
de rebaja de penas y pagó 24 días 
de cárcel en la Modelo de Bogotá
Luís Castro
7
Secuestro múltiple Trabajador 
de base
Fugitivo, se presentó luego de la Ley 
de rebaja de penas y pagó 24 días 
de cárcel en la Modelo de Bogotá
Arno de Jesús 
Urán
7
Secuestro múltiple Trabajador 
de base
Fugitivo, se presentó luego de la Ley 
de rebaja de penas y pagó 24 días 
de cárcel en la Modelo de Bogotá
William 
García
7
Secuestro múltiple Trabajador 
de base
Fugitivo, se presentó luego de la Ley 
de rebaja de penas y pagó 24 días 
de cárcel en la Modelo de Bogotá
Pablo 
Acevedo 6
Secuestro múltiple Trabajador 
de base
Pagó cárcel en Bucaramanga hasta 
el 17 de enero de 1974
Helio León de 
la Espriella
6
Secuestro múltiple Trabajador 
de base
Fugitivo, se presentó luego de la Ley 
de rebaja de penas y pagó 24 días 
de cárcel en la Modelo de Bogotá
Ubadel 
Puentes 6
Secuestro múltiple Trabajador 
de base
Pagó cárcel en Bucaramanga hasta 
el 17 de enero de 1974
Francisco 
Rodríguez
6
Secuestro múltiple Trabajador 
de base
Fugitivo, se presentó luego de la Ley 
de rebaja de penas y pagó 24 días 
de cárcel en la Modelo de Bogotá
Manuel Ortíz
6
Secuestro múltiple Trabajador 
de base
Fugitivo, se presentó luego de la Ley 
de rebaja de penas y pagó 24 días 
de cárcel en la Modelo de Bogotá
Tito Alberto 
Silva
3
sedición (huelga en 
servicio público), 
lesiones personales
Trabajador 
de base
Pagó cárcel en Bucaramanga hasta 
el 17 de enero de 1974
Francisco 
Martínez
2 meses y 
multa de 
10 pesos
Daños en bienes 
del Estado
Trabajador 
de base
Julio César 
González
2 meses y 
multa de 
10 pesos
Daños en bienes 
del Estado
Trabajador 
de base
Pagó cárcel.
Mauricio 
Hernández 10 meses
Sedición Trabajadir 
de base
Pagó cárcel
 
Fuente: VEGA C., Renán, ESPINEL N., Luz Ángela, FERNÁNDEZ P., Alexander. Petróleo y protesta obrera.: La Unión Sindical Obrera (USO) 
y los trabajadores petroleros en Colombia (1923 – 2008), Volumen 2, Corporación Aury Sará Marrugo, Bogotá, 2009.  
La incorporación de la huelga en el sector de los servicios públicos como un delito de tipo 
“político” desnudó, en la práctica, el espíritu represivo inserto en el Código de Justicia 
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Penal Militar al darle un tratamiento punitivo al ejercicio de la huelga “resulta aberrante 
(…) que en un país democrático se considere como delito la reclamación sindical de 
reivindicaciones económicas, cuya expresión puede ser la huelga. Volvemos a épocas 
superadas en nuestra legislación. Antes de 1930, antes de que se expidiera la primera ley 
sobre organización sindical, la huelga era también un delito. Por eso la huelga de los 
trabajadores de la zona Bananera fue reprimida brutalmente y bañada en sangre…Pero la 
legislación colombiana avanzó. El derecho de huelga está garantizado 
constitucionalmente, con limitaciones. Esas limitaciones sólo acarrean sanciones 
administrativas y no penales. La misma huelga en los servicios públicos está prevista en la 
Constitución. Al prohibírsela no se indica que ella constituya delito alguno”302 
 
Por el nivel de represión y divulgación, el caso de los trabajadores de ECOPETROL 
condenados por la justicia penal militar tuvo repercusión en las tres ramas del poder 
público. La Corte Suprema de Justicia emitió, en 1971, una sentencia prohibiendo el 
juzgamiento de civiles por Consejos de Guerra Verbales en tiempos de paz y obligó a la 
reforma del Código de Justicia Penal Militar buscando la entronización de mayores 
garantías para el ejercicio de la defensa; de otro lado, el Ministro de Justicia presentó un 
proyecto de ley de rebaja de penas para los obreros sentenciados que abrió el debate 
sobre el carácter político o social de las acciones de los huelguistas. Para el gobierno, en 
representación del Ministro de Justicia, la sedición se configuró por haberse hecho huelga 
en servicios públicos; no obstante, no podía constituir un delito político, puesto que era 
una “reivindicación de tipo sindical”; en ese orden de ideas, para el Gobierno dicha 
situación no exculpaba a los obreros de la comisión delitos, pero por el carácter social de 
la protesta legítima, se debieron flexibilizar las penas impuestas por la Justicia Militar “La 
naturaleza misma de los delitos cometidos, la forma como se perpetraron y las 
circunstancias personales y sociales que los antecedieron y rodearon, permite concluir 
que sus protagonistas, aunque cometieran delitos comunes, deben ser considerados como 
ciudadanos que realizaron actos social y jurídicamente reprochables, obnubilados 
transitoriamente por intereses sindicables”303. De otro lado, resultaba inconcebible que 
una huelga de carácter reivindicativo realizada en una empresa pudiese constituir, 
efectivamente, delito político de sedición. De acuerdo con el Código Penal ordinario, la 
sedición se configura sólo cuando existe un levantamiento armado que impide 
transitoriamente las funciones del régimen constitucional. Sin embargo, la tipificación de 
de las huelgas en los servicios públicos como sedición fue un esperpento original del 
Código de Justicia Penal Militar que evidenció, explícitamente, que las huelgas en 
determinados casos o sectores estratégicos podía constituir un objeto de confrontación 
estatal o un enemigo peligroso para el régimen constitucional y la seguridad interior 
                                                 
302
 Anales del Congreso, miércoles 19 de enero de 1972. “Por el cual se decreta una amnistía para los 
trabajadores juzgados y condenados en el Consejo Verbal de Guerra reunido en Barrancabermeja, cuya 
sentencia se dictó el 23 de octubre de 1971 
303
 Anales del Congreso, miércoles 10 de octubre de 1973. Ponencia para primer debate sobre proyecto de 
ley número 8 de 1973 “por la cual se concede una rebaja de penas” 
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“Hubo también condenas por el delito de sedición. Pero no por el delito de sedición que 
consagra el Código Penal ordinario. El delito de sedición no se configuró por el hecho de 
que hubiera habido un levantamiento armado que buscara derrocar el gobierno 
legítimamente constituido o que buscara impedir el normal funcionamiento de las 
instituciones vigentes. El delito de sedición se configuró por el hecho de que se había 
hecho huelga en servicios públicos”304 
 
Las ponencias realizadas por los Congresistas sobre el proyecto reflejaron la necesidad de 
“proceder a enmendar la injusticia cometida contra los trabajadores poniéndole fin a un 
estado de grave anomalía social…Está bien claro que los trabajadores condenados no 
incurrieron en ningún delito. No son delincuentes comunes. Se les enjuició  y sancionó por 
una huelga y con una calificación política”.305De igual forma, se evidenció que gracias al 
estado de sitio, la justicia se convirtió en una veleta aplicada por decreto que no sólo 
derivó en situaciones represivas e injustas, sino en daños institucionales al sistema judicial 
y penal “Por último, a nadie escapa que en la proposición de este tipo de proyecto de ley 
hay siempre implícito un ánimo corrector de situaciones injustas, y muchas veces 
derivadas de la imprecisión o casuística que en un momento dado puedan afectar al 
régimen penal general…En nuestra legislación, el Código Penal de 1936 ha recibido con 
frecuencia modificaciones en la tarifa de penas sobre determinados delitos o tratamientos 
procesales especiales que en el conjunto de las normas resaltan como dirigidos a reprimir 
una situación extraordinaria o de singular alarma para la sociedad. Buen número de esas 
enmiendas se ha efectuado por la vía de los decretos extraordinarios, derivados de las 
facultades por estado de sitio, que posteriormente han adquirido permanencia merced a 
actos legislativos, no siempre examinados con el suficiente cuidado que merecería cada 
uno de ellos, sino adoptados como medida previa al levantamiento del estado de sitio”306.  
 
La rebaja de penas promulgada con la ley 24 de 19 de diciembre de 1973, puso sobre la 
palestra la represión que, a través de este medio, se aplicó contra la protesta social 
expresada esta vez en la voz de los obreros petroleros. Fue, cuando menos, un tibio 
reconocimiento de la “injusticia de la justicia” encarnada en la institucionalidad del 
aparato judicial castrense; en palabras de Benjamín Benthan, presidente de la USO 
condenado en 1971 “el Consejo de Guerra es la monstruosidad más grande montada 
contra los trabajadores petroleros con el fin de acallar y amedrentar a la clase obrera en 
sus futuras reclamaciones”307 
 
 
 
                                                 
304
 Anales del Congreso, 30 de mayo de 1974. Relación de debates: palabras del ministro de justicia en la 
sesión del día 4 de diciembre de 1973.  
305
 Anales del congreso, miércoles 19 de enero de 1972. 
306
 Anales del Congreso, jueves 18 de octubre de 1973 
307
 VEGA C., Renán, ESPINEL N., Luz Ángela, FERNÁNDEZ P., Alexander. Op. Cit. Pp. 306. 
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CONCLUSIONES 
 
  
El análisis desarrollado permite concluir que la apelación gubernamental a la justicia penal 
militar como instrumento de represión durante el régimen del Frente Nacional fue un 
pesado lastre institucional heredado del período precedente de Violencia y dictadura 
constitucional. El enfoque teórico “path dependence” propuesto desde la escuela del 
institucionalismo histórico, permitió observar en detalle el proceso formativo impulsado 
en la etapa crítica de violencia inter-partidista e intercesión militar, incorporando al 
análisis un conjunto de variables neurálgicas que influenciaron el desenvolvimiento de una 
trayectoria de desarrollo represiva dentro de la estructura organizativa de la justicia penal 
militar, trayectoria que mantuvo su inercia al retroalimentarse positivamente con el 
retorno a la democracia restringida implantada a través del sistema político del Frente 
Nacional.  
 
El diseño institucional de la justicia castrense, engendrado y desarrollado entre 1949 y 
1958, hizo de las actividades judiciales en escenarios críticos del orden público una 
responsabilidad más, atinente a los compromisos de las Fuerzas Armadas en momentos 
de crisis. Lo anterior fue el resultado de la convergencia de varios factores políticos, entre 
los cuales se encontraron el enfrentamiento entre los partidos tradicionales, la vinculación 
de la administración de justicia como un campo adicional de disputa partidista y la 
evolución del nuevo rol mediador – represor de los militares en el marco del caos social 
del momento. Valiéndose del aparato judicial castrense, las élites gubernamentales 
lograron desplazar la jurisdicción ordinaria, endurecer el campo penal haciendo uso de la 
ley marcial y los consejos de guerra verbales y reprimir las acciones de enemigos y 
opositores políticos. Tales variables se tradujeron en el juzgamiento de civiles en estado 
de sitio por delitos contra el régimen constitucional y la seguridad interior del Estado. 
 
El contexto político fue propicio para la intervención de los militares en este campo. La 
ruta de dependencia gubernamental hacia la organización armada trazada por la crisis 
política e institucional los erigió como mediadores y a la vez bastiones del orden público 
interno. En consecuencia, la crisis abrió un campo de oportunidad política que favoreció 
su incursión en esferas estatales completamente ajenas a la misión constitucionalmente 
encomendada a las fuerzas militares, como en el caso estudiado. El prolongado estado de 
sitio aportó el lapso de tiempo suficiente para que los militares desarrollaran de manera 
estable el oficio judicial en las condiciones señaladas contra sectores políticos donde las 
élites gubernamentales mantenían intereses represivos, como el movimiento armado de 
filiación liberal, las huelgas en el sector de los servicios públicos, e incluso, las actividades 
de índole comunista.  
 
 115 
La adaptación de la justicia penal militar al régimen del Frente Nacional se caracterizó por 
establecer un sistema penal de excepción expresado en el juzgamiento de delitos políticos 
en “todo tiempo” y el conocimiento de delitos comunes en estado de sitio por disposición 
expresa del poder ejecutivo. Esta reforma, acaecida días antes del retorno al poder de las 
clases políticas tradicionales, evidenció el interés castrense en mantener las prerrogativas 
adquiridas en este campo, estableciendo el primer síntoma de “path dependence”: antes 
de regresar a sus cuarteles, los militares reforzaron la lógica del sistema retroalimentando 
positivamente las ventajas adquiridas en el escenario estratégico de la administración de 
justicia penal. Ello reafirma la idea de que en los procesos formativos, las instituciones 
encarnan una “elección” en la que los grupos mejor posicionados intentan crearse 
prerrogativas de utilidad futura a través de los marcos institucionales con miras a futuros 
juegos políticos de poder.  
 
El cambio en el sistema político propiciado por la instauración del Frente no interrumpió la 
trayectoria de desarrollo expuesta, sugiriendo la existencia de incentivos de 
institucionalización y mecanismos concretos de reproducción con base en los cuales la 
política logró adquirir continuidad, a pesar de las nuevas condiciones políticas del período. 
En primer lugar, el nuevo régimen quedó supeditado de entrada al andamiaje normativo 
de emergencia que esperaba superar, pues el cúmulo legislativo engendrado en el período 
dictatorial terminó incorporándose, por voluntad del parlamento, en el ordenamiento 
jurídico ordinario. El prolongado lapso de tiempo en que las instituciones funcionaron con 
base en la legislación excepcional, aunado al nuevo mecanismo de toma de decisiones en 
el Congreso, generó una especie de dependencia jurídica que bloqueó la reconstrucción 
inmediata de las instituciones e impidió cortar el cordón umbilical con el período 
precedente, incluyendo el sistema judicial castrense que fue institucionalizado en éstas 
condiciones.  
 
En otra arena, la administración de justicia ordinaria padecía de una grave crisis de 
confianza. Si bien, la reforma de la rama judicial había neutralizado la influencia partidista 
que, otrora, tensionó el desempeño de las actividades judiciales, no había solucionado las 
persistentes falencias internas como la corrupción, la morosidad y la ineficacia. Dicha crisis 
alentó en ciertos sectores de la clase política la apologización de las cualidades severas y 
expeditas connaturales a los procedimientos de justicia marcial, promoviendo la 
continuidad de las cortes marciales como espacios alternativos de judicialización penal. 
Entre la clase política no faltaron voces que apoyaron los consejos de guerra verbales 
como mecanismos mucho más “efectivos”, en el sentido resultadista del término, 
comparados con los métodos de la administración de justicia ordinaria. Coincidiendo con 
la perspectiva de los “rendimientos crecientes”, el uso de la justicia penal militar como 
aparato ad hoc de juzgamiento apareció como una vía más económica, represiva y eficaz 
que la sola apuesta por el fortalecimiento del sistema judicial ordinario, elevando los 
costos de abandonarla en un contexto donde los niveles de impunidad latentes generaban 
presiones públicas contra el gobierno. 
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De otro lado, el Frente Nacional abrió las puertas al desarrollo de nuevas fuerzas políticas 
con contradicciones de clase.  La reconstrucción de las organizaciones campesinas 
armadas provenientes de la Violencia, la diversificación de las fuerzas políticas 
beligerantes en contra del nuevo sistema monopólico de poder, la reactivación de las 
acciones colectivas y solidarias de protesta social entre las masas de todos los sectores y la 
hipertrofia del papel coactivo de las Fuerzas Armadas en el marco de la seguridad nacional 
y la lucha anticomunista, impulsaron a los partidos políticos a conservar mecanismos 
amplios de represión que sólo pudieron ser armonizados con los marcos institucionales de 
la democracia liberal a través de la reforma del régimen excepcional efectuada durante los 
primeros años del Frente Nacional.  
 
La injerencia militar en el sistema judicial encontró en la reforma al estado de sitio un 
mecanismo efectivo de estabilidad y reproducción jurídica. La ampliación de los poderes 
presidenciales basados en la capacidad de suspender disposiciones constitucionales hizo 
que la militarización de la justicia penal, amparada en el traslado de competencias de la 
justicia ordinaria a la jurisdicción penal militar por suspensión del artículo 61 de la Carta 
Política, quedara blindada jurídicamente, haciendo de la administración de justicia nada 
más y nada menos que una función pública de aplicación discrecional ligada a la actividad 
militar y a las decisiones políticas del poder Ejecutivo en estado de sitio. No es de 
sorprender entonces que la entronización del juzgamiento militar a civiles dentro del 
ordenamiento jurídico de excepción también creara una ventaja para los gobiernos de la 
coalición, pues en virtud de su criterio, autorizaron  selectivamente la convocatoria de 
consejos de guerra verbales contra sectores políticos o sociales con capacidad 
desestabilizante. 
 
La intervención castrense en la esfera judicial también se mantuvo como parte integrante 
de la autonomía relativa que adquirieron los militares en el ámbito doméstico y con la que 
actuaron fortaleciendo su accionar represivo en el escenario de la seguridad nacional. En 
efecto, el sostén de la política en cuestión hizo parte de la consolidación del papel de las 
fuerzas armadas como bastiones predilectos de represión en materia de orden público. La 
dependencia gubernamental de la organización militar, gestada en el período precedente, 
fue un factor clave para permitir que continuaran incursionando en la administración de 
justicia. En otras palabras, tras la experiencia del período anterior, los militares ganaron la 
autonomía suficiente para tratar los asuntos de seguridad interna, cuestión que 
respetaron las clases dominantes en el poder, respaldándose definitivamente en las 
fuerzas armadas para controlar el escenario del orden público.  
  
Si bien, los consejos de guerra verbales se implementaron a lo largo del Frente Nacional 
contra los movimientos subversivos que proliferaron a partir de la década del sesenta, 
esta investigación quiso resaltar la adaptación de la justicia penal militar como 
instrumento de represión contra las manifestaciones de inconformidad popular más 
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beligerantes. Casi todos los estados de sitio declarados durante los cuatro gobiernos del 
régimen de coalición se fundamentaron en acciones colectivas de protesta social, razón 
por la cual a partir de la coyuntura de agitación social de 1965 las clases políticas 
decidieron implementar la justicia penal militar contra dirigentes sociales provenientes de 
distintos sectores movilizados, poniéndolos a disposición de las cortes marciales,  algunos 
como delincuentes políticos por realizar huelgas en el sector de los servicios públicos 
(como se expuso en el estudio de caso de los obreros de ECOPETROL), y otros por delitos 
comunes conexos con el desarrollo de las protestas. Concentrando la triple función de 
detener, investigar y juzgar a los sindicados, los Consejos de Guerra Verbales fueron 
sistemas anunciados de condena, e incluso, de tortura. Con mínimas capacidades de 
defensa, el  Frente Nacional registró casos de obreros, estudiantes, campesinos y 
maestros juzgados por la reivindicación legítima de derechos políticos o socioeconómicos 
vulnerados. De esta manera, aunque la justicia penal militar mantuvo la inercia 
proveniente del período precedente, los actores gubernamentales lograron reorientar sus 
objetivos e intereses represivos de acuerdo al desarrollo del contexto político emergente. 
 
Al examinar la estabilidad adquirida por esta política en condiciones democráticas 
abiertamente distintas como las derivadas del Frente Nacional, es inevitable concluir que 
los procesos de continuidad institucional no siempre significan la presencia estática de los 
fenómenos políticos o la inexistencia de acuerdos, conflictos o pugnas entre las fuerzas 
circundantes, pues la persistencia de instituciones formadas en el seno de coyunturas 
críticas pueden relacionarse íntimamente con los procesos de cambio acaecidos en el 
contexto sociopolítico los cuales, como en el caso investigado, pueden reforzar las 
tendencias precedentes. Así, la trayectoria represiva de la justicia penal militar en los 
contextos políticos estudiados, avanzó en estrecha relación con los fenómenos acaecidos, 
el paisaje institucional circundante y las maniobras estratégicas de los actores 
involucrados.  
 
Por último, es menester destacar un aporte relevante derivado de la presente 
investigación: la superación del análisis jurídico con el que tradicionalmente se abordó el 
fenómeno de la incursión militar en la administración de justicia colombiana a través del 
juzgamiento de civiles por Consejos de Guerra Verbales. Si bien, las contribuciones de los 
juristas atinentes a la naturaleza inconstitucional y antidemocrática de ésta práctica en 
cuestión fueron soporte fundamental para este trabajo, dilucidar la forma en que las 
fuerzas políticas y los marcos institucionales interactuaron en momentos históricos 
determinados, fue la esencia del análisis propuesto. En este caso, la configuración 
represiva de la justicia penal militar en los períodos analizados fue el resultado de las 
luchas políticas libradas entre las fuerzas presentes, un verdadero ejemplo de “ingeniería 
institucional” forjada al calor del conflicto, el acuerdo y el juego de poder entre los actores 
políticos que los protagonizaron.   
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